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Resumen 

 

La presente investigación, a partir del reconocimiento del creciente deterioro de la calidad 

del aire en Colombia, y entendido que este resulta ser un elemento indispensable para la 

existencia de la vida, plantea la pertinencia de una renovación en relación con la intervención 

jurídica en la materia como resultado de un sondeo de alternativas teóricas encaminado a la 

consecución de una transformación de los fundamentos sobre los que descansa la idea del 

derecho al aire limpio en la actualidad, superando las visiones antropocéntricas, 

individualistas y economicistas que la limitan y que al mismo tiempo se ubican en el sustrato 

de las acciones humanas que contribuyen al deterioro de las condiciones ambientales 

favorables para el desarrollo de la vida en condiciones de dignidad. 

 

Así, este trabajo propone la necesidad de una reconstrucción del fundamento derecho al aire 

limpio a partir de una perspectiva ambiental. En este sentido, presenta un abordaje del asunto 

dividido en tres grandes secciones, a saber:  En la primera parte se realiza un recorrido por el 

significado del aire para el sistema de vida en el planeta, resaltando a su vez los elementos 

generadores de las dinámicas de contaminación antropogénica de este elemento y sus 

repercusiones, en un segundo momento, se avanza en una exploración critica del estatuto del 

aire en Colombia, con la intención de evidenciar su fundamento, así como algunos de sus 

aciertos y falencias respecto de la protección y garantía efectivas del derecho al aire limpio, 

para finalmente a través de la búsqueda de alternativas teóricas a los fundamentos 

tradicionales de los derechos realizar una serie de contribuciones a la construcción de un 

derecho al aire limpio en perspectiva ambiental capaz de dar cuenta de los desafíos que nos 

impone la realidad atmosférica crecientemente contaminada a la que nos enfrentamos. 

 

Palabras clave: Derecho ambiental, Derecho al aire limpio, atmósfera, racionalidad 

ambiental, antropocentrismo, biocentrismo, justicia ambiental. 
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Abstract 

 

This investigation is based on the acknowledged fact about the recent increasement of the 

deterioration of air quality in Colombia, an essential element for life existence; thus, the 

relevance of a renewal related to the legal intervention in this matter, as a result of a survey 

of theoretical alternatives in favor of the transformation of the foundations that support the 

idea of the right to clean air, from an environmental perspective. It is intended to overcome 

the anthropocentric, individualistic and economistic positions that limit it and, at the same 

time, are located in the substratum of human actions that contribute to the deterioration of 

favorable environmental conditions for the development of a dignified life. 

 

The structured used to build this document is based on an approach to the issue, divided into 

three sections: the first part is a journey through the essential meaning of air to the life system 

on the planet, highlighting the elements that generate pollution anthropogenic dynamics and 

its nature and  repercussions; on the second part, it is developed a critical exploration of the 

air “statute” in Colombia, in order to  show its foundation, as well as some of its successes 

and failures on relation to the effective protection and guarantee of the right to clean air; 

finally, through the search for theoretical alternatives to the rights traditional fundations, we 

seek to make a series of contributions to the construction of a right to clean air, from the 

environmental perspective, capable of accounting for the challenges imposed by the 

atmospheric reality that we face, more and more polluted and contaminated.  

 

Keywords: Environmental law, the right to clean air, atmosphere, environmental rationality, 

anthropocentrism, biocentrism, environmental justice.  
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Introducción 
 

Una bocanada de aire fresco, la vista de un pájaro en pleno vuelo, el esquivo oxígeno en las 

cumbres nevadas, la brisa reconfortante del mar Caribe. La relación entre el aire y la vida es 

absoluta. Quizás por la imposibilidad para verlo que no para sentirlo, su presencia pasa 

muchas veces desapercibida, y olvidamos que hacemos parte de un sistema en el cual él juega 

un papel fundamental. La existencia de los seres vivos tal y como la conocemos se encuentra 

íntimamente conectada con la mezcla de gases que conforman la atmosfera, el aire.  

El evidente deterioro al que ha sido conducida la naturaleza por efecto de la racionalidad 

antropocéntrica, utilitarista y economicista dominante, que da forma al modelo productivo 

vigente; presenta, como una de sus características principales, el fenómeno de contaminación 

del aire, el cual se potenció a partir de la revolución industrial y, que hoy, es el causante de 

varias problemáticas ambientales a nivel local, como por ejemplo: la acumulación de 

polución en la atmósfera de las grandes ciudades o las deposiciones ácidas, y a escala global, 

el agujero en la capa de ozono y el proceso de cambio climático. 

En las últimas décadas, la problemática en cuestión ha sido abordada desde el ámbito jurídico 

a partir del derecho de la administración del ambiente (Ost, 1996), apuesta que se encuentra, 

en gran medida, anclada a varios de los elementos constitutivos de la racionalidad imperante 

(Leff, 1998). Como consecuencia de ello, el marco normativo existente en Colombia para 

atender el asunto de la contaminación antropogénica de la atmósfera, cuenta con serias 

dificultades para concretarse en la efectiva protección y garantía del derecho al aire limpio, 

en tanto este se encuentra limitado por una visión sanitarista antropocéntrica funcional a los 

intereses privados que subyacen al modelo económico actual.    

De acuerdo con lo anterior, el presente trabajo pretende explorar alternativas teóricas, con 

miras a realizar un aporte para la fundamentación del derecho al aire limpio, desde una 

perspectiva ambiental que facilite un abordaje integral de la cuestión relativa a la 

contaminación antropogénica de la atmósfera en Colombia, y que, a su vez, favorezca la 

configuración de un marco normativo capaz de dar cuenta de los desafíos que impone el 

actual estado de deterioro de la calidad del aire, tanto en el país, como en el mundo.  
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Teniendo como guía la idea de una fundamentación del derecho al aire limpio, desde una 

perspectiva ambiental, que permita la superación de los límites impuestos a esta prerrogativa 

por parte de la racionalidad dominante, posibilitando la configuración de un escenario de 

acción jurídica para la defensa de la atmósfera más acorde con la realidad de este sistema 

natural y los desafíos que implica su protección, avanzaremos en dicha temática, a partir de 

tres secciones o capítulos. 

En primer lugar, se profundizará en la búsqueda por develar qué significa el aire en el marco 

del sistema de interacciones que posibilita la existencia de vida en la Tierra; así como las 

causas y consecuencias de su alteración por efecto de la contaminación antropogénica, 

resaltando la importancia de este asunto como objeto de atención desde el ámbito jurídico. 

Posteriormente, realizaremos una exploración crítica del estatuto del aire en Colombia, con 

la intención de evidenciar, tanto su fundamento, como algunos de sus aciertos y falencias con 

respecto a la protección y garantía efectivas del derecho al aire limpio. Finalmente, a partir 

del rastreo de alternativas útiles para conseguir una nueva fundamentación del derecho al aire 

limpio que vaya más allá de las directrices de la racionalidad y el modelo económico 

dominantes, realizaremos una serie de aportes concretos al sustrato de esta prerrogativa, 

entendiendo que ella deberá constituirse en una herramienta esencial para la salvaguarda de 

la vida. 

Se invita al lector a internarse en esta búsqueda por generar un nuevo momento de la relación 

entre el ser humano y la naturaleza, en este caso, por la vía de una reflexión en torno al deber 

ser del andamiaje jurídico destinado a la protección de la atmósfera y la garantía del derecho 

al aire limpio, al interior de la cual se convoca a diversos escenarios del saber; no tanto, con 

la pretensión de arribar a respuestas definitivas y acabadas, sino de intentar comprender 

mejor, para actuar mejor, y proponer posibles vías de escape a esta realidad crecientemente 

contaminada a la que nos enfrentamos hoy en día. 
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1. Primer capítulo: Del aire y su contaminación 
 

En este primer capítulo abordaremos tres cuestiones de suma relevancia para dar sustento a 

la temática que nos ocupará a lo largo del texto. En primer lugar, trataremos el asunto del 

aire como elemento integrante del sistema de vida en el planeta; posteriormente, nos 

adentraremos en la problemática de la contaminación antropogénica del mismo y sus 

repercusiones ambientales, y en un tercer momento presentaremos un panorama de este 

fenómeno para el caso colombiano.  

 

Dicha estructura se planteó con la intención de establecer claridades contextuales y 

conceptuales que nos permitan comprender en qué consiste la problemática asociada a la 

contaminación del aire y, el porqué de la necesidad de un abordaje integral de esta cuestión 

desde el derecho, como un problema ambiental que va más allá de las afectaciones que 

pueden cernirse sobre la salud humana y pone en riesgo el equilibrio sistémico que hace 

posible la vida en el planeta. 

 

1.1. ¿Qué es el Aire? 

 

El aire es la mezcla de gases que compone la atmósfera terrestre. La palabra “atmósfera” 

proviene del griego “atmós” que significa vapor o aire, y “sphaira” que significa esfera. Así 

que cuando hablamos de la atmósfera nos referimos a la esfera de aire que envuelve a la tierra 

y que permanece unida a ella por efecto de la gravedad (Ruiz, 2012). Su límite inferior está 

marcado por los continentes y los océanos, mientras su sección más elevada asciende por 

encima de los 1000 km. La densidad de la atmósfera disminuye con relación a la altura; a 

medida que se asciende, la presión atmosférica es menor, y esa es la razón por la que en sus 

5 primeros kilómetros se encuentra el 50% de su masa total (Seoáenz, 2002). 

La atmósfera se encuentra dividida en cinco partes: troposfera, estratosfera, mesosfera, 

termosfera, y exosfera. Cada una de ellas presenta una serie de características particulares 

que veremos a continuación. 
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Ilustración 1. Las capas de la Atmósfera 

Las capas de la atmósfera contemplando los grosores estimados en Kilómetros (Km) de 

cada una. Recuperado de: Introducción; “La atmósfera terrestre. Su importancia para 

preservar la vida”, por Domínguez Álvarez, 2018.  

 

La tropósfera es la sección de la atmósfera que se encuentra en contacto con la superficie de 

la Tierra. Su altura oscila entre los 8 y los 18 kilómetros, siendo más estrecha hacia los polos 

del planeta y más ancha en la zona ecuatorial. A medida que se asciende en la troposfera la 

temperatura disminuye a un promedio 6° Celsius por kilómetro.  Esta capa contiene el 80% 

de la masa total de gases presentes en la atmósfera y el 99% del vapor de agua en la misma. 

Es allí donde se desarrolla la vida de las especies que habitan la superficie terrestre; además 

de ser donde se produce lo que se conoce como tiempo atmosférico, concepto que hace 

referencia al estado de la atmósfera en un determinado momento atendiendo a variables tales 

como: temperatura, humedad, viento, nubosidad, presión, entre otras, y que debe 

diferenciarse de clima, noción que se utiliza para aludir el comportamiento de dichas 

variables durante un periodo largo de tiempo (Wilches-Chaux, 2009). 

La zona donde finaliza la troposfera lleva por nombre tropopausa, a partir de allí se encuentra 

la estratósfera; está asciende aproximadamente hasta los 50 kilómetros donde se sitúa la 
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estratopausa. En el interior de la estratósfera se encuentra ubicada la capa de ozono; la cual 

está compuesta por un gas tóxico cuya presencia en la parte baja de la troposfera representa 

riesgo para el bienestar de los seres vivos; sin embargo, dicha capa es esencial para la vida 

en la tierra, ya que retiene la mayor parte de las radiaciones ultravioleta provenientes del sol 

(Wilches-Chaux, 2009).  

La estratosfera contiene aproximadamente el 19% de la masa de la atmósfera y, a diferencia 

de la troposfera, la temperatura aumenta a medida que se asciende pasando de alrededor de 

60° Celsius bajo cero de la tropopausa, a aproximadamente 4° Celsius bajo cero en la 

estratopausa (Ruiz, 2012); dicho aumento es causado por el ozono, más adelante veremos 

por qué. 

Una vez hemos superado la estratopausa nos encontramos con la mesosfera, esta contiene el 

0,1% de la masa de la atmósfera. En su interior se desintegran la mayoría de las rocas 

pequeñas con las que se encuentra nuestro planeta en su permanente viaje alrededor del sol. 

La mesosfera es también la más fría de las capas, una vez más a medida que se asciende la 

temperatura disminuye hasta llegar a aproximadamente unos 90° Celsius bajo cero a 80 

kilómetros de altura en la mesopausa. 

A continuación, se encuentra la termosfera, denominada de esa manera por las altas 

temperaturas que se presentan en su interior; contiene apenas el 0,001% de la masa gaseosa 

de la atmósfera. Está ubicada entre los 80 km y los 600 km de altura, su límite es conocido 

como la termopausa; la temperatura en la atmósfera puede alcanzar los 1500° Celsius y varía 

drásticamente entre el día y la noche.  

Esta sección recibe los rayos gamma y los rayos x que provienen del sol, los cuales al ponerse 

en contacto con los átomos presentes generan iones, razón por la cual esta parte de la 

atmósfera también es conocida como ionósfera. Gracias a dicha característica, esta región de 

la atmósfera posibilita la propagación de las ondas radio al interior del planeta. Sin embargo, 

quizás su característica más sobresaliente y por la que es más reconocida, es por ser el lugar 

donde se produce uno de los espectáculos más hermosos de la naturaleza, las auroras 

boreales. 
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La exosfera, ubicada a partir de los 600 km de altura, aproximadamente, es la sección donde 

se funde la atmósfera terrestre con el espacio exterior. Allí, a medida que se asciende, los 

gases se encuentran cada vez más dispersos, hasta el punto de hallarse en concentraciones 

prácticamente nulas; se estima que su límite superior puede alcanzar los 10.000 kilómetros 

(Ruiz, 2012).  

Siguiendo a Wilches-Chaux (2009), entendemos que la Tierra “es el resultado dinámico de 

la interacción permanente entre múltiples sistemas concatenados” (p. 29). Esto quiere decir 

que el planeta es un engranaje de sistemas que coexisten y se condicionan entre sí; dentro de 

ese grupo de sistemas se encuentran la litósfera, la hidrósfera, y la atmósfera. A su vez, estos 

se interrelacionan con las dinámicas propias de la vida en el planeta, la biósfera. Además, 

reciben la influencia de factores externos como la radiación solar, o los meteoritos que chocan 

con la superficie terrestre.  

 

Ilustración 2. Los reinos de la tierra 

Los reinos de la tierra representados como círculos que se cortan. Los grandes círculos 

exteriores representan los tres grandes reinos inorgánicos; cada uno se superpone a los 

otros dos en una pequeña fracción, para indicar que las sustancias de cada reino están 

contenidas en los otros dos. Recuperado de: La Atmósfera y los Océanos de la Tierra; 

“Geografía Física”, por Strahler y Strahler (1994). 

 

Así, no es posible comprender la atmósfera como un fenómeno independiente de todas estas 

interrelaciones, como tampoco resulta plausible obviar el papel fundamental que esta 
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desempeña al interior del complejo sistema que hace posible la vida en el planeta; el cual va 

desde la protección ejercida por la capa de ozono contra la radiación nociva proveniente del 

sol, pasando por el efecto invernadero que propicia la existencia de temperaturas aptas para 

la supervivencia de las especies, hasta su indispensable rol en relación con los ciclos 

biogeoquímicos. A continuación, se profundizará al respecto.  

 

1.1.1. La atmósfera protectora 

 

La atmósfera terrestre cumple una función protectora en dos vías; en primer lugar, se encarga 

de la destrucción de pequeños cuerpos extraterrestres que se encuentran en curso de colisión 

con la superficie del planeta. Este fenómeno tiene lugar principalmente en la mesosfera, 

donde el roce de los meteoros con las partículas de gas presentes genera el suficiente calor 

para incinerarlos, dicho proceso se conoce como el origen de lo que conocemos por el nombre 

de estrellas fugaces (Ruiz, 2012). 

En segundo lugar, establece un filtro selectivo entre la radiación proveniente del sol y la 

superficie terrestre. La mayoría de las personas, conocemos algo sobre la capa de ozono y, 

tenemos cierta idea acerca de la protección que dicho manto nos provee contra la radiación 

del sol, pero veamos un poco mejor de qué se trata en realidad este asunto.  

Entre los 30 km y los 60 km de altura en la sección superior de la estratósfera, la acción de 

los rayos ultravioleta (UVA) del sol genera la separación de las moléculas de oxígeno (O2) 

dejando átomos libres, los cuales tienen una tendencia natural a combinarse rápidamente con 

otras moléculas de oxígeno; cuando en este proceso se acoplan 3 átomos de oxígeno se crea 

el ozono (O3). Se ha distinguido entre dos clases de ozono en atención a su ubicación en la 

atmósfera: el ozono troposférico y el ozono estratosférico. Este último, como su nombre lo 

indica, se encuentra ubicado en la estratósfera entre los 15 km y los 30 km, siendo más alta 

su concentración entre los 20 km y los 25 km de altura; de allí que esta sección sea conocida 

como la capa de ozono (Seoáenz, 2002).  

Anteriormente, habíamos mencionado que la temperatura en la estratosfera aumenta en la 

medida en la que se asciende y que tal aumento se encontraba relacionado con el ozono; lo 
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cual sucede gracias a que el proceso mediante el cual se generan las moléculas de ozono a 

partir de la radiación solar que separa los átomos de oxígeno, libera una importante cantidad 

de energía que se traduce en un aumento considerable de la temperatura (Ruiz, 2012). 

La radiación solar alimenta la vida en el planeta; una parte de esa radiación es conocida como 

radiación ultravioleta (UV), la cual se encuentra por fuera del espectro visible por el ser 

humano. Dicha radiación proveniente del sol se divide en tres tipos, de acuerdo con su 

longitud de onda. En primer lugar, encontramos los rayos UV-A que tienen una longitud de 

onda entre 320 y 400 nanómetros (nm); los UV-B, que corresponden al espectro entre 280 y 

320 nm, y, por último, los UV-C, que son aquellos cuya longitud de onda se ubica por debajo 

de los 280nm. 

Los rayos UV-A, dados su amplitud de onda, traspasan casi por completo la barrera de la 

ozonosfera sin ser absorbidos. Por su parte, los rayos UV-B resultan sensibles a la presencia 

de ozono, razón por la cual, a mayor concentración de este elemento, mayor será la cantidad 

de radiación atrapada en la ozonosfera; se estima que una reducción de 1% en la capa de 

ozono tiene como consecuencia el incremento de un 2% en la radiación UV-B en la superficie 

del planeta. Las radiaciones de onda corta son sumamente nocivas para los seres vivos, pero 

el ozono es capaz de absorber por completo toda la radiación con longitudes de onda 

inferiores a los 280nm; esto se traduce en que los rayos UV-C son capturados en su totalidad 

por la capa de ozono, lo que impide su ingreso más allá de la estratosfera (Seoáenz, 2002).  

Dicho filtro selectivo permite entonces el ingreso a la superficie de la radiación solar 

necesaria para satisfacción de las necesidades energéticas de los seres vivos que habitamos 

el planeta, y absorbe aquella radiación que nos resulta nociva.  

 

1.1.2. La atmósfera y el clima 

 

El clima en el planeta sería distinto si no existiera la atmósfera; esta capa gaseosa regula la 

temperatura terrestre a través, de lo que se conoce como, el efecto invernadero. Tal fenómeno 

consiste en la absorción de un porcentaje de la radiación que se refleja desde la superficie 

terrestre hacia el espacio exterior, por parte de los Gases de Efecto Invernadero (GEI). 
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Ilustración 3. El efecto invernadero 

Recuperado de: La ciencia: ¿qué tan seguros estamos del fenómeno de cambio climático? 

¿Qué novedades hay? en “Cambio Climático. Lo que está en juego” por Rodríguez, 

Mance, Rey, y Arbeláez, (2015). 

 

La radiación solar, en los rangos de luz visible y luz ultravioleta que atraviesa los filtros de 

la atmósfera y alcanza la superficie terrestre para calentarla, se refleja hacia el espacio 

exterior en forma de radiación de onda larga (infrarroja). Parte de esa radiación es absorbida 

eficientemente por los GEI, entre los cuales se encuentran el vapor de agua (H2O), el metano 

(CH4) y el dióxido de carbono (CO2). La acción de estos gases impide la salida de dicha 

radiación manteniéndola atrapada en la troposfera, situación que propicia una mayor 

eficiencia de la luz solar para calentar la atmósfera, elevando así la temperatura media en el 

planeta. Si no fuese por el efecto invernadero, la temperatura media del planeta oscilaría 

alrededor de los -15°C; escenario muy distinto al que estamos acostumbrados con una media 

actual cercana a los 15°C (Caballero, Lozano, y Ortega, 2007). 

Ahora bien, no solo el efecto invernadero producido en la atmósfera marca la relación que 

esta última tiene con el clima; los movimientos de las masas de aire que ocurren al interior 

de esta capa gaseosa son también un elemento de suma importancia para la configuración 

climática en el planeta. 
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Conocemos como viento a los flujos de aire que se presentan en la atmósfera como producto 

de la diferencia de presión entre un lugar y otro. La radiación proveniente del sol calienta la 

superficie terrestre, y ésta, a su vez, genera el calentamiento de las masas de aire que se 

encuentran en la parte baja de la troposfera; cuando el aire se calienta se hace menos denso 

y como resultado se da una pérdida de presión en el lugar ocupado por la masa de aire cuya 

temperatura se ha incrementado. El calentamiento producido por la radiación solar no se da 

de manera uniforme, así que hay zonas donde el aire se calienta más y otras donde permanece 

con temperaturas más bajas; en los lugares donde el aire es más frío, tiene una mayor 

densidad, mientras las masas de aire caliente, como ya lo dijimos, resultan menos densas. El 

aire fluye de las zonas donde existe mayor presión, a las zonas con menor presión (Andrades 

y Múñez, 2012).  

 

 

Ilustración 4. El gradiente de presión y el viento 

Recuperado de: La ciencia: ¿qué tan seguros estamos del fenómeno de cambio climático? 

¿Qué novedades hay? en “Iniciación a la meteorología agrícola” por Fuentes Yagüe 

(1990). 

 

A la fuerza que ocasiona el movimiento de las masas de aire desde las zonas con mayor 

presión a aquellas con menor presión, se le conoce como fuerza del gradiente de presión. 

Otras fuerzas que influyen estos movimientos son: la fuerza desviadora de la rotación de la 

tierra o fuerza de Coriolis; la aceleración centrípeta, y las fuerzas de rozamiento.  
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La fuerza de Coriolis hace alusión al efecto que, sobre las masas de aire tiene el movimiento 

de rotación de la tierra, el cual genera que aquellas corrientes que se mueven de forma 

horizontal se desvíen dependiendo del hemisferio en el que se encuentren ubicadas. La 

aceleración centrípeta se relaciona con un principio de la física que señala que todos los 

cuerpos que se mueven siguiendo una trayectoria curva (en este caso las masas de aire) se 

ven sometidos a una aceleración dirigida hacia su centro de rotación. Por último, las fuerzas 

de rozamiento son aquellas que influyen el movimiento de las corrientes de aire cuando en 

las zonas más bajas de la troposfera se da el contacto entre estas y la superficie terrestre 

(Barry y Chorley, 1972). 

Los vientos pueden clasificarse de acuerdo con el tamaño de su zona de influencia, existen 

vientos locales, y vientos globales. Dentro de la primera categoría se encuentran los vientos 

de valle y los de montaña. En el día las montañas se calientan antes que los valles, esto genera 

que las masas de aire alrededor eleven su temperatura y asciendan siendo reemplazadas por 

aquellas más frías, provenientes de los valles; en las noches ocurre el fenómeno contrario, 

las montañas se enfrían antes y el aire más fresco fluye entonces desde la montaña hacia el 

valle.  

Las brisas también son consideradas vientos locales, un ejemplo de estas son las costeras, 

este fenómeno se presenta gracias a que, en el día, la zona terrestre se calienta con mayor 

rapidez que la oceánica, ocasionando una pérdida de densidad en las masas de aire cercanas 

a la zona terrestre obligándoles a subir, dando paso a la llegada de una brisa fresca 

proveniente del mar, situación que se presenta de forma inversa en la noche (Seoáenz, 2002). 
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Ilustración 5.Brisa de montaña y de valle 

Recuperado de: El Viento en “Fundamentos de la Climatología” por Andrades y Múñez 

(2012) 

 

Por otra parte, los vientos globales hacen alusión a las grandes corrientes atmosféricas que 

recorren el planeta. El ecuador es la zona más caliente de la Tierra, mientras los polos son 

los lugares más fríos; dicha diferencia de temperaturas causa el movimiento de grandes masas 

de aire que fluyen del ecuador a los polos, distribuyendo la energía calórica alrededor del 

globo. Las masas de aire caliente del ecuador se elevan, dada la pérdida de presión, producto 

del aumento de la temperatura, y se dirigen hacia los polos; en su trayecto van cediendo la 

energía calórica con la que cuentan, hasta que finalmente se enfrían lo suficiente como para 

volver a adquirir la densidad necesaria para descender hasta situarse cerca de la superficie 

cambiando de dirección y dirigiéndose de nuevo hacia el Ecuador (Ruiz, 2012).  

Es posible diferenciar 3 zonas de vientos constantes a escala global. La primera de ellas   se 

produce entre el ecuador y los 30° en ambas Latitudes y es conocida como la Célula de 

Hadley. Desde el hemisferio norte, las masas de aire fresco que se mueven de regreso al 

ecuador soplan en sentido suroeste; mientras que aquellas provenientes del hemisferio sur lo 

hacen en sentido noroeste. En ambos casos, esta desviación hacia el oeste responde a la 

influencia ejercida por el movimiento de rotación del planeta o fuerza de Coriolis, a la que 

ya habíamos hecho mención con anterioridad. La segunda de estas zonas es conocida como 

la Célula de Ferrer, se encuentra ubicada entre los 30° y 60°, tanto en el hemisferio norte, 

como en el hemisferio sur; allí se producen los vientos del oeste que soplan hacia los centros 

de bajas presiones subpolares. Por último, encontramos la Célula Polar, la cual corresponde 

a las corrientes de viento ubicadas por encima de los 60° en ambos hemisferios (Seoáenz, 

2002).  
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El viento favorece la existencia de equilibrio térmico en el planeta, pues traslada el exceso 

de calor presente en el ecuador hacia los polos. Además, transporta la humedad, a través de 

la atmósfera, permitiendo, entre otras cosas, la presencia de lluvias en lugares donde existen 

bajos niveles de evaporación; también, participa de la dispersión de semillas.  Por estas y 

otras razones, resulta ser uno de los factores determinantes para la configuración de los 

diversos tipos de ecosistemas.  

Un ejemplo claro de la forma como la atmósfera se involucra en la conformación de los 

ecosistemas en el planeta es el caso de los desiertos. Cuando las masas de aire caliente en la 

célula de Hadley se elevan en el ecuador y se mueven en dirección a los polos, comienzan a 

enfriarse en el trayecto, generando la condensación de la humedad que traen consigo, lo que 

finalmente se traduce en precipitaciones. Una vez se han enfriado lo suficiente y se dirigen 

de regreso al Ecuador, estas corrientes de aire contienen un nivel de humedad mucho menor; 

situación que dificulta la generación de lluvias y crea las condiciones para la aparición de 

ecosistemas áridos (Ruiz, 2012).  El enfriamiento de estas corrientes de aire y su 

consecuencial cambio de rumbo ocurre cerca de los 30° en ambas latitudes, zona que coincide 

con la ubicación de grandes desiertos como el del Sahara en el hemisferio norte y el de 

atacama en el sur. 

Como podemos observar, uno de los elementos determinantes de la relación entre la 

atmósfera y el clima es la humedad; ¿quién no ha se ha asomado alguna vez por la ventana 

para observar el horizonte y arriesgarse a vaticinar si lloverá o no? El agua circula por los 

múltiples sistemas naturales que conforman el planeta siendo quizás una de las mayores 

evidencias de su permanente interacción. Asciende de la hidrósfera a la atmósfera en forma 

de vapor, y desciende nuevamente a la superficie terrestre en forma líquida o sólida (según 

las condiciones térmicas); además ingresa a los sistemas vivos, a través de la ingesta del 

líquido por parte de animales y plantas, donde una vez aprovechada es retornada para que 

continúe su trasegar. A este maravilloso periplo se le conoce como el ciclo del agua. 
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1.1.3. La atmósfera y los ciclos biogeoquímicos 

 

Hablemos un poco acerca de los elementos que integran el aire y cuáles son algunas de sus 

funciones al interior del sistema de vida que se desarrolla en nuestro planeta. El aire que 

compone la atmósfera terrestre está integrado principalmente por nitrógeno, el elemento más 

abundante con un 78% de concentración, oxígeno 21%, y argón 0.9%. Existen otros 

elementos, cuya presencia se da en concentraciones inferiores al 0.01% como neón, helio, 

metano, hidrógeno, y óxido nitroso; además de algunos de concentración variable como el 

vapor de agua, el ozono, y el dióxido de carbono (Godish, 2004).   

Cada uno de estos gases desempeña un papel relacionado con el complejo equilibrio que 

permite la existencia de vida en la Tierra. Sin duda, sería demasiado ambicioso pretender 

evacuar en este documento la descripción rigurosa del papel que cumple cada uno de ellos y 

su relación con los seres vivos. No obstante, un breve repaso en torno a las particularidades 

de los principales ciclos biogeoquímicos que involucran algunos de los elementos presentes 

en el aire nos permitirá una visión mucho más clara acerca de la interrelación entre la 

atmósfera y la vida. 

 

1.1.3.1. El ciclo del agua 

 

El vapor de agua presente en la atmósfera procede de la evaporación que se da en los cuerpos 

hídricos, su concentración en el aire es variable y se limita a la troposfera. Este compuesto 

circula constantemente al interior de la biosfera en el marco de lo que se conoce como el 

ciclo del agua y también es un importante gas de efecto invernadero dada su capacidad para 

absorber radiación.  

El volumen de vapor de agua en la parte baja de la troposfera varía entre el 0% y el 4%, 

dependiendo de factores como la condensación y de la precipitación. El nivel de agua en la 

atmósfera se calcula a partir de los parámetros de humedad absoluta y humedad relativa. La 

primera hace referencia a la masa de vapor de agua presente por unidad de volumen de aire, 

mientras que la segunda se entiende como el porcentaje de este mismo elemento en el aire a 

una determinada temperatura. Este último método de cuantificación responde a que, a mayor 
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temperatura el aire es capaz de albergar una mayor cantidad de agua en estado gaseoso, 

mientras a bajas temperaturas dicha capacidad se reduce (Godish, 2004). 

El ciclo del agua se caracteriza por contar con tres fases: la primera de ellas es la evaporación, 

la cual hace referencia al ascenso de agua a la atmósfera; proviene tanto, de aguas 

superficiales, como de la transpiración de las plantas. La siguiente fase es la de condensación, 

la cual se da como resultado del enfriamiento del vapor de agua y, por lo general, se produce 

alrededor de partículas microscópicas de elementos como polvo o sales, entre otros, 

conocidos como núcleos de condensación.  

Así, procesos que impliquen un descenso de temperatura sobre una masa de aire que contenga 

vapor de agua como, por ejemplo: el ascenso de una corriente de aire; la mezcla de masas de 

con temperaturas diferentes; el contacto con una superficie fría, pueden producir la 

condensación del agua presente en la atmósfera. Finalmente, la precipitación implica el 

descenso de aquellas partículas de agua que se han condensado, y se puede producir de forma 

líquida, mediante lloviznas, lluvias, o chubascos; como sólida, a través de nieve, o granizo 

(Andrades y Múñez, 2012). 

 

1.1.3.2. El ciclo del nitrógeno 

 

El nitrógeno (N2) es el elemento con mayor concentración en la atmósfera terrestre; sin 

embargo, la mayoría de los organismos vivos no son capaces de aprovecharlo de manera 

directa. Solo algunos seres conocidos como “fijadores de nitrógeno” son capaces de 

incorporar nitrógeno atmosférico a un componente químico utilizable por las plantas y los 

animales. 

Entre otras cosas, este elemento sirve como molécula precursora para la formación de nitrato 

particulado (NO3), el cual posibilita el proceso de síntesis de aminoácidos, clorofila, 

proteínas y ácidos nucleicos realizado por las plantas; el proceso mediante el cual el nitrógeno 

interactúa con la vida en el planeta se conoce como ciclo del nitrógeno. A grandes rasgos 

consiste en lo siguiente: el nitrógeno atmosférico llega hasta las células de los 

microorganismos fijadores de nitrógeno, una vez fijado pasa al suelo o a las plantas que se 
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encuentran en simbiosis con tales microorganismos; al morir, los seres vivos devuelven el 

nitrógeno fijado al suelo donde esté puede ser aprovechado por una nueva generación de 

plantas y animales, o descomponerse en nitrógeno elemental retornando a la atmósfera 

(Seoáenz, 2002). 

 

 

Ilustración 6. El ciclo del nitrógeno 

En el ciclo del nitrógeno, los procesos de amonificación, nitrificación y desnitrificación 

son realizados por bacterias y arqueas marinas. Recuperado de: Ciclos biogeoquímicos 

por OpenStax College (2018). Modificación de la obra de John M. Evans y Howard 

Perlman, USGS. 

 

1.1.3.3. El ciclo del oxígeno 

 

En la atmósfera primitiva, la presencia de oxígeno (O2) era marcadamente inferior a la que 

se presenta en la actualidad; por su parte, el vapor de agua y el gas carbónico abundaban. 

Con el paso del tiempo algunos seres vivos fueron aprendiendo poco a poco a hacer uso de 
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estos compuestos para producir carbohidratos a través del proceso de fotosíntesis; en el cual 

las plantas fijan el dióxido de carbono en presencia de luz (CO2) y liberan oxígeno como 

subproducto. Gracias a esta capacidad para alimentarse de un elemento abundante en su 

medio las plantas se reprodujeron con facilidad y rapidez. Así fue como el oxígeno cuya, 

presencia era marginal, pasó a representar el 21% de la atmósfera y, el gas carbónico se 

redujo hasta alcanzar la concentración actual de 0,03% (Wilches-Chaux, 2009). 

El oxígeno juega un papel determinante para la vida en el planeta tal y como la conocemos; 

ya que es consumido mediante la oxidación de moléculas orgánicas, especialmente, durante 

el proceso de respiración de los seres heterótrofos, quienes como subproducto expiran CO2 

a la atmósfera, el cual posteriormente es aprovechado por las plantas en el marco de la 

fotosíntesis (Seoáenz, 2002). Como podemos ver, al igual que en el caso del nitrógeno, se 

trata de un ciclo cuyo especial balance da cuenta de las complejas interacciones que permiten 

que la vida en la Tierra sea lo que es. 

 

1.1.3.4. El ciclo del carbono 

 

A diferencia del nitrógeno y el oxígeno, la concentración de carbono, principalmente, dióxido 

de carbono (CO2) en la atmósfera es relativamente baja: cercana al 0,037%; sin embargo, a 

pesar de su poca presencia en el aire, este elemento es sumamente importante. (Godish, 

2004). El CO2 es también un gas de efecto invernadero, es decir que gracias a su composición 

permite el paso de la radiación solar hacia la tierra, pero detiene la salida de calor en 

proporción a su nivel de concentración (Seoáenz, 2002). 

El ciclo del carbono consiste en la circulación de este elemento a través del suelo y su retorno 

a la atmósfera mediante los procesos de respiración y combustión (Seoáenz, 2002). Como 

veremos más adelante, este proceso ha sido notoriamente influido por el ser humano en el 

último tiempo, pues la combustión de hidrocarburos utilizada por éste como fuente principal 

de energía ha traído consigo una mayor liberación de CO2 al ambiente, al tiempo que la 

creciente deforestación reduce la capacidad de la vegetación para fijarlo, haciendo que su 

nivel de concentración en la atmósfera aumente. 



18 
 

 

 

Ilustración 7. El ciclo del carbono 

El ciclo del carbono se estudia con más facilidad como dos ciclos más pequeños 

interconectados: 1) Intercambio rápido de carbono entre los organismos vivos 2) Ciclo 

del carbono a través de los procesos geológicos a largo plazo. Recuperado de: Ciclos 

biogeoquímicos por Khan Academy (s.f). Modificación de la obra de John M. Evans y 

Howard Perlman, USGS. 

 

La relación existente entre la atmósfera y los demás sistemas que posibilitan la vida en el 

planeta es absoluta. Además, esta capa gaseosa nos protege de elementos externos nocivos, 

al tiempo que favorece la presencia de un clima propicio para nuestra existencia y es 

determinante para el desarrollo de los ciclos biogeoquímicos en los que se enmarca la 

permanente transferencia de energía entre los seres vivos y el ambiente. 

En el último tiempo, la interacción entre los múltiples sistemas que coexisten en el planeta 

ha venido siendo afectada por la acción del ser humano. En el caso de la atmósfera, la 

constante emisión de agentes contaminantes antropogénicos ha alterado su composición 

natural; situación que ha desembocado en la aparición de fenómenos como las lluvias ácidas, 

el cambio climático, entre otros. Se trata de eventos que ponen en riesgo la pervivencia de 
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las condiciones ambientales que posibilitan la vida en la Tierra. Este será el tema a tratar en 

lo que resta de este primer capítulo, la contaminación de la atmósfera y sus repercusiones 

sobre la biosfera.  

 

1.2. La Contaminación Atmosférica 

 

Existen diversas definiciones acerca de lo que debemos entender cuando hablamos sobre 

contaminación atmosférica. Para empezar, la Real Academia Española establece que 

contaminar consiste en “alterar nocivamente la pureza o las condiciones normales de una 

cosa o un medio por agentes químicos o físicos”, mientras que por su parte el Decreto 2811 

de 1974 mediante el cual se dicta el Código Nacional de Recursos Naturales Renovables y 

de Protección al Medio Ambiente, define la contaminación como: “la alteración del ambiente 

con sustancias o formas de energía puestas en él, por actividad humana o de la naturaleza, en 

cantidades, concentraciones o niveles capaces de interferir el bienestar y la salud de las 

personas, atentar contra la flora y la fauna, degradar la calidad del ambiente de los recursos 

de la nación o de los particulares”. Estas definiciones no se encuentran para nada alejadas de 

otras que podemos encontrar en la literatura especializada en la materia, y que hacen 

referencia directa al fenómeno de la contaminación del aire.  

Es posible diferenciar, al menos dos tendencias, entre los autores que abordan el asunto a la 

hora de definir qué es la contaminación atmosférica, o la contaminación del aire. La primera 

toma como punto de partida que existen unas condiciones normales de composición de la 

atmósfera; esto, a partir del acumulado científico que nos ha permitido establecer con un alto 

grado de certeza cuáles son los compuestos que conforman el aire y en qué cantidades se 

presentan. Siguiendo a la profesora Aurora Adame, diríamos que la contaminación del aire 

ocurre cuando los elementos que lo conforman sufren alteraciones o cuando se presentan 

sustancias extrañas en él (Adame Romero, 2010). En este sentido García y Varela plantean 

que la contaminación del aire consiste en la presencia de componentes químicos diferentes a 

los que constituyen su composición normal (García-Colín y Varela, 1996).  
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Por otra parte, la segunda tendencia define la contaminación atmosférica tomando como 

referencia los efectos que sobre los seres vivos y/o el ambiente puede causar la presencia en 

el aire de una u otra sustancia en determinadas cantidades. La Agencia para la Protección del 

Ambiente de los Estados Unidos, conocida como EPA, por sus siglas en inglés, define la 

contaminación del aire como la presencia de sustancias que interfieren con la salud y el 

bienestar humano, o produce otros efectos ambientales peligrosos. Por su parte, la normativa 

colombiana sobre calidad del aire, específicamente, el decreto 948 de 1995, actualmente 

compilado en el título 5 del Decreto 1076 de 2015 (decreto único del sector ambiental), señala 

que la contaminación atmosférica es el fenómeno de acumulación o de concentración de 

contaminantes en el aire, y define los contaminantes como: 

Fenómenos físicos, o sustancias, o elementos en estado sólido, líquido o gaseoso, 

causantes de efectos adversos en el medio ambiente, los recursos naturales renovables y 

la salud humana que solos, o en combinación, o como productos de reacción, se emiten 

al aire como resultado de actividades humanas, de causas naturales, o de una 

combinación de éstas. 

En el mismo sentido Maurizio Caselli (1992), plantea que la contaminación atmosférica 

corresponde a la acumulación en el aire de sustancias en concentraciones tales que provoquen 

daños provisionales o permanentes al ser humano, los animales, las plantas y los bienes. 

Como vemos, para el autor, no se trata de la introducción de elementos ajenos a la 

composición normal de la atmósfera o el cambio de las concentraciones de aquellos presentes 

en ella, sino del efecto que se pueda producir sobre los seres vivos y los bienes a partir de la 

presencia en el aire de una u otra sustancia en una determinada cantidad.  

Ambas perspectivas resultan valiosas a la hora de abordar el asunto de la contaminación del 

aire, y bien podría considerarlas complementarias, pues ninguna niega la existencia de la otra 

y, por el contrario, cada visión ofrece un punto de vista que enriquece la definición del 

concepto. Sin embargo, para los efectos de este trabajo entenderemos que el estándar a partir 

del cual se debe entender qué es contaminación, no son los efectos que sobre unos u otros 

seres vivos pudiera tener la presencia en la atmósfera de una determinada sustancia, sino su 

repercusión sobre la composición normal del aire. Como se dijo antes, a partir del acumulado 

de conocimiento científico sobre la materia se ha podido establecer con certeza cuáles son 

los gases que se encuentran presentes en el aire y sus respectivos niveles de concentración; 
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siguiendo entonces a Adame Romero (2010), diremos que la contaminación del aire ocurre 

cuando los elementos que lo conforman sufren alteraciones o cuando se presentan sustancias 

extrañas en él. Ahora bien, esto no quiere decir que desechemos del todo la idea de considerar 

los efectos que la contaminación tiene sobre algunas especies en especial, sino que estimamos 

este particular como una consecuencia del fenómeno antes descrito. 

 

1.2.1. Sobre la contaminación antropogénica 

 

De acuerdo con sus causas, la contaminación atmosférica puede clasificarse en dos grupos: 

por un lado, encontramos aquella que proviene de una fuente natural como; por ejemplo: las 

erupciones volcánicas, los incendios forestales; la descomposición de plantas y animales; las 

sustancias en fase gaseosa emitidas desde la superficie del suelo; la erosión; los óxidos de 

nitrógeno y el ozono que se produce como resultado de las tormentas eléctricas, entre otras 

(Godish, 2004). De otro lado, hallamos la que resulta de la acción humana, es decir, la 

contaminación antropogénica, que se encuentra ligada a la actividad industrial y, 

especialmente, al consumo de combustibles fósiles, el cual tiene por objeto la satisfacción de 

los cada vez mayores requerimientos energéticos del modelo productivo.  

La distinción entre la contaminación antropogénica y la de origen natural resulta importante 

para los efectos del presente trabajo, pues, aunque aquella que se genera a partir de sucesos 

que no son el resultado de la acción de nuestra especie como, por ejemplo, las erupciones 

volcánicas, o las tormentas eléctricas es capaz de producir serios efectos sobre la atmósfera, 

sus causas no son susceptibles de ser controladas por el ser humano. Mientras tanto, la 

contaminación antropogénica como su nombre bien lo indica tiene su origen en la actividad 

humana, y por lo tanto las acciones que la generan pueden ser reguladas a través del derecho.  

 

1.2.1.1. La contaminación antropogénica y la racionalidad dominante 

 

Sería ingenuo abordar el tema de la contaminación antropogénica de la atmósfera y no 

dedicar un instante a la reflexión sobre el modelo de pensamiento humano que ha propiciado 



22 
 

el surgimiento de esta problemática. Por lo tanto, antes de pasar al asunto de las emisiones 

contaminantes, las actividades humanas que las originan, y sus repercusiones, veamos un 

poco en qué consiste dicho modelo racional y por qué lo consideramos causa fundamental de 

la situación de degradación ambiental a la cual asistimos en la actualidad. 

Consideramos que existen dos elementos esenciales que caracterizan a esta racionalidad 

dominante: el primero de ellos es el antropocentrismo. Esta es una categoría que hace 

referencia a aquellas posturas que colocan al individuo de nuestra especie como eje de 

cualquier valoración. Bajo esta mirada, el ser humano es considerado esencialmente distinto 

a todo lo demás, condición que lo separa de su entorno generando un binomio, una dicotomía 

humano-naturaleza (Garrido, 2007).  

Esta corriente de pensamiento le concede al ser humano una posición privilegiada en la que 

se considera como el único sujeto de valor, en atención a su capacidad de comprenderse a sí 

mismo y al mundo que lo rodea; al tiempo que degrada a cualquier otro ser o elemento a la 

condición de objeto. En este contexto, el ser humano queda revestido de la potestad para 

determinar el valor de aquellos elementos que lo rodean atendiendo por lo general a criterios 

de utilidad (Gudynas, 2014). Así, el árbol pasa a apreciarse de acuerdo con la calidad y la 

cantidad de madera que es capaz de proveer; el pez por el peso de su carne; el lago por la 

cantidad de metros cúbicos que puede ceder al abastecimiento del acueducto; el suelo por los 

cultivos que es capaz de soportar; el subsuelo por los yacimientos que en él se puedan 

encontrar, ¿y el aire?  

De esta manera, surge una interpretación del ambiente acorde con los deseos y necesidades 

del individuo humano, produciendo que la naturaleza como categoría integradora resulte 

desarticulada, causando su fraccionamiento entre los múltiples elementos que la conforman 

(Gudynas, 2014). Tal y como lo señala Sánchez, la corriente antropocéntrica ha sido 

vinculada habitualmente con el surgimiento de la modernidad occidental y su propuesta de 

individualismo moral (Sánchez Supelano, 2012). De acuerdo con Lozano, la modernidad 

representó una ruptura entre la sociedad y las explicaciones sacralizadas del mundo, al tiempo 

que propició la debacle de aquellas visiones que solían establecer un estrecho vínculo entre 

el ser humano y su entorno (Lozano Acosta, 2009).  
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En ese mismo sentido, Françoise Ost (1996) señala que la modernidad trajo consigo la 

institución de la idea de una naturaleza objeto, apalancada por lo que él denomina la “crisis 

del vínculo”, situación que se presenta cuando el ser humano no es capaz ya de ver aquellas 

cosas que lo hacen parte de la naturaleza, lo vinculan, estrechamente, con los demás animales, 

y con el ambiente al cual pertenece. En esas condiciones, la naturaleza no puede ser 

considerada otra cosa más que un gran almacén repleto de recursos prestos a ser apropiados; 

desprovista de cualquier valor intrínseco; sometida al capricho del interés de su dueño, de su 

amo; calculada en cifras monetarias, sumada, restada, multiplicada y dividida, sobre todo 

dividida; escindida en recursos naturales, apropiables, transformables y por supuesto, 

comerciables. Aquella naturaleza, que antes fuera estimada sagrada por las sociedades 

occidentales premodernas, característica que aún hoy conserva para algunos pueblos nativos 

de América, pasó a ser un objeto de apropiación, fuente de recursos, y también un vertedero 

de residuos.   

Aquí entra al escenario el segundo elemento propio de esta racionalidad dominante a la cual 

ubicamos como causa esencial del deterioro del ambiente, el modelo productivo. El 

surgimiento del capitalismo propició la articulación efectiva entre el conocimiento científico 

impulsado por las ideas modernas y la producción de mercancías, a través de la tecnología. 

Allí, la naturaleza, escindida en recursos fue absorbida como objeto por el proceso 

económico, de tal manera que este empezó a determinar los ritmos de extracción de materias 

primas, las formas de utilización de los recursos y, por ende, los procesos de transformación 

del medio natural (Leff, 1998).  

De la mano de la revolución industrial, los ritmos de apropiación, transformación y 

comercialización se aceleraron ostensiblemente. La sociedad antropocéntrica, capitalista e 

industrializada, obsesionada con la idea de un crecimiento ilimitado avanzó a saco sobre la 

naturaleza convertida en recursos, avasallándola en el marco de un proceso económico 

orientado a maximizar en el corto plazo las ganancias privadas de los capitales invertidos 

(Mesa Cuadros, 2013). El aire contaminado; las islas de plástico en el océano; los ríos sin 

vida; el cambio climático; las selvas que se tornan pastales; pastales que se convierten en 

desiertos, etcétera; son el resultado de un modelo de producción, comercio, y consumo 
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ilimitado, y antinatural, construido sobre la base de la destrucción y la tendencia al exterminio 

de la misma naturaleza que posibilita su existencia. 

De igual forma, algunas visiones desde la ecología plantean que el deterioro ambiental a 

escala planetaria de la actualidad es la evidencia de una economía de mercado, que ha 

demostrado una incuestionable incapacidad para evitar la destrucción del ambiente 

(Segrelles, 2008). Asimismo, se ha indicado que la lógica de crear mayores niveles de riqueza 

y acumulación ha sobrepasado las condiciones de tolerancia del ambiente, y ha configurado 

un escenario en el cual el producto interno bruto de los países crece a la par de los niveles de 

contaminación ambiental (Tafani, Chiesa, Caminati y Gaspio, 2014).  

 

1.2.2. Emisiones grises, horizontes grises 

 

Siguiendo a Godish (2004), debemos decir que, en sentido histórico, este asunto de las 

emisiones antropogénicas tuvo su inicio en el momento en el que el ser humano descubrió la 

utilidad del fuego; el humo que se produce como resultado de la combustión incompleta de 

la madera sería entonces el primer contaminante lanzado por nuestra especie a la atmósfera 

terrestre. En el siglo XIV, la tala de bosques y el comienzo del uso del carbón como fuente 

de combustible en Europa occidental le dio una nueva dimensión al asunto de la 

contaminación del aire. Sin embargo, fue con la llegada de la revolución industrial que el 

problema se catapultó para posteriormente alcanzar las proporciones de las que somos 

testigos hoy en día. 

En la actualidad es posible dimensionar un poco el panorama del daño causado, a partir de la 

revisión de los principales fenómenos resultantes de las dinámicas de contaminación 

antropogénica de la atmósfera desplegadas a partir del siglo XV. En ciudades como Bogotá 

es reciente la imagen matutina de un horizonte gris, que solía ser azul. Pero, aunque en estas 

latitudes dicha percepción resulta novedosa, en otras partes del mundo hace parte del 

panorama cotidiano desde hace ya un buen tiempo.  

El smog, término procedente de Inglaterra que resulta de la combinación entre smoke y fog, 

palabras del inglés que significan humo y niebla respectivamente; fue el nombre que se le 
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otorgó al evento que empezó a presentarse en la ciudad de Londres cuando el humo 

proveniente de las grandes fábricas de la revolución industrial se mezcló con la niebla que 

naturalmente se posa cada tanto sobre dicha urbe, dando origen a un cóctel atmosférico letal 

que ha causado la muerte de algunas personas. 

El smog clásico, o tipo Londres, se presenta como resultado de la combinación de dos 

factores: un elevado nivel de emisiones contaminantes derivadas de la quema de 

combustibles fósiles, asociado a condiciones de importante presencia de humedad, crean el 

escenario para la acumulación de material particulado (PM) y óxidos de azufre (SOx). El aire 

en estas condiciones se torna tóxico causando una amplia gama de problemas respiratorios a 

los seres que entran en contacto él (Ruiz, 2012). Eso fue precisamente lo que ocurrió en la 

capital inglesa en varias ocasiones, siendo la gran niebla de 1952 el punto cumbre de los 

eventos de contaminación que se suscitaron en la ciudad en el transcurso de los siglos XIX y 

XX. 

El segundo tipo de smog es el fotoquímico, el cual tiene origen en la utilización de otros 

combustibles fósiles, con los que se alimentan los requerimientos energéticos del sector 

transporte y de las instalaciones industriales. Es el producto de la mezcla de óxidos de 

nitrógeno (NOx), compuestos orgánicos volátiles (COV), y radiación solar en la parte baja 

de la atmósfera. Como resultado de la interacción entre estos tres elementos se forman nitrato 

de peroxiacilo y ozono troposférico; los cuales, en ambientes húmedos permanecen en la 

parte baja de la atmósfera junto a otros agentes contaminantes, creando una neblina altamente 

tóxica. 

El del smog fotoquímico es un buen ejemplo para comprender lo que ocurre con algunos 

contaminantes una vez que son emitidos. Si bien, una porción regresa a la superficie como 

resultado de la fuerza de gravedad, o gracias a fenómenos meteorológicos como las lluvias. 

La mayor parte de estas sustancias, antes de retornar a la superficie del planeta, se integran a 

diversas cadenas de reacciones químicas que traen como resultado su transformación, incluso 

en sustancias completamente diferentes a las originalmente emitidas. Dicha transformación 

en general implica una ventaja cuando hablamos de contaminación, pues varias de estas 

sustancias altamente tóxicas terminan siendo menos perjudiciales gracias la existencia de 
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estos procesos (Caselli, 1992). Sin embargo, en algunos casos ocurre lo contrario, como en 

el caso de las sustancias que configuran el smog fotoquímico. 

Son múltiples y diversas las reacciones químicas que toman lugar en la atmósfera y que como 

resultado generan la transformación de las sustancias contaminantes que los seres humanos 

emitimos al aire. Algunas de estas sustancias son conocidas como oxidantes fotoquímicos y 

son el resultado de reacciones químicas donde intervienen los óxidos de nitrógeno (NOx), el 

oxígeno (O2), los hidrocarburos no metano (NHMC por sus siglas en inglés), y la luz solar. 

Dentro de los oxidantes fotoquímicos podemos encontrar al dióxido de nitrógeno (NO2), el 

PAN o peroxiacetilnitrato, y el ozono (O3), entre otros compuestos altamente tóxicos 

(Caselli, 1992). 

Vaya paradoja, el mismo ozono que ubicado en la estratósfera resulta ser nuestro escudo 

protector contra la radiación solar de onda corta permitiendo la existencia de vida en el 

planeta, en la troposfera es sumamente peligroso dado su elevado nivel de toxicidad. Es por 

esto que la contaminación por ozono troposférico se ha convertido en una de las mayores 

preocupaciones de los científicos y de los entes encargados de velar por la calidad del aire en 

algunos países del mundo, pues tiene efectos sumamente negativos sobre la salud de los seres 

vivos, y sus niveles de presencia en la troposfera han venido aumentado como consecuencia 

de la contaminación antropogénica del aire. 

El smog, en ambos casos, tiene como denominador común la acumulación de sustancias 

contaminantes en la atmósfera como resultado del uso de combustibles fósiles. Una de sus 

principales características es la pérdida de visibilidad, que para Godish resulta una de las más 

importantes repercusiones de la contaminación del aire en la atmósfera. Este fenómeno no se 

presenta únicamente en las ciudades, sino que tiene expresiones regionales como aquellas 

registradas en el medio oeste, el este y el sur de los Estados Unidos, a partir de mediados de 

la década de los 50’ del siglo pasado (Godish, 2004).  

En el caso citado, la reducción de la visibilidad en la región se debe principalmente a la 

importante cantidad de dióxido de azufre (SO2) que es emitido a la atmósfera por fuentes 

antropogénicas en la zona del Valle de Ohio, aunado a la ausencia de viento; además de una 

fuerte radiación solar y niveles elevados de humedad relativa, da origen a este fenómeno cuya 

escala es tal que es perfectamente visible desde los satélites que orbitan la tierra (Corfidi, 
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2013). El panorama en este sentido no resulta alentador, menos aun cuando se tiene en cuenta 

que lo anterior no es un fenómeno exclusivo de los Estados Unidos, sino que se han reportado 

situaciones similares en el sur de Asia y también en el Ártico. 

Por supuesto las repercusiones de la emisión de las varias sustancias contaminantes a las que 

hemos venido haciendo referencia no se limitan al problema de la visibilidad; cada uno de 

los contaminantes que arrojamos al aire tiene efectos sobre el bienestar de la naturaleza. Los 

seres vivos absorben los contaminantes que, en algún momento, han sido lanzados a la 

atmósfera a partir de tres vías: la respiración, el contacto directo, y/o la ingesta de alimentos. 

Tanto los vegetales, como los animales toman y acumulan en su sistema diversos elementos 

presentes en el entorno incluidos los contaminantes; cuando tal retención supera la capacidad 

de los organismos para asimilar estas sustancias puede provocar su intoxicación, o causarles 

daños, su gravedad dependerá de factores como el tipo de sustancia, el tipo de organismo, la 

dosis, y la resistencia de la especie, entre otros. 

Se conoce además que los efectos, a largo plazo, de una exposición prolongada a los 

contaminantes, sin importar que se encuentren en bajas concentraciones, generalmente, 

resultan más perjudiciales que una exposición corta en donde se presenten dosis mayores de 

polución; aún más, cuando existen sustancias cuyas repercusiones sobre los animales o 

plantas se manifiestan hasta después de varios años de haber entrado en contacto con ellos. 

Elementos como el ozono troposférico, los óxidos de nitrógeno (NOx) y los de azufre (SOx) 

son importantes precursores del fenómeno del smog; además, no solo representan un riesgo 

importante para la salud humana, sino que también son causantes de severas afectaciones a 

otros seres vivos, llegando a afectar ecosistemas enteros. En el caso de las plantas, a mediados 

del siglo XIX, en el continente europeo comenzaron a reportarse casos de reacciones 

fitotóxicas a sustancias como el dióxido de azufre (SO2), el cloruro de hidrógeno (HCI), o el 

ácido fluorhídrico (HF); por ejemplo, en el norte de América se han registrado graves daños 

en la vegetación, asociados a las emisiones de SO2 y metales pesados lanzados a la troposfera 

en forma de material particulado como residuo de procesos de fundición de elementos como 

cobre, zinc y níquel.  

Así entonces, los efectos de la contaminación del aire sobre las plantas pueden ir desde la 

clorosis (que se manifiesta con la pérdida del tono verde de las hojas como resultado de una 
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producción insuficiente de clorofila), pasando por la necrosis (muerte de células y tejidos), 

hasta llegar a causar la muerte de individuos y poblaciones enteras. La exposición al dióxido 

de azufre genera síntomas como la muerte del tejido interno de las hojas en especies vegetales 

de hoja ancha; esta necrosis se extiende desde la parte interna de la hoja hacia los bordes, 

dejando a su paso un tono que va de marfil a rojo para finalmente tornarse marrón.  

En el caso del ozono troposférico, la afectación se da sobre la zona superior de las hojas 

donde aparecen una suerte de manchas amarillas o blancas derivadas de la muerte de grupos 

de células ubicadas bajo la epidermis. Por ejemplo, en el este de los Estados Unidos, la 

contaminación por dióxido de azufre y ozono ha causado la aparición de una enfermedad que 

ha afectado gravemente la población de pinos blancos durante el último siglo; los individuos 

más jóvenes y sensibles desarrollan manchas cloróticas en sus hojas resultando tan afectados 

que mueren antes de los 15 años de edad aun cuando los seres de esta especie viven durante 

más de 400 años (Godish, 2004).  

Para el caso de los animales, a excepción del humano, la información de la que se dispone 

sobre los efectos de estas sustancias no es mucha; esto gracias a la priorización de iniciativas 

investigativas a partir de consideraciones ligadas a la rentabilidad económica de corto plazo, 

disponiendo de más datos a propósito de los efectos de la contaminación del aire sobre los 

animales domésticos que sobre el resto de la fauna. La información proveniente de estos 

estudios, a pesar de ser limitada, nos permite acercarnos un poco a las particularidades del 

fenómeno en cuestión, pues en el marco de estos ejercicios académicos se ha demostrado que 

los derivados del azufre especialmente el dióxido de azufre SO2, ocasionan efectos negativos 

directos en los pulmones de animales domésticos, como por ejemplo: gallinas, pollos, patos, 

ganado vacuno y conejos; mientras que sustancias oxidantes como el ozono o el PAN, causan 

irritación y perturbaciones en el aparato respiratorio de perros y gatos, y en fauna semi-

doméstica, como ratones y murciélagos (Seoáenz, 2002). 
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1.2.3. Todo lo que sube tiene que caer 

 

Los elementos que lanzamos a la atmósfera tienen la tendencia natural a regresar a la 

superficie terrestre por efecto de la gravedad; al fenómeno de su retorno se le conoce por el 

nombre de deposición y esta se define como la caída a la superficie de aquello que permanece 

en el aire. Existen deposiciones de varios tipos: ácidas, de nitrógeno, de mercurio, hasta de 

pesticidas, entre otras.  

Para efectos de este trabajo, nos centraremos en la deposición ácida, la cual hace referencia 

a lo que comúnmente conocemos como lluvia ácida. Sin embargo, el concepto se ha 

modificado un poco en los últimos años, gracias a nuevos hallazgos científicos que han 

concluido que, no solo las lluvias y nevadas arrojan material ácido en la superficie terrestre, 

sino que este tipo de sustancias se depositan en suelos y cuerpos de agua aun en ausencia de 

precipitaciones. Este fenómeno tiene su causa principal en la emisión de óxidos de azufre y 

nitrógeno que se da como resultado de la quema de combustibles fósiles, y que representa 

una amenaza para aquellos ecosistemas con una baja capacidad para neutralizar la acidez; es 

decir, aquellos cuya composición de suelos o aguas cuenta con bajos niveles de calcio o 

carbonato de magnesio (Godish, 2004).  

En la biosfera existe un permanente flujo de energía en diversas escalas; allí ocurren los 

ciclos de los elementos (agua, carbono, nitrógeno, oxígeno, etc.) a los que ya hicimos 

mención con anterioridad, pero también tiene lugar el intercambio de energía entre los seres 

vivos en el marco de lo que conocemos como las redes tróficas.  Estos eventos se entrelazan 

en el marco de interacciones altamente complejas que se ven influidas por la contaminación. 

Las sustancias que hacen parte de los ciclos biogeoquímicos son utilizadas por los seres vivos 

para satisfacer sus necesidades energéticas básicas, de tal forma que la contaminación o 

alteración de los elementos que hacen parte de dichos ciclos, inevitablemente, tendrá 

repercusiones sobre los factores bióticos y su interacción trófica. 

Los óxidos de nitrógeno, emitidos por fuentes antropogénicas desde la superficie terrestre, 

interactúan con las demás sustancias presentes en la atmósfera haciéndose partícipes de 

fenómenos como el smog y la destrucción del ozono estratosférico. Sin embargo, la atmósfera 

también tiene sus métodos para librarse de los contaminantes, entre ellos se encuentra la 
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lluvia; las precipitaciones son así, uno de los mecanismos más efectivos con los que cuenta 

la atmósfera para limpiarse, ya que por medio de estas elimina todos aquellos contaminantes 

que son susceptibles de disolverse en el agua.  

La lluvia regularmente posee un leve nivel de acidez, producido por la mezcla del CO2 

presente en la atmósfera con el agua produce ácido carbónico; no obstante, al hablar de lluvia 

ácida, no nos referimos a la condición descrita, sino a la presencia de niveles de acidez por 

encima de lo normal en las precipitaciones, que se dan como resultado de la inyección de 

contaminantes, principalmente, NOx y SOx de origen antropogénico en la troposfera (Ruiz, 

2012). 

La atmósfera generalmente se libera de estos excesos de acidez mediante la lluvia, 

trasladando el problema a otros sistemas; la hidrosfera y la litosfera absorben las deposiciones 

ácidas, sufriendo importantes repercusiones. Tanto los suelos como el agua reciben esta 

acidez y en algunos casos logran neutralizarla gracias a la presencia de elementos como el 

calcio o el carbonato de magnesio; pero cuando la concentración de estos elementos es baja, 

no sucede tal neutralización y, por el contrario, lo que ocurre es un proceso de acidificación 

que afecta gravemente a los seres vivos.  

Dicha acidificación causa problemas de enriquecimiento de nutrientes en los cuerpos de agua, 

como resultado del exceso de nitratos y fosfatos disponibles; generando así que la relación 

entre el nitrógeno y otros elementos como el fósforo, el silicio y el hierro se vea afectada 

trayendo como resultado la alteración del fitoplancton, la aparición de brotes de algas 

nocivos, o la estimulación de otros crecimientos vegetales, que al producir sombra sobre la 

superficie acuática originan la muerte de plantas subacuáticas. La anterior situación deriva 

en el agotamiento del oxígeno en el agua y finalmente termina por volver inhabitables las 

zonas más profundas para los animales y los vegetales acuáticos (EPA, 1999). 

Como hemos podido observar, la presencia de niveles de pH inferiores a los normales en los 

cuerpos de agua puede generar la desaparición de las especies que integran el espectro más 

básico de las redes tróficas, logrando que otros seres vivos que dependen de ellas también se 

vean afectadas y así sucesivamente. Tal es el caso de lo ocurrido en los lagos de las montañas 

Adirondack, en los Estados Unidos, donde cerca de 200 lagos carecen por completo de peces 

(Godish, 2004).  
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En el caso de la litosfera, las deposiciones ácidas deterioran las condiciones de fertilidad del 

suelo, causando problemas para el crecimiento de las plantas; a su vez, generan lesiones 

puntuales en los vegetales, entre las que se encuentran: la erosión de la superficie superior de 

las hojas, la clorosis, la necrosis y la vejez prematura. Otros contaminantes, como el flúor o 

el peroxiacetilnitrato (PAN) generan efectos adversos similares, pero cuentan con sus propias 

particularidades y grados de nocividad de acuerdo con el contexto en el que se presentan.  

La combinación entre las deposiciones ácidas y el ozono troposférico, uno de cuyos agentes 

precursores son también los óxidos de nitrógeno (NOx), presenta un contexto sumamente 

nocivo para la vegetación y para los ecosistemas en general. Estimaciones científicas señalan 

que cerca del 90% de los daños causados a los cultivos debido a la contaminación atmosférica 

en los EEUU responden a la presencia de ozono troposférico. Igualmente, el debilitamiento, 

e incluso la muerte, de las especies más vulnerables, como resultado del incremento en las 

concentraciones de sustancias contaminantes en el aire y la acidificación de los suelos en los 

bosques nativos es preocupante. 

Hablamos anteriormente del caso de los pinos blancos que habitan el este de EEUU, a este 

ejemplo podemos sumarle el de la pícea roja y el abies fraseri, en la misma región; pues estas 

especies de coníferas han sufrido bajas de hasta el 50% de su población durante las últimas 

décadas. De acuerdo con mediciones realizadas en las montañas de Nueva Inglaterra y 

Carolina del Norte, a mayor altura, el porcentaje de individuos enfermos y muertos aumenta; 

situación que coincide con que en los lugares altos donde se presenta este fenómeno, los 

niveles de acidez y la concentración de ozono son más elevados (Godish, 2004).  

La forma en la que se propagan los efectos de las deposiciones ácidas resulta ser  muy buen 

ejemplo de cómo la introducción de contaminantes a la atmósfera tiene repercusiones que 

involucran a varios de los sistemas que coexisten en la Tierra; una problemática que inicia 

con la emisión de contaminantes desde la litosfera, los cuales permanecen durante un tiempo 

en la atmósfera para luego ser depositados de nuevo en la superficie terrestre, afectando la 

composición química de los suelos y cuerpos de agua. Dicha situación desemboca en la 

perturbación de las redes tróficas integradas por los seres vivos que allí habitan, al punto de 

interferir con los ciclos naturales que hacen posible la vida; causando incluso la muerte de 

ecosistemas como en el citado caso de los lagos de las montañas Adirondack.  
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1.2.4. Lluvias cambiantes e islas de calor 

 

Como hemos observado, la influencia de la contaminación antropogénica sobre los 

fenómenos propios de la atmósfera es cada vez mayor; podrá sonar increíble, pero incluso 

los regímenes de las lluvias se ven influenciados por esta situación. La polución puede causar 

el incremento o, en ciertos casos, el decrecimiento de las precipitaciones en un determinado 

lugar. Recordemos que las nubes se forman a partir de la acumulación de agua alrededor de 

pequeñas partículas que se conocen como núcleos de condensación; tales núcleos no son otra 

cosa que material particulado presente en la atmósfera. Por ende, un aumento considerable 

en la concentración de material particulado en una determinada zona también trae consigo 

un incremento de la cantidad de núcleos de condensación disponibles.  

Existe una relación inversa entre la concentración de núcleos de condensación y el tamaño 

de las gotas de agua que se acumulan a su alrededor; en otras palabras, entre mayor sea la 

cantidad de núcleos de condensación disponibles, menor será entonces el tamaño de las gotas 

(Godish, 2004). Las gotas de mayor tamaño se aglomeran con mayor facilidad teniendo así 

mayor probabilidad de generar lluvias, mientras que las gotas pequeñas, a pesar de poder 

presentarse en mayores cantidades, gracias a su tamaño cuentan con una menor probabilidad 

de precipitarse. 

Así, la emisión de contaminantes a la atmósfera (en este caso material particulado), afecta 

los niveles de precipitación que se pueden presentar en un determinado lugar, haciendo que 

se incrementen, o incluso impidiendo que se den en caso de una muy alta concentración de 

núcleos de condensación. Valga la pena aclarar que lo anterior, si bien hace parte de las 

dinámicas que se han desencadenado como producto de la contaminación del aire, no debe 

confundirse con los trastornos propios del fenómeno global de cambio climático, al cual 

haremos referencia más adelante. 

Otro de los eventos que parecen ser producto del cambio climático, pero que en realidad tiene 

causas distintas, es lo que se conoce como la contaminación térmica del aire. Ocurre en las 

grandes urbes, donde se configuran “islas de calor”, fenómeno que se manifiesta en un 

incremento de la temperatura que puede ser de entre 1 y 2°C, o incluso llegar a alcanzar los 

5°C (Godish, 2004).  
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La contaminación térmica tiene tres causas fundamentales: la primera de ellas es la capacidad 

que tienen los materiales con los cuales están construidas las grandes ciudades para absorber 

calor y retenerlo; a diferencia de las áreas rurales, donde la vegetación no genera tal retención 

de energía calórica. La segunda causa, es la propagación de los residuos de calor provenientes 

de procesos que involucran el gasto de energía, por ejemplo, el transporte urbano en algunas 

ciudades. Finalmente, a las dos anteriores debemos sumar una reducida capacidad de 

ventilación con la que cuentan estos lugares, dada la existencia de edificaciones que 

dificultan el movimiento de las masas de aire. 

 

1.2.5. Quitando la capa y volviéndola a colocar 

 

Como ya se ha dicho, la capa de ozono cumple la importante función de proteger a la biosfera 

de los perjuicios que pueden causar las radiaciones ultravioleta provenientes del sol; su 

desaparición significaría el fin de la vida sobre la superficie terrestre por la acción de los 

rayos UV.  

A principios de la década de 1970 fueron reveladas varias teorías científicas que sugerían 

que la contaminación de la estratósfera por clorofluorocarbonos (CFC) y por óxidos de 

nitrógeno podría provocar el agotamiento de la capa protectora de ozono (Adame Romero, 

2010). Para finales del siglo pasado se descubrió que, de manera cíclica, cada año 

naturalmente se presenta una importante reducción de la concentración de ozono (O3) 

estratosférico en la región de la Antártida durante los meses donde se registran las más bajas 

temperaturas. Este fenómeno normal, empezó a verse influido por la acción de las emisiones 

contaminantes de origen humano, dando origen a lo que lo conocemos comúnmente como el 

agujero en la capa de ozono. La preocupación residía para entonces en que las mediciones 

mostraban un paulatino incremento del tamaño del agujero en esa región, evidenciando la 

existencia de un grave problema. 

Una de las más importantes sustancias agotadoras de ozono (SAO) se conoce como:  CFC; 

la cuestión con los CFC consiste en que la acción de la radiación UV separa el cloro de las 

moléculas de clorofluorocarbono y el átomo de cloro libre, al combinarse con las moléculas 
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de ozono en la estratósfera, ocasiona la destrucción de estas últimas. Se estima que un átomo 

de cloro puede eliminar hasta cien mil moléculas de ozono antes de ser neutralizado por la 

interacción con otros elementos (Ministerio de Ambiente, vivienda y desarrollo territorial, 

2003).  

Además de los CFC, los halones de estructura semejante, con contenido de cloro o bromo, y 

los óxidos de nitrógeno también son sustancias que afectan la ozonosfera. El bromo es 

considerado 40 veces más activo que el cloro en su efecto adverso a la capa de ozono; razón 

por la cual es el elemento más riesgoso para él O3 entre aquellos que actualmente son 

liberados a la atmósfera, como producto de la actividad humana (Seoáenz, 2002). 

Las posibles consecuencias de una eventual reducción de la capa de ozono son variadas, pero 

todas están relacionadas con la entrada de un mayor porcentaje de radiación ultravioleta 

dañina a la superficie terrestre. A manera de ejemplo podríamos mencionar que algunos de 

los efectos comprobados de la radiación perjudicial sobre los vegetales incluyen daños en el 

ADN, el metabolismo, la fotosíntesis y la reproducción de las plantas, y que en el caso de los 

seres humanos está demostrada la correlación entre las lesiones cutáneas, oculares o el cáncer 

de piel y la exposición a los rayos UV (Seoáenz, 2002).  

En el siglo XX La situación generada por la emisión de contaminantes originados en 

actividades humanas que propició la destrucción del ozono estratosférico logró que, para 

1985, se acordara el Convenio de Viena para la protección de la capa de ozono; dicho tratado 

significó el inicio de la cooperación internacional para hacer frente a la problemática. El 

complemento vino con la adopción del Protocolo de Montreal en 1987 que abordó el tema 

puntual del control a las SAO, y que fue modificado en varias ocasiones gracias a los 

resultados cada vez más concluyentes de las investigaciones científicas; los cuales alertaban 

sobre la gravedad de la situación y advertían la necesidad de la toma de medidas mucho más 

severas que las que se consideraron adecuadas en un principio con relación a la disminución 

de la producción y el consumo de SAO a nivel mundial (PNUMA, 2010).   
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Ilustración 8. El agujero en la capa de ozono 

Esta serie de imágenes muestra el tamaño y la forma del agujero de ozono cada año desde 

1980 hasta 2017. Las áreas rojas y amarillas indican el agujero de ozono. Recuperado de: 

Mundo del cambio: Agujero de ozono antártico por NASA Earth Observatory (s.f). 

 

Esta experiencia internacional pareciera marchar hacia el éxito, pues afortunadamente en la 

actualidad, de acuerdo con las mediciones realizadas para determinar el estado de la capa de 

ozono, el tamaño del agujero parece ir en descenso año a año; además, de acuerdo con 

estimaciones científicas se espera que esta tendencia continúe y se acentúe en la medida en 

la que se cumplan los compromisos internacionales adquiridos por los Estados con relación 

a la disminución de emisiones de sustancias agotadoras de ozono SAO (Solomon et al., 

2016). Algunos cálculos realizados por expertos en la materia señalan que para la mitad de 

este siglo la capa de ozono se recuperará al punto de retornar a las condiciones que la 

caracterizaban a principios de la década de los 80’ del siglo pasado (NASA, s.f). 

 

1.2.6.  Cambia, ¿todo cambia? 

 

A lo largo de la historia de la tierra, el clima ha sido variable por diversas causas de origen 

natural, desembocando en que el entorno térmico en la biosfera haya cambiado varias veces. 

La variabilidad es una de las características principales del clima; sin embargo, a diferencia 
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de los anteriores, el rápido proceso de cambio climático que enfrentamos hoy es de origen 

antrópico, así lo indica el Grupo Intergubernamental de Expertos en Cambio Climático (IPCC 

por sus siglas en idioma inglés), entidad internacional encargada de evaluar y hacer 

seguimiento a esta situación. Esta institución creada por la ONU, específicamente por el 

Programa de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente (PNUMA), en su informe síntesis 

sobre el cambio climático del año 2014, señaló: 

La influencia humana en el sistema climático es clara, y las emisiones antropógenas 

recientes de gases de efecto invernadero son las más altas de la historia. Los cambios 

climáticos recientes han tenido impactos generalizados en los sistemas humanos y 

naturales… El calentamiento en el sistema climático es inequívoco, y desde la 

década de 1950 muchos de los cambios observados no han tenido precedentes en los 

últimos decenios a milenios. La atmósfera y el océano se han calentado, los 

volúmenes de nieve y hielo han disminuido y el nivel del mar se ha elevado (IPCC, 

2014; p. 2). 

La situación actual es el resultado del aumento en la concentración de gases de efecto 

invernadero en la atmósfera, los cuales absorben una mayor cantidad de la radiación que se 

refleja desde el planeta, originando el aumento de la temperatura media. Como ya lo dijimos, 

anteriormente, si no fuese por el efecto invernadero que se da de forma natural, la temperatura 

media de la tierra oscilaría alrededor de los -15°C, configurando un entorno desfavorable en 

su totalidad para la vida; así que el problema no radica en la existencia de este fenómeno, 

sino en su exacerbación a partir de las emisiones antropogénicas. El reciente incremento de 

la concentración de gases de efecto invernadero en la atmósfera ha traído consigo un cambio 

en las dinámicas climáticas del planeta que afecta el equilibrio ambiental. 

Entre los gases de efecto invernadero se encuentran: el metano, los óxidos de nitrógeno, el 

vapor de agua, y el dióxido de carbono; éste último es el mayor responsable de la situación 

actual. El aumento de la concentración de este compuesto en la atmósfera ha pasado de un 

promedio de 0.027% en la era preindustrial, a uno de 0.039% en la actualidad, e incluso se 

estima que alcanzará una concentración de 0.1% para finales del siglo XXI, llegando así a 

niveles que exceden los que se han presentado durante los últimos 20 millones de años 

(Bloom, 2010).  
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Además del incremento de los gases de efecto invernadero, la intervención humana sobre el 

ciclo del carbono incluye también el fenómeno de deforestación y, aunque a simple vista no 

pareciera evidente la relación entre el cambio climático y la deforestación, la hay. La tala de 

especies vegetales, que ha traído consigo la desaparición de bosques enteros, impacta la 

capacidad de captación de CO2 de la biosfera; las plantas que antes consumían grandes 

cantidades de este elemento para llevar a cabo el proceso de fotosíntesis, ahora ya no están 

ahí para hacerlo.  

Las potenciales consecuencias del cambio climático son varias, pero entre las más 

importantes podemos resaltar la modificación de la dinámica de las precipitaciones; el 

retroceso de los glaciares; el consecuencial aumento del nivel del océano; la extinción de 

especies adaptadas a entornos cuya rápida transformación terminaría por dificultar su 

sobrevivencia; la desertificación de algunas zonas, y, por supuesto, la pérdida de 

productividad agrícola en varias partes del mundo. (Rodríguez, Mance, Rey, y Arbeláez, 

2015).  

Las predicciones son alarmantes, pero no se trata solo de pronósticos; la actualidad nos indica 

que esas posibles consecuencias son, en muchos casos una realidad. Estamos realizando la 

emisión de una gran cantidad de sustancias contaminantes a la atmósfera superando la 

capacidad de resiliencia de los sistemas que integran el planeta y, si bien los principales 

responsables de esta circunstancia son los países que denominamos “desarrollados”, los 

esfuerzos tendientes a la solución (adaptación y mitigación) deben ser de las proporciones 

mismas del problema, es decir, globales.  

 

1.3. Colombia y la Contaminación de la Atmósfera 

 

En esta sección se abordará un panorama de la contaminación del aire en Colombia, a partir 

de tres ejes que, a nuestro juicio, evidencian la dimensión actual de esta problemática en el 

país. En primera instancia veremos de qué manera influye la dinámica del cambio climático 

en el territorio nacional; posteriormente, nos adentraremos en el tema de la polución 
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atmosférica urbana, y finalmente veremos cómo se relacionan el modelo económico 

extractivista (haciendo énfasis en la minería) y la contaminación del aire.  

Somos conscientes de las enormes dimensiones del asunto, por lo tanto, no pretendemos aquí 

realizar una revisión completa sobre la contaminación atmosférica en este territorio; el interés 

se centra en generar una aproximación al tema que le permita al lector hacerse a una idea del 

estado de cosas actual en el ámbito local con relación a esta materia que le permita 

comprender su importancia y la necesidad de emprender acciones en todos los espacios de la 

vida nacional para hacer frente a los retos que nos plantea.  

 

1.3.1. Colombia frente al cambio climático 

 

De acuerdo con las cifras consignadas en la Base de Datos de Emisiones para la Investigación 

Atmosférica Global (EDGAR) de la Unión Europea, para el año 2015, Colombia emitió 

alrededor de ochenta mil kilotoneladas de CO2 a la atmósfera y, aunque la cifra suena 

elevada, no se compara con las casi diez millones lanzadas al aire por China o las cerca de 5 

millones correspondientes a los Estados Unidos (EDGAR, 2017). Claramente no nos 

encontramos dentro del grupo de los países que más emiten CO2 a la atmósfera; sin embargo, 

sí estamos expuestos de forma importante a los efectos del cambio inducido por la actividad 

humana en la dinámica climática del planeta.  

De acuerdo con cifras del Departamento Nacional de Planeación (DNP), existe una tendencia 

al aumento de los eventos hidrometeorológicos en el país; dicha institución señala que de 

2010 a 2013, el número de este tipo de eventos fue de 8.504, lo que significa un incremento 

de 2,6 veces con relación a los registrados en el periodo de 2006 a 2009 (Rodríguez, Mance, 

Rey y Arbeláez, 2015). 

Colombia cuenta con una ubicación geográfica privilegiada, pues al encontrarse en la región 

del ecuador presenta temperaturas constantes a lo largo del año; a pesar de representar una 

ventaja, también se convierte en una importante desventaja a la hora de enfrentar las 

incidencias resultantes del cambio climático. Los ecosistemas de esta zona del mundo son 

altamente susceptibles a pequeñas variaciones de la temperatura promedio, ya que no están 
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adaptados para resistir este tipo de modificaciones como sí lo están aquellos que se ubican 

en otras latitudes, cuya fauna y flora se adecuan cada año a las diferentes estaciones 

(Rodríguez, Mance, Rey, y Arbeláez, 2015). 

Eventos de lluvia extremos que causan inundaciones, o temporadas de sequía más extensas 

de lo normal que generan fuertes impactos en el ambiente han empezado a presentarse cada 

vez con más frecuencia. Situaciones como la registrada durante el fenómeno de la niña en el 

año 2011, cuando las inundaciones, a nivel nacional, causaron diversas situaciones de 

emergencia (Euscátegui y Hurtado, 2011), evidencian la vulnerabilidad del país frente a las 

transformaciones propiciadas por el fenómeno de cambio climático; en esa ocasión, las 

pérdidas económicas ascendieron a 11 billones de pesos, cifra que corresponde al 2,2% del 

PIB. 

El profesor Gustavo Wilches-Chaux (2009) presenta tres conceptos a partir de los cuales 

resulta más sencillo comprender los efectos del cambio climático en países como Colombia: 

techo, aguaceros y goteras. El primero, hace alusión al territorio entendido como el resultado 

dinámico de la interacción entre la naturaleza y la cultura; los aguaceros son aquellos eventos 

potencialmente riesgosos para el techo que pueden tener lugar como resultado del cambio 

climático, o de fenómenos como el del niño y la niña; las goteras hacen referencia a las 

condiciones de vulnerabilidad del techo. Así, un techo lleno de goteras es mucho más 

susceptible a la ocurrencia de desastres como resultado de un aguacero, que aquel que se 

encuentra en buenas condiciones. 

El cambio climático hace que los aguaceros sean cada vez más fuertes; además, en Colombia 

las goteras parecen incrementarse día a día. La falta de una organización de los asentamientos 

humanos acorde con las condiciones ambientales de su entorno y de la creciente 

deforestación, son los principales factores generadores de goteras en este territorio; lo cual 

ha desembocado en eventos desafortunados, como por ejemplo en la ciudad de Mocoa, en el 

año 2017, cuando se conjugaron fuertes aguaceros, e importantes goteras, dando lugar al 

desastre que ocasionó la muerte de más de 200 personas.  

Ante la evidente necesidad de tomar medidas, tanto para contribuir con la mitigación, como 

para lograr una efectiva adaptación al cambio climático, en el país se han venido adoptado 

una serie de instrumentos normativos a partir de los cuales se pretende hacer frente a esta 
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problemática. Hace ya más de 20 años, mediante la Ley 164 de 1994 se acogió la Convención 

Marco de las Naciones Unidas Sobre el Cambio Climático y, posteriormente, a través de la 

ley 629 del 2000 se ratificó el Protocolo de Kyoto. Diez años después fue expedido el 

CONPES 3700 de 2011, en el marco del cual se reconoce que el creciente riesgo de enfrentar 

serios impactos por este fenómeno requiere el desarrollo urgente de estrategias adecuadas 

que preparen a Colombia para afrontar los retos que el cambio climático le impone y para 

que se sume a las iniciativas internacionales de reducción de emisiones de GEI.  

A partir de entonces, surgen una serie de políticas públicas como por ejemplo: la Estrategia 

Colombiana de Desarrollo Bajo en Carbono, encaminada a desligar el crecimiento 

económico del país de la emisión de gases de efecto invernadero; el Plan Nacional de 

Adaptación al Cambio Climático, y la Estrategia Nacional de Reducción de Emisiones por 

Deforestación y Degradación de Bosques, que se constituyen como la base para desarrollar 

la Política Nacional de Cambio Climático (García Arbeláez, Vallejo, Higgings, y Escobar, 

2016).  

Con la llegada de la edición número 21 de la Conferencia de las Partes, de la Convención 

Marco de las Naciones Unidas Sobre el Cambio Climático, llevada a cabo en la ciudad de 

París, en el año 2015; Colombia asumió unos compromisos concretos de mitigación y 

adaptación enmarcados en la pretensión global de limitar el aumento de la temperatura en el 

planeta por debajo de los 2°C. El compromiso fundamental en cuanto a la mitigación consiste 

en reducir en un 20% las emisiones de gases de efecto invernadero proyectadas para el año 

2030. Con relación a la adaptación, la protección de los ecosistemas a través del aumento de 

la cobertura de las áreas protegidas; la delimitación de los 36 complejos de páramos con los 

que cuenta el país; el fortalecimiento de la estrategia de educación sobre la problemática en 

cuestión, y la creación de planes de cambio climático en el 100% del territorio nacional son 

algunos de los puntos más relevantes (García Arbeláez, Vallejo, Higgings, y Escobar, 2016).  

A pesar de lo anterior, las medidas normativas y de política pública esbozadas, contrastan 

con las cifras de deforestación y la ocurrencia de eventos desastrosos que son prueba 

incontrovertible de la vulnerabilidad del país. Las goteras parecen seguir aumentando, y 

mientras las iniciativas de transformación y los compromisos se reduzcan a consignar en el 
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papel nuestros buenos deseos, seguiremos enfrentándonos a un escenario desfavorable con 

relación a los retos que nos presenta el cambio climático. 

 

1.3.2. La contaminación del aire en las zonas urbanas 

 

De acuerdo con cifras entregadas por el Departamento Nacional de Planeación, en 2015 se 

presentaron más de 10.527 muertes humanas atribuibles a la contaminación urbana del aire. 

Además, los costos en salud asociados a esta problemática para ese mismo periodo fueron de 

15,4 billones de pesos (DNP, 2018); dicha cifra alude principalmente a los gastos 

relacionados con tratamiento de enfermedades relacionadas, como lo son el cáncer, asma y 

bronquitis crónica, entre otras. Esta situación constituye una problemática de gran magnitud, 

que no solo se traduce en un gasto anual equivalente a casi el 2% del PIB colombiano, sino 

que implica la muerte de una gran cantidad de personas, situación que evidencia la violación 

del derecho al aire limpio. 

La información que se tiene en Colombia acerca de los niveles de contaminación del aire 

proviene principalmente del monitoreo realizado a partir del Subsistema de Información 

Sobre Calidad del Aire (SISAIRE), que, a su vez, forma parte del Sistema de Información 

Ambiental de Colombia (SIAC). El SISAIRE es administrado por el Instituto de Hidrología 

y Meteorología y Estudios Ambientales (IDEAM), adscrito al Ministerio de Ambiente y 

Desarrollo Sostenible de Colombia (MADS).  

Se trata de una red de información que cuenta con 21 Sistemas de Vigilancia de la Calidad 

del Aire (SVCA) distribuidos por el país, administrados por las Corporaciones Autónomas 

Regionales y por las autoridades ambientales en las grandes ciudades. La mayoría de las 

estaciones que integran dichos sistemas están ubicadas en la región Andina y en los 

departamentos del Cesar, Magdalena y la Guajira. Por su parte los departamentos que 

integran la región de la Orinoquia, la Amazonia y el Chocó carecen de estaciones de 

monitoreo. Lo anterior tendría su explicación en que las zonas con baja densidad de población 

humana, rara vez cuentan con niveles importantes de contaminación atmosférica de origen 

antropogénico, aunque existen excepciones como veremos más adelante.  
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El SISAIRE realizó, hasta 2017, el monitoreo de 7 contaminantes tomados por la legislación 

colombiana como criterio para establecer la calidad del aire en el país con base en los estudios 

científicos que han demostrado los potenciales efectos negativos de estas sustancias para la 

salud humana. Tales contaminantes son: Partículas suspendidas totales (PST), material 

particulado de tamaño menor a 10 micras (PM 10), material particulado de tamaño menor a 

2,5 micras (PM 2,5), ozono (O3), dióxido de nitrógeno (NO2), monóxido de carbono (CO) y 

dióxido de azufre (SO2). Estos son los límites máximos establecidos mediante la resolución 

610 de 2010 del Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, para la concentración de 

estas sustancias en la atmósfera: 

 

Tabla 1. Niveles máximos de concentración de contaminantes 

permitidos según la resolución 610 de 2010. 

 

 

Recuperado de: “Ozono, proteger la capa de ozono es proteger la 

vida” del Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible (2010). 

 

Es innegable que la capacidad de las instituciones encargadas de monitorear la contaminación 

atmosférica en el país ha ido mejorando en los últimos años. Sin embargo, en su más reciente 

informe sobre la calidad del aire en Colombia, el IDEAM (2016) señala que los datos 

suministrados por algunos de los 21 SVCA revisten baja confiabilidad debido a factores 

como: la falta de recursos para el mantenimiento de los dispositivos; la ausencia de control 

efectivo de la calidad de los datos recogidos; los siniestros causados por factores naturales y 
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humanos; las fallas constantes en el suministro de energía eléctrica y la insuficiencia de 

personal para la operación de los instrumentos. Esta situación pone evidencia que se cuenta 

con serias dificultades para realizar una medición adecuada a los niveles de precisión que se 

requieren para obtener información más completa y confiable sobre el estado actual con 

relación a la contaminación del aire en Colombia.  

A pesar de las dificultades esbozadas, y gracias al empeño de los funcionarios encargados de 

sistematizar los datos provenientes de las regiones, el IDEAM, ha realizado la entrega de 2 

informes sobre la calidad del aire en Colombia; el primero de ellos da cuenta del periodo 

2007-2010; el segundo es más reciente y presenta los resultados de las mediciones realizadas 

entre los años 2011 a 2015.  A partir de los datos consignados en dichos informes se puede 

esbozar a grandes rasgos el estado actual del fenómeno de contaminación atmosférica en el 

país. 

Dentro de los contaminantes, criterio consignados en la norma nacional sobre calidad del 

aire, es posible distinguir entre dos grupos; el primero, constituido por sustancias en fase 

gaseosa, y el segundo, integrado por el material particulado. Son 4 las sustancias en fase 

gaseosa que son objeto de monitoreo por parte del SISAIRE: el ozono (O3), el dióxido de 

nitrógeno (NO2), el monóxido de carbono (CO) y el dióxido de azufre (SO2). Dichas 

sustancias fueron consideradas como contaminantes debido a su probada capacidad de causar 

daños a la salud humana; no solo en el ámbito nacional, sino a nivel general.   

De acuerdo con lo registrado por el IDEAM en el informe correspondiente al periodo 2011 - 

2015 se presentaron excedencias de los límites establecidos para la concentración de ozono 

en ciudades como Bogotá, Cali, Bucaramanga y Medellín. Las estaciones que registraron el 

mayor número de días donde se presentaron niveles de concentración por encima de los 

máximos establecidos corresponden a la ciudad de Cali, donde en el año 2015, más de 200 

días del año se superó el límite reglamentario.  

El informe en cuestión también señala una tendencia al aumento en las concentraciones de 

este contaminante en las ciudades de Bogotá y Medellín, y aclara que es factible la existencia 

de excedencias en otras partes del país, pero no es posible establecerlas dada la ausencia de 

equipos adecuados para su medición; pues únicamente 6 de los 21 SVCA del país cuentan 
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con la tecnología para el monitoreo de O3. Recordemos que el ozono en la troposfera es un 

contaminante que representa un alto riesgo para la salud de los seres vivos en general.  

Para el caso de monóxido de carbono (CO), de acuerdo con los registros no se presentaron 

excedencias de los límites establecidos en ninguna de las estaciones de monitoreo con 

capacidad instalada para el seguimiento de dicho gas. Así mismo ocurrió en el caso del 

dióxido de azufre (SO2); situación no muy distinta a la reportada con relación al dióxido de 

nitrógeno (NO2), el cual reportó concentraciones horarias superiores al límite en un par de 

ocasiones en 2014 y 2015 según la información recolectada por estaciones ubicadas en la 

ciudad de Medellín. Si nos atenemos a lo señalado, en el citado informe, estos tres gases no 

presentan, al menos por ahora, niveles de concentración que representen un riesgo para el 

bienestar ambiental.  

La información, acopiada por los SVCA, es útil para generar una idea sobre el estado de la 

contaminación atmosférica en las ciudades colombianas, sin embargo, es necesario aclarar 

que con relación a las sustancias en fase gaseosa elegidas como criterio por la normativa 

interna, hace falta que los datos a partir de los cuales se realiza el estudio sean más completos 

y, en algunos casos, de mayor calidad; lo anterior con el fin de obtener un panorama cada 

vez más cercano a la realidad del asunto. Más completos, pues en todos los casos estos 

contaminantes no son monitoreados por más de 7 de los 21 SVCA instalados en el país, y de 

mayor calidad en atención a lo comentado más arriba sobre la baja confiabilidad de los datos 

suministrados por algunos de estos sistemas. 

Por su parte, el material particulado (PM10, PM2.5 y PST) es el contaminante atmosférico 

más monitoreado en Colombia; el 80% de los SVCA se encuentran equipados para realizar 

la medición de la concentración de PM10 en el aire, mientras el 21% están en capacidad de 

medir los niveles de PM2.5. Entre los años 2011 y 2015, en varios lugares del país, se 

sobrepasaron los niveles máximos de concentración contemplados en la normativa ambiental 

para este elemento; tales excesos se reportaron principalmente en áreas urbanas como la 

ciudad de Bogotá, el Área Metropolitana del Valle de Aburrá, Bucaramanga y Santa Marta. 

Allí figuran como principales aportantes a la problemática las actividades relacionadas con 

el transporte urbano asociado al uso de combustibles fósiles. 
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Puntualmente, frente al PST se reportaron excedencias de los límites anuales y diarios en 

varias ciudades del país para el periodo 2011-2015, especialmente, en la ciudad de Bogotá. 

El sobrepaso de los límites de PST concuerda con lo reportado para PM10 y PM2.5, dicha 

concordancia se debe a que la medición de estos últimos corresponde también a material 

particulado, pero de menor tamaño. En la actualidad, el énfasis en el control de las 

concentraciones de este contaminante ha virado decididamente hacia el material particulado 

de menor tamaño dada su mayor capacidad de afectar la salud humana; razón por la cual, la 

medición de PST ha pasado a un segundo plano (IDEAM, 2016). 

Dentro de la familia de material particulado, el PM10 es el más monitoreado, como ya se 

dijo, un 80% de los sistemas de medición aportan datos sobre este compuesto al SISAIRE. 

En varias de las estaciones de monitoreo se superó el promedio anual permitido de material 

particulado de tamaño menor a 10 micras; algunos de los casos más representativos tuvieron 

lugar en las grandes ciudades como: Bogotá, Medellín, Bucaramanga, Cali y Santa Marta. 

 

 

Ilustración 9. Concentraciones de PM 10. 

Concentraciones promedio anuales de PM10 en 2015 para las estaciones de los SVCA de 

Colombia que tienen una representatividad temporal igual o superior a 75%. Recuperado 

de: Informe del Estado de la Calidad del Aire en Colombia 2011-2015 por IDEAM 

(2016) 
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Como vemos en la gráfica, en el año 2015 se reportaron excedencias de los límites máximos 

establecidos para la concentración anual de PM 10 en varias estaciones de monitoreo 

ubicadas en diversas zonas del país. En algunos casos, como el de la estación Carvajal-

Sevillana, situada en Bogotá, la concentración de este contaminante se acercó al doble de la 

permitida de acuerdo con la norma entonces vigente. La situación no es muy distinta en el 

caso de las concentraciones diarias, si observamos la siguiente gráfica, veremos que las 

excedencias se registraron casi que en las mismas estaciones de monitoreo donde se superó 

la concentración promedio anual. 

 

 

Ilustración 10. Excedencias de PM10 

Número de días que exceden el límite máximo permisible de 100 µg/m3 de PM10 en un 

tiempo de exposición diario, establecido de acuerdo con la Resolución 610 de 2010, para 

los SVCA de Colombia en el año 2015. Recuperado de: Informe del Estado de la Calidad 

del Aire en Colombia 2011-2015 por IDEAM (2016). 

 

En algunas de estas ciudades se han realizado estudios que dan cuenta del impacto que tiene 

esta clase de contaminación sobre la salud humana. En Bogotá, por ejemplo, un estudio 

demostró que a medida que aumenta la presencia de PM10 en el ambiente en zonas 

específicas de la ciudad, se presentan mayores casos de menores de 5 años con síntomas 
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como tos, fiebre, silbidos y dolor de cabeza (Hernández y otros, 2012). Mientras tanto, un 

estudio similar realizado en Medellín señala que desde hace 27 años se ha venido presentando 

un aumento de la mortalidad por enfermedades respiratorias crónicas y cáncer de pulmón 

como resultado de los niveles de concentración de PM10 en el aire de la ciudad (Bolívar y 

Jaramillo, 2012). 

Asimismo, las mediciones asociadas a PM2.5 muestran un comportamiento similar a los de 

las demás mediciones de material particulado; las concentraciones más altas en zonas urbanas 

se ubican en el Valle de Aburrá y en el suroccidente de la ciudad de Bogotá. La cifra de 

monitoreo del material particulado menor a 2.5 micras es aún bastante baja. Debemos 

reconocer que la capacidad del SISAIRE para medir estas partículas ha mejorado en los 

últimos años, pasando de un monitoreo del 11% en 2010, a uno del 21% en la actualidad; sin 

embargo, vale la pena recalcar la necesidad de un sistema más robusto para la medición de 

PM 2.5, más aún si tenemos en cuenta los informes presentados por la OMS de acuerdo con 

los cuales dicho contaminante reviste un riesgo mayor para la salud que el PM10 (WHO, 

2016).  

En las zonas urbanas del país, tanto el fenómeno de contaminación por material particulado, 

como el asociado a sustancias en fase gaseosa, está relacionado principalmente con la 

actividad industrial y el consumo de combustibles fósiles vinculado a las dinámicas del 

transporte motorizado. No es extraño entonces que las ciudades más pobladas, que a su vez 

albergan los más altos índices de tráfico de vehículos motorizados y una mayor presencia de 

instalaciones industriales, presenten elevados registros de concentración de estos 

contaminantes. 

A partir de los datos recogidos mediante el SISAIRE se construye el índice de calidad del 

aire en el país (ICA). El ICA es una herramienta diseñada para alertar a la población sobre 

niveles de contaminación potencialmente dañinos para la salud. De acuerdo con el grado de 

concentración de sustancias contaminantes presentes en el aire se establecen valores en una 

escala de 0 a 500 y se les asigna un color.  
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Tabla 2. ICA vigente hasta el año 2017 

 

Recuperado de: “Protocolo para el Monitoreo y Seguimiento de la Calidad del Aire” del 

Ministerio de Ambiente (2008) 

 

Como podemos ver, los valores más altos en la escala corresponden a los mayores niveles de 

contaminación atmosférica y, por ende, a las circunstancias de mayor riesgo para la salud 

humana asociado a la polución del aire. Para su elaboración se utilizan los datos de 6 

contaminantes criterio: ozono, dióxido de nitrógeno, dióxido de azufre, monóxido de 

carbono, PM10 y PM 2.5.  

Esta herramienta desempeñó un importante papel en el manejo de la crisis ambiental por 

contaminación del aire que se vivió en la ciudad de Medellín en el mes de marzo del año 

2016; en dicho caso se reportó un ICA desfavorable correspondiente al color naranja, lo cual 

implica la posible aparición de síntomas respiratorios en la población, en general, y la 

complicación de enfermedades pulmonares preexistentes.  
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La contingencia se presentó cuando las 8 estaciones que hacen medición de PM2.5, en la 

zona del Valle de Aburrá, registraron valores por encima de los 50 microgramos por metro 

cúbico, límite establecido por la normativa nacional para la exposición a este tipo de polución 

durante 24 horas (IDEAM, 2016).  Esto se debió a la concentración de contaminantes en el 

aire emitidos principalmente por fuentes móviles, en un ambiente de poco viento o 

anticiclónico propiciado, en primer lugar, por su ubicación geográfica,  en un valle rodeado 

por montañas, elemento que dificulta los flujos de viento horizontales; en segundo lugar, por 

la presencia de gran nubosidad a baja altura, limitando la llegada de radiación solar a la 

superficie, situación que impide el calentamiento de las masas de aire ubicadas en la parte 

baja de la troposfera y, así, su ascenso y mezcla vertical.  

A partir de los datos brindados por el SVCA de la zona y, apoyadas en la herramienta del 

ICA, las autoridades ambientales tomaron medidas paliativas para superar la emergencia que 

se suscitó y que finalmente cesó al cabo de algunos días. No obstante, este es un evento que 

bien podríamos esperar que se presente nuevamente, no solo en la ciudad de Medellín, sino 

también en otras grandes ciudades del país donde el fenómeno de polución del aire tiende a 

potenciarse de la mano las emisiones industriales, como el incremento del parque automotor 

y la falta de medidas efectivas para controlar las emisiones contaminantes a la atmósfera.  

Tenemos un panorama gris en las ciudades con relación a la contaminación del aire. El 

problema principal es, de acuerdo con lo comentado, el asunto de las emisiones provenientes 

de fuentes móviles que hacen uso de combustibles fósiles para su funcionamiento (carros, 

motos, buses, etc…). Estas emisiones se traducen en significativas cantidades de material 

particulado de tamaño menor a 10 micras y en un incremento de la concentración de ozono 

troposférico; así entonces, se ve afectada la salud y la vida de los seres que habitan las grandes 

urbes, lugares donde cada vez se hace más común la declaración de alertas asociadas a la 

mala calidad del aire, habiéndose presentado ya en este año una alerta roja y amarilla en las 

ciudades de Medellín y Bogotá respectivamente cuando apenas han transcurrido los primeros 

meses de 2018. 

De esta manera, se hace evidente que en el país deben empezarse a generar respuestas 

institucionales para que estos acontecimientos no se conviertan en el pan de cada día. 

Recientemente, ha sido expedida la resolución 2254 de 2017, que introdujo cambios en 
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relación con los estándares de calidad del aire en Colombia, haciéndolos más estrictos que 

los que estuvieron vigentes con anterioridad y determinando un aumento gradual de la 

rigurosidad de los mismos en el mediano plazo hasta el año 2030; asunto que revisaremos 

con mayor detenimiento cuando abordemos el asunto de la normativa sobre el aire en el 

siguiente capítulo. 

 

1.3.3. Minería y aire 

 

La consolidación del modelo económico extractivista en Colombia ha traído consigo un 

incremento exponencial de la actividad minera a gran escala en el territorio nacional. El 

impulso otorgado por los dos últimos gobiernos a esta actividad, a través de la denominada 

“locomotora minera”, ha generado un incremento exponencial de los títulos otorgados por el 

Estado para la realización de estas actividades, el cual ha venido acompañado de todo un 

paquete de afectaciones ambientales que han puesto en entredicho las publicitadas bondades 

de esta empresa (Soler Villamizar, 2012).  

Como resultado de lo anterior, últimamente, se viene presentando en el territorio colombiano, 

una importante discusión acerca de las repercusiones que tiene la minería sobre los 

ecosistemas ubicados en las zonas donde se lleva a cabo dicha actividad, con especial énfasis 

en el asunto del agua. A estas alturas, existen pocas dudas acerca del impacto devastador que 

han tenido los vertimientos de mercurio y cianuro en los cuerpos hídricos de los 

departamentos de Chocó, Bolívar o Antioquia (Olivero Verbel y Johnson Restrepo, 2002), 

por mencionar algunos; o las graves repercusiones ambientales y sociales del uso de enormes 

cantidades de agua en las minas de carbón del Cesar y la Guajira (CINEP, 2016). 

Este debate ha tenido eco en el campo del derecho, siendo una de sus principales 

manifestaciones jurídicas el que varias comunidades haciendo uso del mecanismo 

constitucional de la consulta popular, han rechazado la realización de proyectos mineros en 

sus territorios, inspirados por la firme intención de defender el agua (Sánchez Ortiz, 2017).  

A diferencia del agua, el aire goza de menor reconocimiento al interior del imaginario 

colectivo que da origen a estas valiosas reivindicaciones sociales; quizás porque no lo vemos, 



51 
 

a veces nos olvidamos de su existencia, que es la nuestra misma. Cuando hablamos de las 

repercusiones ambientales de la minería, de inmediato pensamos en el tema del agua, o en 

las imágenes de los enormes cráteres que deja a su paso la excavación a cielo abierto, pero 

rara vez se contempla que exista alguna relación entre esta actividad y el aire. Expondremos 

entonces dos de los tantos casos que reflejan claramente, no sólo la relación que existe entre 

el extractivismo minero y la contaminación del aire, sino la gravedad de la situación actual 

del país en este sentido.  

El primero, es la contaminación de las zonas aledañas a los lugares donde se realiza minería 

carbonífera; las grandes minas dedicadas a esta actividad en el país son responsables del 

incremento sustancial de la concentración de material particulado en la atmósfera. Llama la 

atención lo que ocurre en la zona minera del Departamento del Cesar, donde como producto 

de la minería de carbón, los niveles de concentración de material particulado en algunos 

municipios (La Jagua de Ibirico, Agustín Codazzi, Becerril, Chiriguaná y El Paso) 

sobrepasaron, de manera constante, los límites establecidos mediante la resolución 610 de 

2010, en el periodo 2011 - 2015 (IDEAM, 2016).  

 

Ilustración 11. Concentraciones promedio anuales de PM10 entre 2011 y 2015 para las 

estaciones de los SVCA CORPAMAG, CORPOCESAR y CORPOGUAJIRA con una 

representatividad temporal igual o superior a 75%.  

Recuperado de: Informe del Estado de la Calidad del Aire en Colombia 2011-2015 por 

IDEAM (2016).  
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Sin embargo, cuando vamos más allá de la formalidad de la medición y el exceso reportado 

por el SVCA de la zona, nos encontramos con que las actividades relacionadas con la minería 

de carbón a cielo abierto en esa región están contaminando el aire, al punto de afectar 

directamente los asentamientos humanos que se encuentran allí ubicados. Los principales 

afectados son aquellos grupos poblacionales que la OMS ha denominado grupos sensibles; 

es decir, los niños, los adultos mayores, y las personas con dificultades de salud asociadas al 

aparato respiratorio. Así lo deja saber un estudio publicado en el año 2013, en la revista Salud 

Pública de la Universidad Nacional de Colombia, donde se establece una relación entre las 

enfermedades respiratorias reportadas en niños menores de 12 años en los municipios 

mencionados y la actividad minera que se desarrolla en ese territorio (Quiroz, y otros, 2013). 

Situaciones similares ocurren en otros lugares de Colombia donde se extrae de la tierra el 

mineral en cuestión, departamentos como la Guajira, Boyacá, Norte de Santander, no son 

ajenos a esta problemática (Hawkins, 2014). De igual manera, un estudio reciente señala 

como posible el que exista una relación entre las tasas de mortalidad asociadas a 

enfermedades del sistema circulatorio y la contaminación del aire con material particulado 

derivada del despliegue de la actividad de explotación de carbón en la región de Samacá, en 

Boyacá (Acosta Bueno, 2016).  

Las dinámicas propias de la explotación y el transporte de este material generan emisiones 

de partículas afectando a los seres vivos que se ven sometidos a estas condiciones 

ambientales. Así ha sido reconocido incluso por la Corte Constitucional Colombiana, quien 

se ha pronunciado sobre el particular señalando:  

Dichas partículas al esparcirse por el aire además de la perturbación que producen en el 

medio ambiente en sus componentes de aire y agua, con la propagación constante del 

polvillo de carbón, no sólo permiten apreciar una causa de contaminación del ambiente 

sino también una repercusión en los pobladores vecinos que se ven expuestos a él, 

generando enfermedades respiratorias y pulmonares, según las certificaciones médicas 

aportadas, comprometiendo así la salud de la población, especialmente de la infantil (T-

046, 1999). 
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Vemos que la minería de carbón es un tema de importancia a la hora de hablar de 

contaminación atmosférica en Colombia, y que ha sido reconocido por la institucionalidad 

judicial colombiana como un factor de perturbación del ambiente que debe ser atendido en 

aras de garantizar derechos fundamentales a la población. Aun así, la actualidad nos muestra 

que el estado de esta situación no ha variado; desde la fecha de expedición de la citada 

providencia han pasado casi 20 años, y la polución, como fruto de la explotación de carbón, 

sigue ahí en detrimento de la garantía efectiva del derecho a un aire limpio. 

Sin embargo, el asunto no se limita al tema del carbón, el otro caso que nos gustaría 

mencionar, a manera de ilustración sobre el tema en cuestión es el de la minería aurífera y 

sus efectos sobre el aire. Aunque sabemos que esta situación se presenta en varias regiones, 

nos centraremos en el departamento de Antioquia, para tomar los sucesos allí reportados 

como referencia de lo que también ocurre en otros lugares. Lo hacemos así dado que allí se 

ha recabado mayor cantidad de información sobre el tema. 

Las zonas del departamento de Antioquia donde se desarrollan actividades de minería 

aurífera, no solo cuentan preocupantes niveles de contaminación por mercurio en sus suelos 

y cuerpos de agua, sino que también presentan concentraciones alarmantes de este elemento 

en el aire; mediciones realizadas en el año 2009 en los municipios de Remedios, El Bagre, 

Segovia, Zaragoza y Nechí, permitieron evidenciar esta problemática. En el marco de estos 

estudios se encontraron concentraciones de entre 2.000 y 10.000 nanogramos de mercurio 

por metro cuadrado, en lugares residenciales y en zonas aledañas a centros educativos. Esto 

se produce gracias a que el proceso más común mediante el cual se separa el oro de otros 

elementos implica la quema de mercurio, lo que resulta en la liberación del 70% de ese 

elemento a la atmósfera.  

La OMS ha establecido como límite máximo de concentración de esta sustancia en el aire 

1000ng/m3; lo cual quiere decir que las mediciones realizadas mostraron valores de hasta 10 

veces el límite establecido. Los altos niveles de concentración de mercurio en estos 

municipios llamaron la atención de la comunidad científica al punto de considerar al 

departamento de Antioquia, como uno de los lugares más contaminados con mercurio en el 

mundo (Veiga, 2010).  
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Dada la magnitud del fenómeno, los efectos de estos niveles de contaminación han empezado 

a ser objeto de estudio por parte de diversas disciplinas; una investigación toxicológica 

conducida por la Universidad de Antioquia concluyó que el 70% de los niños en el municipio 

de Segovia muestran señales de alteración psicológica probablemente causada por largos 

periodos de exposición a vapores de mercurio (Veiga, 2010). La situación es entonces 

bastante preocupante y,como lo dijimos con anterioridad, existen reportes de eventos 

similares en los demás departamentos donde se desarrolla esta actividad, especialmente, 

Chocó, Bolívar y Córdoba.  

A diferencia del material particulado que se desprende la explotación carbonífera, el mercurio 

no hace parte del grupo de los contaminantes monitoreados permanentemente por los SVCA; 

por esta razón contamos con un panorama aún más incompleto de datos al respecto. Lo 

anterior se debe, en parte, a que la contaminación con vapores de mercurio es un fenómeno 

que se presenta en pequeñas poblaciones dedicadas al oficio de la minería aurífera; lugares 

alejados de los centros de poder político que son al mismo tiempo zonas tradicionalmente 

abandonadas por el Estado colombiano, lo que favorece la invisibilización de la problemática 

descrita.  

Nos gustaría profundizar más sobre el tema pues lo consideramos de suma importancia, sin 

embargo, una descripción completa del mismo escapa a las posibilidades del presente escrito. 

Hemos planteado un panorama de la contaminación atmosférica en Colombia a partir de tres 

ejes, el primero en torno a nuestra relación con el cambio climático, el segundo nos ubica en 

el terreno de la contaminación urbana del aire hija de las dinámicas del transporte a base de 

combustibles fósiles, y el tercero nos presenta la importancia que tiene la minería y por ende 

el modelo extractivista como factor de origen de fenómenos de contaminación atmosférica. 

Por supuesto somos conscientes de que muchos fenómenos particulares se han quedado por 

fuera en la presentación de este panorama, como por ejemplo el tema del asbesto, y en general 

de las emisiones industriales, asuntos sobre los que nos gustaría profundizar en una próxima 

oportunidad. Pero, lo que, si nos queda claro a partir de lo presentado, es la relevancia del 

tema de la contaminación atmosférica en Colombia, y la necesidad de avanzar en una 

discusión transdisciplinaria que nos permita llegar a la implementación de medidas jurídicas 

efectivas para lograr la garantía del derecho al aire limpio. Medidas que no se vean opacadas 
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por un sistema legal puesto al servicio del modelo económico imperante, dedicado a proteger 

y potenciar la acumulación de capital a costa del bienestar de la naturaleza de la que hacemos 

parte. 
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2. Segundo Capítulo: El aire como objeto de regulación 

jurídica 

 

En este apartado ahondaremos en una exploración crítica del estatuto del aire en Colombia, 

con la intención de evidenciar su fundamento, así como algunos de sus aciertos y falencias 

con respecto a la garantía efectiva del derecho al aire limpio. Para lograr dicho fin, en un 

primer momento abordaremos las generalidades asociadas al fundamento tradicional de las 

normas que han regulado la relación sociedad-naturaleza a partir de la modernidad; a 

continuación se realizará un análisis encaminado a dilucidar la existencia del derecho al aire 

limpio como una prerrogativa constitucional en el marco de la carta política de 1991; 

posteriormente, se llevará a cabo una revisión crítica de las normas que regulan el asunto de 

la calidad del aire en el país, y finalmente se presentarán los argumentos a propósito de 

porqué consideramos que el andamiaje normativo examinado se encuentra lejos de 

concretarse en una garantía cierta del derecho en cuestión.  

 

2.1. El fundamento tradicional: del derecho de la apropiación, al 

derecho de la administración del ambiente 

 

La modernidad, como ya lo vimos, puso al ser humano en el eje de toda valoración y convirtió 

a la naturaleza en medio ambiente; objeto, fuente de recursos y vertedero de residuos (Ost, 

1996). Allí, el modelo de producción capitalista propició el enlace efectivo entre el 

conocimiento científico y la elaboración de mercancías a través de la tecnología (Leff, 1998). 

De esta manera se sentaron las bases del abuso al que ha sido sometido el ambiente, mediante 

la apropiación desaforada de sus partes convertidas en recursos, destinados a la integración 

de circuitos económicos, enfocados en la maximización a corto plazo de las ganancias 

privadas de los capitales invertidos. 

A propósito, del concepto “medio ambiente”, y su expresión en el ámbito jurídico a través de 

lo que se conoce como derechos “medioambientales” nos identificamos con lo planteado por 
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Mesa, cuando expone que se trata de una categoría propia de las propuestas liberales y 

neoliberales, que no toma en serio lo que aquí hemos decidido denominar derechos 

ambientales, dado que se limita a teñir de verde las externalidades de la economía de 

mercado, y solo ve al ambiente como instrumento o medio para sus aspiraciones, sin 

comprometerse al establecimiento de condiciones mínimas que permitan la realización 

material de los derechos ambientales (Mesa Cuadros, 2013; p. 74). 

Por supuesto, el Derecho no ha sido ajeno a estas dinámicas, como es apenas lógico, su papel 

con relación a la naturaleza ha venido transformándose a la par de los designios de la 

racionalidad dominante. Así el derecho moderno a través de la figura de la propiedad privada, 

consagrada en el Código Civil Napoleónico (1804), formalizó y garantizó las dinámicas de 

apropiación, libre transformación y comercio de la naturaleza, requeridas por el capitalismo 

para su efectiva reproducción (Leff, 1998).  

Lo anterior nos presenta un panorama bastante diciente a propósito de lo que ha sido la 

relación entre naturaleza y derecho a partir de la modernidad.  La institución de la propiedad 

privada significó la creación del mecanismo jurídico necesario para abrirle las puertas a la 

patrimonialización del ambiente, de esa manera la naturaleza objeto pudo empezar a ser 

apropiada por el individuo de forma legal, al amparo de esta nueva figura normativa que se 

situó en el alma de las legislaciones en el mundo.  

El derecho del medio ambiente fue entonces el derecho de la apropiación de la naturaleza, el 

derecho del ser humano dispuesto a adueñarse de todo aquello que lo rodea, desde su 

perspectiva como eje de cualquier valoración, como sujeto dominador de la relación con los 

objetos; la naturaleza quedó escindida en bienes sometidos a la apropiación individual. 

Incluso aquellos bienes que, por sus características y, especialmente, por su dimensión, no 

podían ser apropiados de manera completa por los individuos dentro del marco establecido 

en el derecho privado, pasaron a ser objeto de la soberanía pública; es decir, entraron en la 

órbita del derecho público como bienes comunes, entre ellos el aire, el mar y la luz (Ost, 

1996). 

De esta incursión del Derecho en el asunto de la apropiación de la naturaleza nacieron 

clasificaciones de los bienes ambientales que aún hoy perviven en varios códigos civiles del 

mundo. En el caso de Colombia, en el Código Civil aprobado en 1873 y que empezó a regir 
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tres años después en 1876, presenta una definición de las “cosas muebles” bastante 

reveladora: 

Muebles son las que pueden transportarse de un lugar a otro, sea moviéndose ellas a sí 

mismas como los animales (que por eso se llaman semovientes), sea que sólo se muevan 

por una fuerza externa, como las cosas inanimadas. (Art. 655)  

Los animales-cosas encontraron allí la definición que los sometería al imperio de una ley que 

de ninguna manera los consideraba sujetos de valor, sino meros objetos del comercio. Bien 

es cierto que con la entrada en vigencia de la Ley 1774 de 2016 se matizó dicha disposición 

en el sentido de establecer que “los animales como seres sintientes no son cosas, recibirán 

especial protección contra el sufrimiento y el dolor, en especial, el causado directa o 

indirectamente por los humanos”. Sin embargo, eso no significó el fin de su objetivación, 

sino la introducción de una perspectiva antropocéntrica blanda que les reconoce un “valor” 

como seres sintientes, pero que en últimas no les retiró el mote de bienes, en aras de preservar 

su permanencia en el comercio.  

Algunos autores distinguen al menos dos clases de antropocentrismo, uno fuerte y otro 

blando o débil. Al respecto Sánchez expone que la mirada antropocentrista puede clasificarse 

en dos líneas un antropocentrismo fuerte y un antropocentrismo débil, cuya diferencia 

consiste en hasta donde extienden el ámbito de moralidad. De esta manera, desde un 

antropocentrismo fuerte no se concede a las entidades no humanas sino un valor instrumental. 

Mientras que un antropocentrismo débil reconoce valor a ciertas entidades no humanas, pero 

en la medida que compartan ciertas características con nuestra especie (Sánchez Supelano, 

2012). 

Para finales del siglo XX, las consecuencias ambientales de la relación sociedad-naturaleza, 

mediada por la idea de la apropiación ilimitada, que a su vez se encontraba legitimada y 

garantizada por la figura legal de una propiedad privada absoluta, se hicieron más que 

notorias y alarmantes. La evidente crisis del ambiente hizo que, a partir de la década, de los 

70’, se diera una transformación de la idea de lo que debería ser la relación derecho-

naturaleza; promovida especialmente por las demandas de los movimientos sociales que 

reclamaban medidas urgentes para afrontar dicha problemática (Mesa Cuadros, 2013).  
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Fue entonces cuando surgió el derecho de la administración del ambiente, el cual implicó una 

mayor intervención del Estado sobre las prácticas de apropiación y contaminación, tanto 

privadas, como públicas; producto de las cuales se habían afectado gravemente las 

condiciones ambientales en el planeta (Ost, 1996). En aquel momento comenzaron a aparecer 

toda una serie de desarrollos normativos en el plano internacional y en el doméstico; 

tendientes a dotar de herramientas al Estado para establecer un control sobre la mencionada 

circunstancia. 

La conferencia de Estocolmo, realizada en 1972, que desembocó en la promulgación de la 

“Declaración de la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Humano”, fue el 

primer evento convocado por la ONU, con la intención de tratar el tema del ambiente. En el 

texto de dicha declaración se reconoció; “el hombre ha adquirido el poder de transformar, de 

innumerables maneras y en una escala sin precedentes, cuanto lo rodea”, y bajo esa premisa, 

se estipuló que “La protección y mejoramiento del medio humano es una cuestión 

fundamental que afecta al bienestar de los pueblos y al desarrollo económico del mundo 

entero” (ONU, 1972). A partir de allí, la implementación de una legislación para la 

administración del ambiente tomó fuerzas, y se procedió a la creación de las primeras 

entidades nacionales encargadas del tema en los diversos países del mundo (Jankilevich, 

2003).  

Desde entonces, nacieron nuevos instrumentos internacionales relacionados con el tema 

ambiente, algunos de ellos estrechamente ligados al asunto del aire, como, por ejemplo: el 

“Convenio de Viena para la Protección de la Capa de Ozono”, de 1985, o la “Convención 

Marco de Naciones Unidas sobre el Cambio Climático” de 1992. De la misma forma, en la 

legislación colombiana tuvo lugar la aparición de nuevas normas para la administración de 

la naturaleza, las cuales incorporaban los criterios abordados en el ámbito internacional, al 

plano interno.  

El Código Nacional de Recursos Naturales Renovables y de Protección al Medio Ambiente, 

expedido mediante el Decreto 2811 de 1974, fue la respuesta nacional a la Declaración sobre 

el Medio Humano de la ONU. Así mismo, la Ley 99 de 1993 “por la cual se crea el Ministerio 

del Medio Ambiente, se reordena el Sector Público encargado de la gestión y conservación 

del medio ambiente y los recursos naturales renovables, se organiza el Sistema Nacional 
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Ambiental, SINA y se dictan otras disposiciones”, incorporó al ámbito nacional, los 

elementos del desarrollo sostenible propios de la Cumbre de Río, celebrada por la ONU en 

1992. 

El derecho de la administración del ambiente tiene como una de sus principales 

características, la aparición de gran cantidad de nuevos cuerpos normativos, tanto en el plano 

internacional, como en el nacional. Los estudiosos de la materia han señalado que este 

derecho se caracteriza, entre otras cosas, por su dispersión, incoherencia, vacíos normativos 

y deficiente técnica legislativa (Mesa Cuadros, 2013). En su mayoría, estas normas se 

orientan a fijar límites de emisión por sustancia y se olvidan, por ejemplo, de los resultados 

de la interacción entre contaminantes en el medio. Además, en varios casos, estas 

disposiciones son fijadas en abstracto, sin tener en cuenta las condiciones del espacio donde 

se pretende su aplicación, poniendo en duda su eficacia. 

Por otra parte, cuando el problema no está directamente en las normas, se ubica en el terreno 

de su aplicación. Las instituciones creadas para administrar el asunto ambiental no cuentan, 

por lo general, con la capacidad para realizar una medición y un control efectivo del 

cumplimiento de la normativa; tal y como ocurre en Colombia con el Subsistema de 

Información Sobre Calidad del Aire. A esto se suma que las sanciones contempladas para los 

infractores de la normativa ambiental, poco o nada se aplican, y cuando se aplican se hace de 

forma desigual, existiendo más sanciones relacionadas con leves infracciones cometidas por 

particulares o pequeñas empresas, que con graves violaciones de la regulación provenientes 

de la gran industria (Ost, 1996).  

El derecho de la administración del ambiente se constituye entonces como un régimen de 

normas que implica una apropiación, ahora más compleja y más reglamentada, de los bienes 

ambientales; sin abandonar la concepción de la naturaleza objeto. Persiste, en el marco de un 

antropocentrismo moderado, en la idea de un ambiente para apropiar, transformar y 

comerciar.  

Se crea de esta manera, un modelo jurídico donde la naturaleza es objeto de protección, pues 

resulta ser una condición básica para la satisfacción de las necesidades humanas y la 

reproducción del capital. Lamentablemente, no va más allá, no reconoce el valor que por sí 

mismo tiene el sistema de interacciones que configura el planeta y, a la vez, propicia la 
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existencia de vida en su superficie; derecho de la protección formal que no se ve reflejado en 

una realidad cada vez más contaminada. Esta es la razón por la cual, a este derecho del medio 

ambiente, se le ha llegado a considerar más que como un sistema de protección, como uno 

de concesión de permisos para contaminar, parafraseando a Françoise Ost, una herramienta 

en manos del poder, más que un instrumento de protección de la naturaleza (Ost, 1996).  

Un reguero de normas que no resolvió el problema de fondo, que persistió en la dicotomía 

humano-naturaleza; una apuesta por la protección del ambiente gestada desde diversos 

sectores de la sociedad, que en el camino ha venido siendo condicionada por quienes ejercen 

el poder, enredándose en la trama del sistema económico dominante. 

En la actualidad, ante a la realidad de un derecho cooptado por las lógicas que propician la 

creciente degradación ambiental en el mundo y, en especial en los países del sur, han surgido 

propuestas desde diversas orillas del pensamiento para un abordaje más efectivo de la 

problemática ambiental; con miras a lograr una efectiva protección de la naturaleza. Algunas 

proponen el retorno a la propiedad como eje central de la relación Naturaleza-Derecho, como 

respuesta al fracaso del Estado administrador del ambiente; otras, abogan por la introducción 

de nuevos conceptos y de nuevas miradas, desde percepciones más holísticas como aquellas 

propias de la ecología, y los planteamientos del biocentrismo, preservando la idea de un 

Estado que interviene en el asunto en calidad de garante de derechos. De ellas hablaremos en 

el tercer y último capítulo de este escrito, cuando nos dispongamos a explorar las alternativas 

teóricas y conceptuales a partir de las cuales realizar aportes para una fundamentación del 

derecho al aire limpio que facilite un abordaje integral de la cuestión relativa a la 

contaminación antropogénica del aire en Colombia, y de esta manera favorezca la 

configuración de un marco normativo capaz de dar cuenta de los desafíos que nos impone el 

actual estado de deterioro ambiental en el planeta.  

Nos cuestionamos entonces si ¿Existe en Colombia el derecho al aire limpio?, y de existir, 

¿Su consignación más allá de lo formal, se traduce en su concreción material?, ¿Quiénes son 

los titulares de esta prerrogativa?, ¿Es la construcción normativa alrededor del derecho al aire 

limpio en Colombia, un sistema de concesión de permisos para contaminar?, estas son 

algunas de las preguntas que nos servirán de guía para desarrollar el asunto que nos convoca 

en lo que resta de este segundo capítulo. 
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2.2. El derecho al aire limpio en la Constitución Política de Colombia  

 

Las constituciones, nacidas en la época posterior a la Conferencia de Estocolmo, 

incorporaron varias normas de contenido ambiental a los ordenamientos jurídicos de los 

países en los que fueron adoptadas. La Carta Política de 1991, en el caso de Colombia, trajo 

consigo toda una serie de disposiciones encaminadas a regular la relación de la sociedad con 

la naturaleza y proteger el ambiente. Entre las más destacadas encontramos el artículo 79 

relativo al derecho al ambiente sano, el artículo 80 dedicado entre otras cosas a los deberes 

del Estado con relación a la prevención y control de factores de deterioro ambiental, y el 

artículo 95, en donde se consagra el deber ciudadano de velar por la conservación de un 

ambiente sano. En dicha Constitución existen por lo menos 33 disposiciones normativas a 

las que se les ha reconocido una relación directa con el asunto ambiental. A ese conjunto de 

disposiciones se les ha denominado la “Constitución Ecológica”. A propósito, la Corte 

Constitucional de Colombia ha señalado que: 

La jurisprudencia de esta Corporación ha insistido en que la Carta de 1991 instituyó 

nuevos parámetros en la relación persona y naturaleza, al conceder una importancia 

cardinal al medio ambiente sano en orden a su conservación y protección, lo cual ha 

llevado a catalogarla como una “Constitución ecológica o verde”. Así lo demuestran las 

numerosas disposiciones constitucionales (33), que han llevado a reconocerle un 

“interés superior” (C-449, 2015).  

Asimismo, esa corporación ha precisado que la Constitución Ecológica se caracteriza por 

contar con una triple dimensión: 

De un lado, la protección al medio ambiente es un principio que irradia todo el orden 

jurídico puesto que es obligación del Estado proteger las riquezas naturales de la 

Nación. De otro lado, aparece como el derecho de todas las personas a gozar de un 

ambiente sano, derecho constitucional que es exigible por diversas vías judiciales. Y, 

finalmente, de la constitución ecológica derivan un conjunto de obligaciones impuestas 

a las autoridades y a los particulares (T-760, 2007) 
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En este sentido, plantea Oscar Amaya (2002), que la Constitución Política de Colombia, 

entiende la protección del ambiente desde cuatro enfoques complementarios. En primera 

medida la consagra como una obligación Estatal; luego la reconoce como un derecho y un 

deber colectivo; posteriormente, como un factor determinante del modelo económico, y por 

último, como límite al ejercicio de los derechos económicos. En ambos casos, estas 

definiciones dejan entrever que el asunto de los derechos ambientales en ámbito 

constitucional colombiano, pretende superar las formulaciones que entienden estas 

prerrogativas como meros acuerdos programáticos, situándolos en el terreno de los derechos 

concretos, susceptibles de ser exigidos mediante acciones jurídicas determinadas. 

A propósito, aclara el profesor Mesa, que en el marco del debate de si los derechos 

ambientales son o no verdaderos derechos, es posible distinguir por lo menos 2 visiones. Una 

primera visión restrictiva que comprende las disposiciones de contenido ambiental como 

acuerdos programáticos, a manera de principios rectores de la política social y económica, 

los cuales no dan lugar al surgimiento de derechos subjetivos o colectivos, y que por ende no 

son susceptibles de ser reclamados mediante acciones jurídicas concretas.  Por oposición a 

una segunda visión que los considera como verdaderos derechos, por cuanto, tanto sus 

titulares como su objeto y los mecanismos de protección a través de los cuales es posible 

conseguir su justiciabilidad se encuentran claramente delimitados. A propósito, 

recomendamos ver (Mesa Cuadros, Derechos ambientales en perspectiva de integralidad: 

Concepto y fundamentación de nuevas demandas y resistencias actuales hacia el Estado 

ambiental de derecho, 2013). 

En este interesante contexto llama la atención que ninguna de las varias normas que integran 

la Constitución Ecológica, haga mención del derecho al aire limpio, o siquiera del aire como 

elemento integrante del ambiente. En contraste, tanto el agua, como la tierra que gozan de 

similar característica en punto a su contribución a la configuración de la naturaleza, son 

aludidos en varias ocasiones, si bien no para otorgarles la categoría de derechos, sí para 

establecer regulaciones relativas a su acceso por parte de los ciudadanos. 
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2.2.1. ¿Existe el derecho al aire limpio en la Constitución Política colombiana? 

 

Tal y como lo acabamos de mencionar, ninguna de las disposiciones que integran la 

Constitución, menciona de forma expresa el derecho al aire limpio. De entrada, esta parece 

una sentencia concluyente, que pudiera definir inmediatamente una respuesta la pregunta 

planteada. Sin embargo, la textura abierta que caracteriza las disposiciones constitucionales: 

su vaguedad, indeterminación, abstracción, y, por lo tanto, la necesidad de su permanente 

interpretación acorde con los elementos fácticos propios de la realidad en la que se pretenden 

aplicar, deja un resquicio por el cual es posible observar su existencia.  

En la primera parte de este escrito hemos dedicado un buen espacio a tratar el tema del aire, 

del aire como elemento integrante del sistema de interacciones que le dan forma al planeta y 

brindan soporte a la existencia de vida en su interior. A estas alturas podemos tener dudas 

sobre muchos de los asuntos trabajados con anterioridad, pero si hay uno sobre el que no 

cabe duda, es que la atmósfera terrestre es un elemento sin el cual no es posible una 

comprensión adecuada de lo que llamamos ambiente, naturaleza, o pachamama. El aire la 

integra, la transforma, la determina, le da vida, depende de ella y ella depende de él; es tan 

obligatoria la relación que cuando varios de los teóricos del derecho ambiental han puesto en 

escena sus definiciones sobre el ambiente, no han dejado de incluir al aire como uno de sus 

elementos constitutivos.  

A partir de lo expuesto y, teniendo en cuenta que la Constitución incluye la positivización 

del “derecho al ambiente sano”, no consideramos acertado señalar, que, debido a la no 

consignación expresa del derecho al aire limpio, el mismo no existe al interior del 

ordenamiento constitucional. Por el contrario, consideramos que, a través de una 

interpretación de la Carta Política adecuada a la realidad ambiental, se arriba necesariamente 

a que cada vez que una norma constitucional alude al ambiente, o la naturaleza, está 

refiriéndose, tanto a los elementos, como a los seres que integran las dinámicas que hacen 

posible la existencia de vida en el planeta tierra, y por ende necesariamente al aire. 

Adicionalmente, vale la pena anotar que el texto constitucional, en su artículo 94 incluye una 

cláusula a propósito de los derechos innominados, dentro de la cual se aclara que “la 

enunciación de los derechos y garantías contenidos en la Constitución y en los convenios 
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internacionales vigentes, no debe entenderse como negación de otros que, siendo inherentes 

a la persona humana, no figuren expresamente en ellos”.  

De manera que el aire hace parte de los elementos constitutivos del ambiente sano y, por 

ende, las actividades desplegadas en desmedro de su integridad, como, por ejemplo, la 

contaminación; resultan necesariamente en una infracción al derecho consignado en el 

artículo 79 de la Carta Política. De esta misma forma lo ha venido entendiendo la Corte 

Constitucional, como queda patente en los fallos de tutela que se citan a continuación:  

En la presente acción de Tutela se observa con nitidez la violación a los derechos 

fundamentales a la vida y a un ambiente sano, uno y otro se entrelazan y tienen puntos 

de convergencia, pues, no solamente se está atentando contra la vida y medio ambiente 

del accionante, a respirar un aire puro y a vivir sanamente, sino también a un 

conglomerado social, habida cuenta que de las probanzas existentes en el expediente, 

son varias las comunidades de barrios vecinos al molino que manifiestan su clamor por 

ver solucionado de manera pronta y eficaz el problema de contaminación que produce 

la cascarilla de arroz, que al ser quemada, llena el ambiente de residuos que perjudican 

la salud de la población afectando el sistema respiratorio, irritación en la mucosa de los 

ojos, nariz y boca; lo cual no admite dudas, conjeturas o acciones diferentes, como lo 

hace anotar el señor apoderado del Molino. Es una realidad incuestionable los hechos 

narrados por el accionante y confirmados por el a quo (T-154, 1994). 

 

Sin duda, las partículas en suspensión como resultado de la realización de esa actividad 

económica, pueden llegar a afectar la composición del aire y por lo tanto deben estar 

sometidas a específicas medidas sanitarias y de control de la calidad del mismo, 

tendientes a proteger la estabilidad del medio ambiente, el bienestar general y en 

especial la salud y demás derechos de la población circunvecina (…) El incumplimiento 

de las normas de calidad del aire pueden, en consecuencia, generar un desconocimiento 

del derecho colectivo al medio ambiente sano y a los fundamentales como la vida, la 

salud, en conexidad con esta, la integridad personal, la intimidad y la igualdad (T-046, 

1999). 

El particular que, prevalido de la inacción de las autoridades públicas, contamina el aire 

y ocasiona molestias a las personas que permanecen en sus hogares hasta un grado que 
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no están obligadas a soportar, vulnera simultáneamente el derecho a un ambiente sano 

y el derecho fundamental a la intimidad (T-154, 2013). 

A lo largo del fallo se encuentra plenamente probada la existencia de una grave 

vulneración a los derechos fundamentales a la salud y al disfrute de un medio ambiente 

sano. Dicha transgresión es producto de diversas actuaciones de la empresa Cerro 

Matoso S.A., entre las cuales se destaca: (…) (iv) Incumplir la normatividad ambiental, 

tanto nacional como internacional; (v) Emitir material particulado de forma reiterada y 

no controlada hacía el ecosistema circundante (…) la Sala destaca la intensidad e 

irreversibilidad de los daños causados en el asunto sub examine, los cuales abarcan: (i) 

El padecimiento de distintas afecciones en la vía aérea superior (fosas nasales, boca, 

faringe y laringe), la piel y la mucosa conjuntival (globo ocular); (ii) El hallazgo de 

casos positivos de cáncer de pulmón y múltiples enfermedades cardiacas; (iii) Niveles 

elevados de níquel, tanto en la sangre como en la orina de las personas valoradas por el 

INMLCF; y (iv) La contaminación ambiental en el aire, los suelos y cuerpos de agua 

aledaños al complejo minero (T - 733, 2017). 

Por lo anterior, ante la pregunta de si la Constitución Política de Colombia contempla el 

derecho al aire limpio, la respuesta es sí; pues, a pesar de no hacer una mención directa, la 

carta política se vale de conceptos amplios como el de ambiente y naturaleza, al interior de 

los cuales debe entenderse integrado el aire. Tales conceptos, dada su textura abierta (Hart, 

1992), son objeto de permanente desarrollo por parte de los jueces, quienes finalmente a 

través de su ejercicio van determinando el contenido de estos. Es así como las sentencias 

asociadas al tema de la contaminación del aire, han venido decantándose hacia 

consideraciones en virtud de las cuales es posible entender que el derecho al aire limpio existe 

y, por lo tanto, bien resulta valida su exigencia por la vía de las acciones enfocadas a la 

garantía del derecho al ambiente sano consagrado en el artículo 79 del texto constitucional, 

y de otros derechos íntimamente ligados a este como lo son el derecho a la salud y el derecho 

a la vida. 
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2.2.2. La justiciabilidad del derecho al aire limpio en el terreno constitucional 

 

La inclusión de derechos en el ámbito constitucional tiene al menos dos consecuencias 

fundamentales. En primera medida, implica el reconocimiento de la más alta jerarquía 

normativa a los mandatos allí consignados; es decir, les brinda el estatus de mayor relevancia 

para el ordenamiento jurídico de un país, a diferencia del que pudiera predicarse de las 

normas de carácter legal. En segundo lugar, supone la posibilidad de conseguir su protección 

por medio del ejercicio de acciones constitucionales, elemento de considerable relevancia a 

la hora de buscar su concreción material (Mesa Cuadros, 2013).  

Cuando hablamos de justiciabilidad hacemos referencia precisamente a la posibilidad de 

conseguir la protección de derechos mediante acciones jurídicas concretas. En este caso 

puntual, nos referiremos al amparo del derecho al aire limpio a través del ejercicio de las 

acciones de rango constitucional ligadas al derecho al ambiente sano en Colombia.   

Al interior del régimen constitucional existen una serie de acciones jurídicas encaminadas a 

la protección de los derechos allí establecidos; dentro de ese abanico de herramientas se 

encuentran: la acción de inconstitucionalidad, la acción de cumplimiento, la acción de grupo, 

la acción de tutela, y la acción popular, entre otras.  

La acción popular es el medio procesal consagrado en la Constitución, con miras a la 

protección de derechos e intereses colectivos; teniendo en cuenta que el derecho al ambiente 

sano reviste la característica de ser considerado por el texto mismo de la carta política dentro 

del acápite dedicado a los derechos colectivos, esta sería por antonomasia la acción 

encaminada a su protección por vía judicial. No obstante, el desarrollo jurisprudencial propio 

del derecho a un ambiente sano, ha propiciado que este haya llegado a ser considerado como 

un derecho de carácter fundamental, lo que se traduce materialmente en la posibilidad de 

hacer uso de la acción de tutela (diseñada precisamente para el amparo de derechos 

fundamentales) para alcanzar su protección. 

Algunos consideran que la acción popular cuenta con las mejores cualidades cuando se trata 

de la defensa del ambiente y sus ventajas corresponderían a tres aspectos esenciales. En 

primer lugar, una legitimidad activa amplia que se deriva de la posibilidad de su interposición 
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por cualquier persona con interés de proteger el ambiente, sin necesidad de acreditar interés 

particular; además, cuenta con procedimientos específicos y más sencillos que las acciones 

ordinarias. Por último, brinda la posibilidad de demandar directamente las acciones que 

afecten o puedan afectar al ambiente, siendo el objeto mismo de la acción (AIDA, 2008). 

Al interior del universo de las acciones populares incoadas para la defensa del ambiente sano 

en Colombia, no son muchas las que versan sobre la protección del derecho al aire limpio. A 

propósito, señala un estudio sobre la eficacia de la acción popular en Antioquia, que entre 

1999 y 2009, de cada 100 acciones populares interpuestas en ese departamento solo 3 

correspondían a asuntos relacionados con la contaminación del aire (Muñoz Galeano y 

Velásquez Serna, 2012). Sin embargo, dentro de las pocas que son afines al tema, resaltan 

aquellas que se han sido ejercidas con el propósito de impedir el agravamiento de la situación 

de contaminación atmosférica que se vive en las grandes ciudades del país.  

En el año 2006, en el marco de la decisión a un recurso de apelación contra el fallo de primera 

instancia, en un caso en torno a la afectación de la calidad del aire, por parte de los vehículos 

de servicio público de transporte terrestre en la ciudad de Bogotá; el Consejo de Estado, 

consideró que los derechos al ambiente sano y la salubridad pública habían sido vulnerados 

como producto de deficiencias administrativas en la gestión ambiental a cargo del Distrito 

Capital, que para entonces se encontraban en cabeza del Departamento Técnico 

Administrativo del Medio Ambiente (DAMA).  

Adicionalmente, expuso que la normativa expedida para controlar y disminuir las emisiones 

contaminantes en la ciudad era adecuada, y que las dificultades radicaban en la deficiente 

gestión ambiental de las autoridades encargadas; allí se dispuso una serie de medidas 

encaminadas a conseguir un mejor control a las emisiones provenientes de fuentes móviles, 

y se ordenó: 

Al Alcalde Mayor del Distrito Capital de Bogotá, formular con los Gobiernos Nacional y 

departamental, en sus respectivos ámbitos de competencia, una política integral de 

prevención a la contaminación atmosférica y  de  control a la calidad del aire, que 

comprenda los distintos factores y variables identificados en  los estudios técnicos (i.e.,  

normas regulatorias de emisión para monóxido de carbono, hidrocarburos, óxidos de 

nitrógeno y compuestos orgánicos volátiles; reposición del parque automotor; programas 
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de inspección y mantenimiento; mejoramiento y control de la calidad de los combustibles; 

promoción de combustibles alternativos y de tecnologías limpias; volumen y flujo de 

tráfico; mantenimiento de la malla vial) de modo que los Planes de Desarrollo contemplen 

programas, metas, estrategias e indicadores de medición para garantizar avances en la 

gestión ambiental  atinente a la calidad del aire (25000-23-25-000-2002-02193-01 (AP), 

2006) 

Esta decisión del Consejo de Estado, correspondiente al año 2006 es sumamente diciente 

sobre lo que ocurre con el derecho al aire limpio en Colombia; pues se ordenó, a las entidades 

encargadas, cumplir las normas ambientales que para entonces regían lo concerniente a la 

calidad del aire en Bogotá; conminándolas a realizar los correspondientes controles al parque 

automotor de la ciudad. Además, como reza el aparte citado, se impuso el deber a las 

autoridades correspondientes de formular una política integral de prevención a la 

contaminación atmosférica y de control a la calidad del aire.  

No podría negarse que la decisión del alto tribunal tuvo efecto sobre las decisiones 

administrativas que le sucedieron, entre las que se encuentra la expedición del “Plan Decenal 

de Descontaminación del aire para Bogotá” para el periodo 2010-2020. No obstante, en gran 

parte de su contenido, esta providencia correspondiente al decenio pasado, contrasta con la 

realidad del asunto hoy en día; tras 12 años de aquel fallo, lo evidente es que el problema de 

contaminación por fuentes móviles en la ciudad aún persiste. 

Bogotá, pasó de contar con un parque automotor de 943.550 vehículos en 2006, a tener más 

de 2.148.541 vehículos rodando por sus calles en el año 2015 (Secretaría de Movilidad, 

2015); al tiempo que, según la medición oficial, la presencia de PM10 en el aire de la ciudad 

mantuvo un promedio de concentración cercano a los 50 µg/m³, sin que, desde el año 2011 

en adelante, se muestre una clara tendencia al descenso o al aumento de su presencia en la 

atmósfera bogotana (Observatorio Ambiental de Bogotá, 2018). 

No pretendemos aquí desconocer la importancia que tiene la acción popular como 

mecanismo para la protección de los derechos ambientales, en tanto derechos colectivos. Por 

el contrario, estimamos de suma relevancia su papel al interior del ordenamiento jurídico con 

relación a la exigibilidad de esta clase derechos. Sin embargo, mal haríamos en presentar 

únicamente su realidad formal consignada en el mandato constitucional y en la ley 472 de 
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1998, sin acercarnos al menos un poco al resultado material de su ejercicio por parte de la 

ciudadanía en términos de su redundancia en favor del bienestar ambiental y con relación al 

amparo del derecho al aire limpio. 

Las sentencias, en esta clase de circunstancias, se enfrentan a un escenario desfavorable para 

su materialización en beneficio del ambiente sano. Al igual que las normas de carácter 

ambiental en las que se basan los jueces para tomar esta clase de decisiones, los fallos pierden 

eficacia en la medida en la que las instituciones creadas para administrar el asunto ambiental 

(que suelen ser las mismas encargadas de hacer cumplir esta clase de providencias judiciales)  

carecen de la capacidad para realizar una implementación efectiva de los mandatos 

proferidos; o, de cierta manera, toleran la vulneración de derechos ambientales en el marco 

de una gestión administrativa donde se privilegian otra clase de intereses principalmente a 

partir de consideraciones economicistas. 

Además de lo expuesto, la acción popular cuenta con una dificultad importante relacionada 

con el tiempo que toma su trámite, elemento que redunda en una considerable demora para 

la toma de decisiones judiciales en estos casos, aun cuando los asuntos materia de estudio 

requieren atención urgente. En contraste, la acción de tutela ofrece al accionante el recurso 

de la inmediatez que se deriva de los términos establecidos en la norma para su decisión por 

parte de los jueces; lo cual contribuye a explicar la relevancia que ha venido tomando esta 

figura como mecanismo para conseguir la protección del derecho al ambiente sano. Así, 

mientras una acción popular tarda varios años en ser objeto de fallo judicial, la acción de 

tutela impone al juez la obligación de resolver el asunto en un término no mayor a 10 días, 

en la primera instancia, al que se le pueden adicionar 20 días más en caso de impugnación. 

De ahí también que existan más providencias judiciales relativas a asuntos relacionados con 

la contaminación del aire en sede de tutela que como resultado del ejercicio de la acción 

popular.  

A propósito, la Corte Constitucional (1992) se ha pronunciado señalando: 

Un atentado tan grave e inminente al ambiente, a la salud y a la vida no podría esperar la 

terminación de una acción popular, de suerte que la desprotección a tales derechos se 

entiende en este caso como carente de otros medios de defensa judicial. Ello por cuanto los 
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medios alternativos de protección deben ser tan eficaces como la tutela, para poder 

desplazarla (T-536). 

La posibilidad de hacer uso de la acción de tutela con la finalidad de proteger el derecho al 

ambiente sano, ha sido el resultado de su reconocimiento como un derecho fundamental por 

parte de la Corte Constitucional (1992). En este sentido la mencionada corporación se ha 

manifestado expresando: 

El ambiente sano y ecológicamente equilibrado es un derecho Constitucional fundamental, 

pues su violación atenta directamente contra la perpetuación de la especie humana y, en 

consecuencia, con el derecho más fundamental del hombre: la vida. El derecho a la salud 

y a la vida son derechos fundamentales porque son esenciales al hombre, la salud se 

encuentra ligada al medio ambiente que le rodea y que dependiendo de las condiciones que 

éste le ofrezca, le permitirá desarrollarse económica y socialmente a los pueblos, 

garantizándoles su supervivencia (T-536). 

No obstante, los pronunciamientos del alto tribunal en esta materia no han sido homogéneos. 

Así lo presenta Sánchez al afirmar que la Corte ha sido ambivalente sobre el carácter del 

derecho al ambiente sano; mientras en algunas ocasiones lo califica de derecho fundamental 

sin la necesidad de requerir su conexidad con otros derechos, en otras situaciones ha llegado 

a incluirlo en el terreno de los derechos colectivos, con la intención de establecer su 

diferenciación frente a los derechos fundamentales y, de esa manera, poder negar su amparo 

por la vía de tutela (Sánchez Supelano, 2012) 

Aún hoy el asunto continúa siendo objeto de permanente tensión en el terreno de la 

jurisprudencia constitucional colombiana; sentencias más recientes como la T-154 de 2013, 

o la T-095 de 2016, donde se abordan temas relacionados con el ambiente, no presentan una 

definición clara a propósito de si finalmente es, o no, el ambiente sano un derecho 

fundamental de carácter independiente. Por ende, su justiciabilidad mediante el ejercicio de 

la acción de tutela continúa siendo un asunto en disputa.  

Así mientras en la T-154 la Corte (2013) expone que: 

La acción de tutela no procede, por regla general, para la protección de los derechos 

colectivos, frente a los cuales el ordenamiento jurídico colombiano ha previsto mecanismos 
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especiales, fundamentalmente la acción popular, medio constitucional específico para 

amparar derechos e intereses generales, entre los cuales está el goce de un ambiente sano. 

Salvo que se cumplan una serie de criterios entre los cuales señala: 

Que exista conexidad entre la vulneración de un derecho colectivo y la violación o amenaza 

a un derecho fundamental de tal suerte que el daño o la amenaza del derecho fundamental 

sea consecuencia inmediata y directa de la perturbación del derecho colectivo. 2. El 

peticionario debe ser la persona directa o realmente afectada en su derecho fundamental, 

pues la acción de tutela es de naturaleza subjetiva. 3. La vulneración o la amenaza del 

derecho fundamental no deben ser hipotéticas sino que deben aparecer expresamente 

probadas en el expediente. 4. La orden judicial debe buscar el restablecimiento del derecho 

fundamental afectado y no del derecho colectivo en sí mismo considerado, pese a que con 

su decisión resulte protegido, igualmente, un derecho de esta naturaleza (Corte 

Constitucional, 2013; T-154). 

Al mismo tiempo reconoce expresamente que: 

La Corte Constitucional colombiana ha desarrollado ese carácter ecológico de la carta 

política, dando carácter fundamental al derecho al ambiente sano, directamente y en su 

conexidad con la vida y la salud, entre otros, que impone deberes correlativos al Estado y 

a los habitantes del territorio nacional (T-154, 2013). 

El alto tribunal evidentemente se contradice; por un lado, expone que no hay lugar a la 

protección del derecho al ambiente sano por vía de tutela dado su carácter de derecho 

colectivo, salvo que existan elementos de conexidad que demuestren una afectación 

simultánea de un derecho fundamental; por otro lado, reconoce que el derecho al ambiente 

sano reviste el carácter de fundamental, lo que implicaría que no sea necesario demostrar la 

afectación a otros derechos, a excepción del mismo, para hacer efectiva su exigibilidad 

mediante el empleo de la acción de tutela. 

En el marco de la T-095 de 2016, la Corte presenta una argumentación en la cual insiste en 

la necesidad de establecer la conexidad entre las afectaciones ambientales y el menoscabo de 

derechos humanos considerados fundamentales, para de esta manera permitir la exigibilidad 

del derecho al ambiente sano mediante la acción de tutela. En ese entendido señala que:  
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La jurisprudencia constitucional ha establecido que, en el marco del derecho a la vida –

artículo 11 CP-, se infiere que el medio ambiente es un derecho constitucional fundamental 

para el hombre, pues sin éste, la vida del ser humano perdería vigencia. Sin embargo, la 

jurisprudencia ha matizado su protección por vía de la acción de tutela a lo largo de los 

años, al existir, como se mencionó anteriormente, mecanismos judiciales eficaces e idóneos 

para su protección y dificultades en la determinación de un derecho subjetivo (T-095). 

Y complementa lo anterior manifestando: 

El problema que persiste en la fundamentabilidad del derecho al medio ambiente es que se 

trata de un interés difuso que dificulta su exigibilidad (…) La jurisprudencia de la Corte 

Constitucional ha establecido que la acción de tutela es excepcionalmente procedente para 

la protección de intereses colectivos cuando se busca el resguardo, a su vez, de un derecho 

fundamental (T-095). 

En este apartado, la Corte no deja lugar a duda sobre una tendencia regresiva que pretende 

desconocer lo planteado por esa misma corporación en sentencias anteriores en torno al 

carácter fundamental del derecho al ambiente sano. En un contexto en el cual los derechos 

consagrados no siempre han sido debidamente protegidos o concretados, este hecho 

constituye un elemento más que termina por apoyar las tesis que señalan que la protección 

material de los derechos ambientales sigue siendo un deseo incumplido.  

A su vez, lo expresado por la corporación acerca del carácter difuso del derecho al ambiente 

sano, la sitúa en el lugar de las tendencias tradicionales que pretenden desconocer el carácter 

concreto de los derechos ambientales. En ese sentido, expone el profesor Mesa Cuadros 

(2013), que los derechos ambientales cumplen con las características que determinan la 

existencia de un derecho: titularidad, objeto, y mecanismos de protección; además existen 

pocas cosas menos “difusas” que los problemas ambientales, siendo perfectamente posible 

establecer sus causas, verificar sus consecuencias, e incluso cuantificar el número de 

afectados derivados de su violación.  

La insistencia en la importancia del reconocimiento de un derecho como fundamental radica 

en la diferencia diametral que esto implica a la hora de su justiciabilidad, en contraste con 

los derechos que no ostentan dicha categoría. Como observamos anteriormente es la misma 

Corte la que ha reconocido esa realidad, no es lo mismo reclamar la concreción de un derecho 
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por vía de la acción popular y esperar más de un lustro por un fallo judicial en la materia, que 

contar con la garantía que implica el término para la resolución de una acción de tutela. Sin 

embargo, esto no quiere decir que consideremos que, con el pleno reconocimiento del 

carácter de fundamental de uno u otro derecho, se agote el problema que representa su 

exigibilidad y concreción material.  

Coincidimos con Sánchez, cuando señala que la categoría “derechos fundamentales” ha 

servido para excluir algunos derechos de la protección judicial, ya que pertenecer a este grupo 

se ha convertido en una especie de prueba de “pedigrí”, con el fin de acceder a determinadas 

herramientas de protección (como la acción de tutela); las cuales son negadas a los derechos 

que no son considerados como fundamentales (Sánchez Supelano, 2012).  

En ese orden de ideas, lo importante no es si el derecho al ambiente sano y su variable del 

derecho al aire limpio son derechos fundamentales, sino de qué manera se ven estos 

concretados, o no, como resultado del ejercicio de las garantías dispuestas para su protección.  

De acuerdo con la revisión jurisprudencial adelantada, en los casos en los que las personas 

interpusieron acciones de tutela para lograr el amparo del derecho al aire limpio, se tomó la 

decisión por parte de la Corte Constitucional de resolver la cuestión basándose en la 

protección de varios derechos entre los que se encuentran: el derecho al ambiente sano, el 

derecho a la intimidad, el derecho a la integridad personal y el derecho a la salud. Un ejemplo 

de lo anterior lo podemos encontrar en la T-203 de 2010, donde en el marco del estudio de 

un caso de vulneración de derechos fundamentales derivada de la emisión de partículas de 

carbón a la atmósfera, la Corte (2010) expone que: 

Los derechos del ser humano a la salud y a la integridad física, suelen resultar afectados 

por las alteraciones que se ciernan contra el ambiente sano, particularmente cuando se 

altera la calidad de elementos vitales, como el agua y el aire, en virtud del elemento 

relacional intrínseco entre ellos, que impide escindir su consideración y salvaguarda (…) 

Igualmente, el derecho a un ambiente sano presenta una innegable conexión con el derecho 

a la intimidad de las personas (art. 15 Const.), de manera que la lesión del primero redunda 

en el disfrute y efectividad del segundo, ya que puede coartar la autodeterminación de las 

personas, en razón a condiciones a las cuales se puedan ver expuestos en el interior de sus 

moradas, que implican molestias para desarrollarse en su ámbito privado personal y 

familiar (T-203). 
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Allí, el alto tribunal incluye dentro de sus consideraciones la vulneración del derecho al 

ambiente sano (sin hacer mención directa del derecho al aire limpio) y, a la vez, realiza el 

esfuerzo por evidenciar las afectaciones a otros derechos que se derivan de la alteración de 

la calidad de lo que denomina elementos vitales, como el agua y el aire; dándole a su decisión 

un soporte argumentativo que la separa del ámbito puramente ambiental, llevando la cuestión 

al terreno de los derechos fundamentales a la salud y la intimidad.  

Como bien lo muestra la argumentación citada, la Corte se decanta por la tutela de aquellos 

derechos que con anterioridad han sido considerados fundamentales, ya sea por la 

Constitución misma, o como resultado de su producción jurisprudencial. De tal manera que 

no se ampara directamente el derecho al aire limpio, o al ambiente sano, sino a un conjunto 

de derechos entre los que predominan los categorizados como fundamentales, cuya 

vulneración es la que al final de cuentas da soporte argumental a la sentencia.  

En sentido similar se ha pronunciado la Corte en los diversos casos en los que se ha 

encontrado con asuntos que se relacionan con la contaminación de la atmósfera, por ejemplo, 

en las providencias T-154 de 1994, T-219 de 1994, SU-442 de 1997, T-046 de 1999, T-154 

de 2013. Manteniendo la postura según la cual la acción de tutela sirve como acción residual, 

la acción popular sería la acción principal cuando se trata de asuntos ambientales, salvo 

cuando se cumplen los criterios a los que hicimos mención con anterioridad; propiciando 

algunas veces el amparo del derecho al aire limpio, pero siempre como resultado colateral de 

la protección de derechos humanos fundamentales. 

En síntesis, la jurisdicción constitucional presenta dos herramientas para la protección del 

derecho al aire limpio, siendo la acción popular el principal instrumento encaminado a dicho 

fin, y la acción de tutela una herramienta válida cuando la vulneración del ambiente sano 

implica a la vez la violación de derechos humanos de carácter fundamental; ambas gozan de 

características propias que presentan determinadas ventajas a la hora su ejercicio con el fin 

de proteger derechos ambientales. Asimismo, se han constituido como instrumentos que 

favorecen el control ciudadano sobre los daños ocasionados a la naturaleza, tanto por los 

particulares, como por acciones u omisiones del Estado, contando con un considerable 

potencial para transformar nuestra realidad ambiental actual. 
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No obstante, adolecen por igual de las dificultades mismas que caracterizan al derecho de la 

administración del ambiente, las cuales tienen su origen en los preceptos de la racionalidad 

imperante y en el modelo económico vigente. Por lo tanto, al igual que las normas 

ambientales en las que tienen sustento, los fallos derivados del ejercicio de acciones 

constitucionales, en algunos casos, parecieran ser emitidos en el marco de una retórica que 

no tiene efectos ciertos en el terreno material, puesto que se enfrentan con un contexto legal 

y administrativo donde priman otras consideraciones antes que la protección de la naturaleza. 

  

2.2.3.  Un derecho únicamente humano 

 

En principio, las prerrogativas relativas al tema ambiental consignadas en la Carta Política 

de 1991, no escapan a las formulaciones tradicionales de los derechos, siendo influidas 

sustancialmente por una perspectiva antropocéntrica donde se privilegia al ser humano sobre 

los demás seres y elementos que conforman el sistema de vida en el planeta. De ahí que 

normas constitucionales como la consignada en el Artículo 79 afirman que el derecho al 

ambiente sano es un derecho de las personas; o que varias disposiciones incorporen el 

concepto de “recursos naturales” en alusión a los elementos que integran la naturaleza, 

evidenciando una tendencia proclive a la cosificación de la misma que, bien sabemos, es 

propia de las formulaciones de la modernidad.  

Una de las situaciones que mejor sintetiza ese escenario es justamente que la protección del 

derecho al aire limpio en el ámbito nacional ha venido dándose principalmente como un 

resultado colateral del amparo de derechos humanos fundamentales como la salud o la 

intimidad; los cuales resultan vulnerados cuando la contaminación antropogénica del aire 

modifica las condiciones favorables para la vida presentes en la atmósfera.  

Lo anterior implica que, de no presentarse un efecto negativo directo de la contaminación 

antropogénica de la atmósfera sobre los derechos fundamentales de los seres humanos en un 

caso determinado, el ordenamiento jurídico colombiano no cuenta con las herramientas para 

conjurar sucesos nocivos para el ambiente que se puedan derivar de los efectos de la polución 

del aire. Dicho escenario debería preocupar incluso a quienes se mantienen aferrados a los 
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postulados del antropocentrismo, pues el deterioro ambiental, a pesar de no tener un efecto 

inmediato, con el paso del tiempo termina por afectar la vida de los seres humanos. Esto es 

así, por que como lo vimos, el sistema de vida del planeta existe gracias a un complejo 

entramado de interacciones, que posibilitan entre otras cosas, que una determinada acción en 

detrimento del bienestar ambiental, la cual en principio no pareciera tener repercusiones 

sobre los humanos, finalmente termine desencadenando graves problemas para nuestra 

especie. Quizás, en el mundo, el mejor ejemplo de ello sea la emisión de CO2, a la que nunca 

le se consideró demasiado importante, hasta que terminó por abrirle camino al fenómeno de 

cambio climático que tanto nos inquieta hoy en día. 

Sin embargo, en algunos casos, la interpretación de estos enunciados normativos por parte 

de la Corte Constitucional, ha venido transformando su contenido a la luz de los retos que 

impone la realidad ambiental actual. Este ejercicio ha resultado en la introducción de 

conceptos y visiones que se apartan de la racionalidad dominante, apoyándose en postulados 

propios de la ecología que apuntan a un modelo de pensamiento que involucra elementos del 

biocentrismo. 

Así, por ejemplo, a partir de una visión claramente antropocéntrica la Corte (1992) exponía:  

Es a partir del ser humano, su dignidad, su personalidad jurídica y su desarrollo (…) que 

adquiere sentido (…) la defensa del ambiente, en tanto que éste es el entorno vital del 

hombre (T - 411). 

En providencias posteriores, dicha corporación se manifestó presentando postulados que se 

apartaban de la línea de pensamiento tradicional en materia ambiental: 

Desde el plano ético se construye un principio biocéntrico que considera al hombre como 

parte de la naturaleza, otorgándoles a ambos valor. Desde el plano económico, el sistema 

productivo ya no puede extraer recursos ni producir desechos ilimitadamente, debiendo 

sujetarse al interés social, al ambiente y al patrimonio cultural de la nación; encuentra 

además, como límites el bien común y la dirección general a cargo del Estado (artículos 

333 y 334). En el plano jurídico el Derecho y el Estado no solamente deben proteger la 

dignidad y la libertad del hombre frente a otros hombres, sino ante la amenaza que 

representa la explotación y el agotamiento de los recursos naturales; para lo cual deben 
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elaborar nuevos valores, normas, técnicas jurídicas y principios donde prime la tutela de 

valores colectivos frente a valores individuales (C - 339, 2002). 

La Constitución muestra igualmente la relevancia que toma el medio ambiente como bien 

a proteger por sí mismo y su relación estrecha con los seres que habitan la tierra” (C - 595, 

2010). 

En la actualidad, la naturaleza no se concibe únicamente como el ambiente y entorno de 

los seres humanos, sino también como un sujeto con derechos propios, que, como tal, deben 

ser protegidos y garantizados (C - 632, 2011). 

La justicia con la naturaleza debe ser aplicada más allá del escenario humano y debe 

permitir que la naturaleza pueda ser sujeto de derechos. Bajo esta comprensión es que la 

Sala considera necesario dar un paso adelante en la jurisprudencia hacia la protección 

constitucional de una de nuestras fuentes de biodiversidad más importantes: el río Atrato. 

Esta interpretación encuentra plena justificación en el interés superior del medio 

ambiente que ha sido ampliamente desarrollado por la jurisprudencia constitucional y que 

está conformado por numerosas cláusulas constitucionales que constituyen lo que se ha 

denominado la “Constitución Ecológica” o “Constitución Verde”. Este conjunto de 

disposiciones permite afirmar la trascendencia que tiene el medio ambiente sano y el 

vínculo de interdependencia con los seres humanos y el Estado  (T - 622, 2016). 

Lo anterior esboza una tendencia a un cambio del enfoque interpretativo de este tribunal 

constitucional, impulsado fundamentalmente por la evidencia inocultable que señala al ser 

humano como responsable del deterioro ambiental que viene teniendo lugar en el planeta; el 

cual ha sido propiciado por un modelo racional que desconoce el valor intrínseco de la 

naturaleza y supedita el bienestar ambiental a criterios de utilidad económica de corto plazo.  

A pesar de ello, aun cuando es evidente el avance formal hacia una mirada más integral y 

holística del asunto ambiental, por parte de la Corte; en algunas de sus sentencias de control 

de constitucionalidad, donde incluso plantea la importancia del reconocimiento del valor 

intrínseco de la naturaleza por parte del ordenamiento jurídico, poco o nada se expresa por 

parte de los jueces en casos en los que deben lidiar con asuntos concretos relativos a la 

contaminación del aire. Según lo visto, son pocas las consideraciones acerca de las 

repercusiones de la contaminación atmosférica sobre la vida de los seres no humanos, o su 

impacto sobre otros elementos como el agua o la tierra; cuando las hay se presentan como si 
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se tratase de situaciones de menor importancia. Por lo general los argumentos que acompañan 

las providencias que versan sobre el ambiente sano con relación a eventos de contaminación 

antropogénica del aire, se centran en las afectaciones que sufre el cuerpo humano y 

prescinden de una mirada más integral del problema. 

Dicha circunstancia queda patente en sentencias como la T-219 de 1994, T-203 de 2010, y 

la T-154 de 2013; donde la vulneración de los derechos a la vida, la salud, la integridad física, 

y la intimidad de los accionantes, configuran el núcleo duro de la argumentación de la Corte 

para conceder las tutelas interpuestas. Mientras el derecho al ambiente sano juega un papel 

secundario y siempre asociado a la idea de una naturaleza-medio que configura las 

condiciones básicas para que se pueda desarrollar la vida humana, haciendo notoria la 

persistencia en la concepción del ambiente como elemento desprovisto de valor intrínseco, 

protegido en tanto asegura el logro de fines humanos, por encima de consideraciones 

ambientales o ecológicas. 

Ésta visión de los derechos ambientales atada al antropocentrismo es incapaz de dar cuenta 

de los nuevos escenarios que nos proponen las dinámicas de la relación entre la sociedad y 

la naturaleza. Mientras la realidad nos plantea afectaciones ambientales globales que se 

relacionan unas con otras en el marco del complejo sistema de interacciones que da forma al 

planeta, los humanos insistimos en mirarnos el ombligo. Evaluamos el daño causado al 

ambiente a partir de nosotros mismos, es decir, nos interesamos por el deterioro ambiental 

únicamente en la medida en la que este tiene repercusiones inmediatas sobre nuestros 

cuerpos, o sobre nuestro modelo de producción, o sobre nuestros derechos fundamentales.  

El problema al que nos enfrentamos es de grandes proporciones, pero además es complejo, 

sistémico, y dinámico; por lo tanto, las respuestas al mismo deben estar acompañadas de 

nuevas miradas que superen la visión obtusa del antropocentrismo tradicional que carece de 

la amplitud requerida para comprender el asunto en toda su dimensión y así mismo gestionar 

posibles soluciones. 

Por esa razón aquí consideramos plausible que la Corte haya avanzado en la introducción de 

nuevos conceptos provenientes de visiones propias de la ecología, los planteamientos 

biocéntricos, y de posturas que favorecen una percepción más holística de los temas 

ambientales. Al tiempo abogamos por la generalización de la aplicación de ese tipo de 
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consideraciones, tanto en las providencias judiciales asociadas al tema, como en todos 

aquellos escenarios públicos y privados donde se presenten tensiones entre las iniciativas 

humanas y el bienestar ambiental.  

El derecho al aire limpio no es un asunto exclusivo de los seres humanos; una atmósfera libre 

de contaminación es sinónimo de equilibrio térmico, de interacción estable entre los múltiples 

sistemas concatenados que habitan el planeta, es fuente de protección para la superficie 

terrestre contra la radiación nociva proveniente del sol, entre otras muchas cosas, es en sí 

misma valiosa. Además, es hábitat y, a la vez, alimento, una garantía esencial de vida para 

todas las especies que de alguna manera u otra dependen de ella para existir, y como si todo 

lo anterior no bastara, es bella, no lo dude, basta con mirar al cielo para reafirmarlo. 

 

2.3. Las normas sobre calidad del aire en Colombia 

 

La expedición de normas tendientes a regular el asunto de la calidad del aire en Colombia no 

es algo que haya surgido con la Constitución Política de 1991. Como lo hemos venido 

diciendo, con la realización de la Conferencia de Estocolmo en 1972 se dio lugar a la creación 

de nuevos marcos normativos encaminados a la configuración del derecho de la 

administración del ambiente a nivel mundial; uno de los componentes de ese ambiente del 

que nos habla la Declaración, es el aire, un “recurso natural” que de acuerdo con dicho texto 

debe preservarse en beneficio de las generaciones actuales y futuras de seres humanos. De 

ahí que el ordenamiento jurídico colombiano a partir de 1973, se renovó de forma importante, 

para incluir toda una serie de disposiciones destinadas a la protección del aire de acuerdo con 

las visiones consignadas en tratados multilaterales en la materia, producidos en el seno de la 

Organización de Naciones Unidas. 

Son varias las leyes, decretos y resoluciones que a partir de ese momento han sido adoptadas 

con la intención de regular esta materia en el país; por esa razón, antes de avanzar sobre la 

descripción de la normativa vigente, consideramos relevante dar un vistazo a los principales 

preceptos que la antecedieron. Esto en el entendido de que una mirada del asunto en 
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perspectiva histórica, nos dará mejores elementos de juicio a la hora de observar las 

características de la norma actual. 

 

2.3.1. La influencia de Estocolmo 

 

La primera norma expedida en Colombia sobre asuntos ambientales, tras la realización de la 

Cumbre de Estocolmo, fue la Ley 23 de 1973, la cual tuvo por objeto “prevenir y controlar 

la contaminación del medio ambiente y buscar el mejoramiento, conservación y restauración 

de los recursos naturales renovables, para defender la salud y el bienestar de todos los 

habitantes del territorio nacional”. Allí se otorgó facultades al Presidente de la República 

para expedir un código de recursos naturales y se establecieron algunas otras disposiciones, 

entre las cuales se encuentran una serie de definiciones de conceptos tales como: ambiente, 

bienes contaminables, contaminación, y contaminante, entre otros.   

Esta norma ya contenía algunos preceptos donde se hacía mención directa a la atmósfera y 

al asunto de la contaminación del aire; en la Ley 23 de 1973, el medio ambiente está 

constituido por la atmósfera y los recursos naturales. Además, existen unos bienes que 

pueden ser objeto de contaminación, como: el aire, el agua y el suelo. Veamos pues, cómo, 

desde el primer instante, el aire fue un tema relevante al interior de este desarrollo normativo. 

Se trata de un aire que reviste tres características principales: en primer lugar, es parte 

integrante del medio humano; adicionalmente, se trata de un bien susceptible de ser 

contaminado en desmedro de la salud de las personas, y, en consecuencia, es un elemento a 

administrar, para impedir que su degradación termine por afectar a nuestra especie.  

En el año posterior, apareció en escena el Decreto 2811 de 1974, por medio del cual se dictó 

el Código Nacional de Recursos Naturales Renovables y de Protección al Medio Ambiente; 

siguiendo con la línea trazada por la Ley 23 de 1973, el nuevo código, reiteró que la 

contaminación de los recursos naturales renovables constituye un factor de deterioro del 

ambiente. En ese entendido procedió a imponer al Estado deberes relacionados con la 

atmósfera, señalando en su artículo 73 que, “corresponde al Gobierno mantener la atmósfera 

en condiciones que no causen molestias o daños, o interfieran el desarrollo normal de la vida 
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humana, animal o vegetal y de los recursos naturales renovables”. De la misma forma, 

estableció el control a las emisiones contaminantes y determinó las líneas legislativas a 

desarrollar para prevenir la contaminación atmosférica.  

Adicionalmente, el código en comento, incorporó la figura de las “tasas retributivas”; es 

decir, que quien en el marco del desarrollo de una actividad económica cause deterioro 

ambiental puede estar sujeto al pago de un determinado monto económico que eventualmente 

sería destinado al manejo de dicha problemática, aplicación material de lo que la dogmática 

ha clasificado como el principio de “el que contamina paga”. A propósito, rescatamos lo 

esbozado por Mesa (2013), cuando expone que esta idea es más bien un anti-principio, dado 

que no se concreta en un verdadero límite a las acciones en detrimento del ambiente, sino 

que se constituye como una figura a través de la cual se otorga una autorización para 

contaminar a quien tenga con qué pagar.  

Es de resaltar que el Código Nacional de Recursos Naturales Renovables y de Protección al 

Medio Ambiente (1974) contempla disposiciones acerca de un tema que resulta de suma 

importancia a la hora de hablar de la contaminación atmosférica: los asuntos ambientales en 

el ámbito internacional. Bien sabemos de las capacidades del aire para moverse alrededor del 

planeta, por lo tanto, el que esta norma incluya preceptos tendientes a “prevenir o solucionar 

problemas ambientales y regular la utilización de recursos naturales renovables 

compartidos”, no es un asunto menor. Resaltan allí dos enunciados que marcan la pauta de 

lo debiera ser la postura del Estado colombiano en el escenario internacional con relación a 

la protección de la atmósfera; el Artículo 10 expone que el Gobierno deberá propender por 

la administración conjunta de “los recursos naturales renovables cuya explotación o 

aprovechamiento no pueda ser físicamente divisible entre los países interesados”; el Artículo 

12, en el cual se establece que: 

 

El Gobierno procurará evitar o prohibirá la utilización de elementos ambientales y recursos 

naturales renovables que puedan producir deterioro ambiental en países no vecinos, en alta 

mar o en su lecho, o en la atmósfera o espacio aéreo más allá de la jurisdicción territorial 

(…) también procurará realizar gestiones para obtener que, en circunstancias similares, 

otros países adopten actitud semejante. 
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Se trata de un elemento clave que parte de una realidad incontestable, la atmósfera no se 

divide en países, no responde a las lógicas de la división humana del territorio, al viento lo 

tienen sin cuidado las fronteras. Una mirada de conjunto al asunto del aire necesariamente 

incluye la coordinación internacional como uno de sus pilares esenciales; de lo contrario, no 

es posible hacer frente a graves problemas de talante mundial, como el asunto del cambio 

climático, o el deterioro de la ozonosfera.  

Unos años más tarde, el Congreso de la República, expidió la ley 9 de 1979, donde se 

consignó el Código Sanitario Nacional, y se establecieron múltiples pautas relativas al asunto 

ambiental exclusivamente desde el punto de vista de la salud humana. Allí se dispuso, entre 

otras cosas, que el Ministerio de Salud, iba a fijar las normas sobre calidad del aire y emisión 

de sustancias contaminantes. Adicionalmente, se indicaron las herramientas con las que 

contaría dicha entidad para ejercer control sobre el cumplimiento de las regulaciones en 

cuestión y se consignaron algunas sanciones aplicables a los infractores.  

Todas las disposiciones generales sobre la administración del aire, contenidas en el Decreto 

2811 de 1974 como en la Ley 9 de 1979, serían reglamentadas posteriormente en el marco 

del Decreto 02 de 1982. Dicho reglamento estableció la norma de calidad del aire a nivel 

nacional, las pautas generales relativas a la emisión de contaminantes por parte de fuentes 

fijas, lo relativo a las actividades de vigilancia y control del cumplimiento de la normativa 

establecida por parte de las autoridades encargadas, y las sanciones administrativas del caso. 

El contenido del decreto en cuestión parece tan completo que doctrinantes como Patiño 

expusieron en su momento que se trataba de:  

Normas muy avanzadas y técnicas que establecen rígidos controles a las fuentes de 

contaminación tanto naturales como artificiales, y determinan serias sanciones a los 

infractores. Basta ahora la puntual aplicación de estos preceptos, para beneficio, en último 

término, de la salud humana, de la supervivencia de las demás formas de vida y de la 

armonía que debe existir entre todos los seres y elementos del planeta (Patiño Posse, 1999) 

La norma de calidad del aire, señalada en el Decreto 02 de 1982, se creó a partir de 5 

contaminantes criterio: partículas en suspensión, dióxido de azufre, monóxido de carbono, 

ozono, y óxidos de nitrógeno; a la concentración de cada una de estas 5 sustancias se le 

establecieron unos niveles de concentración en el aire permitidos en periodos de tiempo 
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determinados. Por ejemplo, para que las partículas en suspensión se mantuvieran dentro del 

rango permitido, el promedio de su concentración en el año no debería superar los 100 

microgramos por metro cúbico (100ug/m3), y el de su concentración diaria no debería superar 

más de una vez al año los 400ug/m3. Más adelante veremos esto con mayor claridad y en 

perspectiva cuando presentemos la gráfica comparativa entre las normas diferentes normas 

de inmisión que han existido en el país.  

Por su parte, las normas para emisión de fuentes fijas establecieron las cantidades y 

concentraciones de emisión de contaminantes (partículas, óxidos de azufre, óxidos de 

nitrógeno y, neblina ácida) permitidas; las características de los ductos o chimeneas a través 

de los cuales se descargan sobre la atmósfera esta clase de sustancias, y las formas adecuadas 

para realizar las mediciones del caso. El decreto hace énfasis especialmente en determinadas 

industrias cuyo potencial contaminador resulta mayor que el de las demás con relación a 

alguna sustancia contaminante en particular, como es el caso de las que utilizan calderas a 

base de carbón; las fábricas productoras de cemento, o las plantas productoras de asfalto, las 

cuales cuentan con unas normas puntuales de emisión para material particulado. A estas 

industrias se les permitía emitir una determinada cantidad de contaminantes proporcional a 

la cantidad de material producido; así por ejemplo, en el caso de las fábricas de cemento se 

consintió la emisión de una cantidad de kilos de material particulado, por cada tonelada de 

cemento producido.  

El decreto, también incorporó la idea de exigir estudios de impacto ambiental, para la 

modificación o instalación de una fuente fija de contaminación artificial e instituyó la 

obligatoriedad del registro de las fuentes de emisión y sus excepciones; además de las 

autorizaciones sanitarias tanto para la instalación como para el funcionamiento de las 

industrias potencialmente contaminantes. Asimismo, en desarrollo de lo preceptuado en la 

Ley 9 de 1979, desarrolló el régimen de sanciones administrativas a las que se enfrentarían 

los infractores, dentro de las cuales incluyó el uso de amonestaciones, multas, decomisos de 

productos, y la suspensión o cancelación de autorizaciones sanitarias de funcionamiento. 
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2.3.1.1. La perspectiva sanitarista 

 

Una de las características principales de la Ley 9 de 1979 y del posterior Decreto 02 de 1982, 

es que su mirada sobre la problemática atmosférica se basa más en una perspectiva de salud 

pública notoriamente centrada en el ser humano, que en una mirada ambiental de la cuestión. 

Lo anterior, responde no a una iniciativa nacional, sino a la visión internacional consignada 

en la Declaración de las Naciones Unidas Sobre el Medio Humano de 1972, cuya 

recomendación 81 indica: 

Se recomienda que la Organización Mundial de la Salud y las organizaciones competentes 

sigan estudiando y establezcan normas primarias para la protección del organismo humano, 

especialmente respecto de los contaminantes que son comunes al aire, al agua y a los 

alimentos, como base para el establecimiento de límites operativos derivados (ONU, 1972). 

Las normas para la protección del ambiente frente a la contaminación del aire han venido 

siendo influidas desde entonces por una visión sanitarista, como aquella en la que se inscribe 

expresamente el Decreto 02 de 1982. Esto significa, que en ultimas lo que se pretende allí, 

no es proteger el ambiente en general, sino garantizar un entorno en condiciones sanitarias, 

es decir aquellas que son necesarias para garantizar la salud humana. Como consecuencia las 

restricciones a las emisiones, y los niveles de inmisión permitidos consignados en las normas 

que han sido expedidas desde aquella época en el país, son el resultado de consideraciones 

en torno a la salud y el bienestar humanos, mas no el producto de una apreciación del 

problema en sentido más sistémico, en sentido ambiental.   

La Organización Mundial de la Salud (OMS), fue a partir de aquella época el ente encargado 

de orientar la acción de los países frente al fenómeno de contaminación del aire. En 

Colombia, las directrices emitidas por este organismo multilateral han venido siendo 

adoptadas en el marco de la legislación que aborda los temas ambientales, sin embargo, esta 

clase de normas no responden a una visión que pudiéramos catalogar del todo como 

ambiental. Las Guías de Calidad del Aire, realizadas por esta institución desde la década de 

los 80’ del siglo pasado (OMS, 2006), pretenden únicamente salvaguardar al ser humano 

frente a las potenciales consecuencias negativas que para su salud tiene la contaminación del 

aire, más no establecer parámetros que respondan a la salvaguarda del bienestar ambiental. 
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De manera pues que estas normas no son del todo normas ambientales, sino normas sobre el 

“medio humano”, sobre el “medio ambiente” en el sentido en el que lo hemos venido 

exponiendo, lo que significa que permanecen ancladas a una visión tradicional de los 

derechos y en especial a un enfoque antropocéntrico, que como ya hemos dicho con 

antelación, no es capaz de dar cuenta del asunto ambiental en todas sus dimensiones.  

De manera pues, que a partir de la Ley 9 de 1979 (Código Sanitario Nacional), el tema de la 

contaminación del aire empezó a ser tratado como una mera cuestión de salud humana, más 

no como un asunto de orden ambiental. Esto explica en gran medida el que la citada norma 

hubiese delegado en manos del Ministerio de Salud, la expedición de la reglamentación 

relativa la calidad del aire en el país, encargo que se concretaría con la emisión del Decreto 

02 de 1982. 

 

2.3.2. La constitución de 1991 y el cambio de administrador  

 

Con la entrada en vigencia de la nueva Constitución Política en 1991 y, más aún a través de 

la posterior expedición de la Ley 99 de 1993, se introdujeron una serie de modificaciones 

importantes a la regulación de los temas ambientales en Colombia. Fuertemente influida por 

la entonces reciente Declaración de Río de 1992, la nueva ley trajo como su eje central la 

idea del desarrollo sostenible; dicha norma creó el Ministerio de Ambiente y el Sistema 

Nacional Ambiental (SINA), otorgando así funciones en la materia a las entidades 

territoriales y a las Corporaciones Autónomas Regionales (CAR). Las ahora nuevas 

autoridades ambientales se encargaron, a partir de ese instante, entre otras cosas, de ejercer 

la evaluación, control y seguimiento ambiental de los usos del agua, el suelo, el aire y los 

demás “recursos naturales renovables”. 

Entre las funciones allí asignadas a las diversas entidades que forman parte del SINA a 

propósito del asunto de la contaminación del aire, se destacan; el encargo al Ministerio de 

Ambiente para la creación de la regulación enfocada en controlar y reducir este fenómeno, 

el ejercicio de las funciones de evaluación, control y seguimiento ambiental por parte de las 
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CAR, y la coordinación - dirección del control y la vigilancia ambiental por parte de los 

municipios en sus respectivos territorios.  

Aquí se marcó una ruptura con respecto a la entidad encargada de manejar el asunto de la 

contaminación del aire en el país; ya no sería más el Ministerio de Salud la autoridad 

competente para regular la materia, sino que en adelante el nuevo Ministerio de Ambiente 

debería asumir las riendas en ese sentido, mientras el conjunto de las entidades integrantes 

del SINA se encargaban de ejercer la vigilancia y control del cumplimiento de lo dispuesto. 

En respuesta a lo preceptuado en la Ley 99 de 1993, el Ministerio de Ambiente inició la 

reglamentación de la materia a través del decreto 948 de 1995. Al igual que la Ley en 

cuestión, este Decreto recoge lo planteado en la Constitución Política de 1991, a propósito 

de la autonomía de las entidades territoriales en punto al manejo normativo de los asuntos 

ambientales propios de su circunscripción. Sin embargo, sometió dicho ejercicio a la 

aplicación del principio de estricto rigor subsidiario, según el cual las normas municipales y 

departamentales sobre la materia podrían ser más estrictas, pero nunca más flexibles que 

aquellas expedidas por entidades de mayor jerarquía, en este caso puntual, por el Ministerio 

de Ambiente (González Villa, 2006). 

El Decreto 948 de 1995, de acuerdo con lo señalado en su citado artículo primero, establece 

las normas y principios generales para la protección de la atmósfera; de esta manera define 

el marco normativo de las acciones y mecanismos administrativos, con las que cuentan las 

entidades que forman parte del SINA para “mejorar y preservar la calidad del aire; y evitar y 

reducir el deterioro del medio ambiente, los recursos naturales renovables y la salud 

ocasionados por la emisión de contaminantes químicos y físicos al aire”. Queda claro aquí, 

que, aunque no se renuncia a hacer mención directa a la protección de la salud humana como 

uno de los objetivos primordiales del estatuto, tampoco se inscribe a la misma como el único 

fin a conseguir, lo que evidencia una distancia con las normas que la antecedieron, en especial 

con señalado al respecto en la Ley 9 de 1979. 

Adicionalmente, incorporó a la legislación interna la idea de una contaminación del aire que 

tiene efectos en dos dimensiones: una local, asociada a los niveles de inmisión de sustancias 

contaminantes, y una global, relacionada con fenómenos tales como el cambio climático y la 

destrucción del ozono estratosférico. Por lo tanto, en aras de establecer una regulación, no 
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sólo de aquellas sustancias cuyos efectos perjudiciales se circunscriben a ámbitos locales, 

sino también de los compuestos que actúan en detrimento de la atmósfera a nivel mundial, 

esta norma contempla la existencia de contaminantes primarios, y secundarios. Este resulta 

ser un elemento de suma importancia, pues supone una concepción más completa de lo que 

implica la contaminación del aire. 

Lo anterior es el resultado de la suscripción de acuerdos internacionales asociados a 

fenómenos globales que se derivan de la contaminación atmosférica por parte de Colombia. 

En esencia hablamos de un par de tratados que versan sobre dos problemáticas ambientales 

que tienen efectos a escala global, los cuales fueron acogidos por la legislación interna 

colombiana previa expedición del Decreto 948 de 1995; por una parte, el “Convenio de Viena 

para la Protección de la Capa de Ozono” aprobado en el país mediante la Ley 30 de 1990, y 

de otro lado, la “Convención Marco de la Naciones Unidas sobre el Cambio Climático” cuya 

aprobación se dio a través de la Ley 164 de 1994. 

Los compromisos internacionales adquiridos por Colombia referentes a la protección de la 

capa de ozono y a la lucha contra el cambio climático hicieron que este decreto destinado a 

la reglamentación de la protección y control de la calidad del aire en el país incluyera 

disposiciones destinadas al control de las emisiones de aquellos compuestos, tales como los 

gases de efecto invernadero o las sustancias agotadoras de ozono, que aun cuando no 

implican una afectación sobre los niveles de inmisión en el escenario local, sí representan un 

aporte al agravamiento de los fenómenos globales aludidos. 

Precisamente es el Decreto 948 de 1995, la base cuerpo legal vigente orientado a la protección 

de la calidad del aire en Colombia, el cual está integrado por las normas de: calidad del aire 

o nivel de inmisión; emisión o descarga de contaminantes al aire; emisión de ruido; ruido 

ambiental; y evaluación y emisión de olores ofensivos.  

 

2.3.3. La abultada normativización del asunto 

 

Los preceptos generales contenidos en el Decreto 948 de 1995 (actualmente compilado en el 

marco del Decreto 1076 de 2015), serían desarrollados posteriormente en diversas 
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resoluciones expedidas por el Ministerio de Ambiente; mientras que dichos reglamentos 

fueron emitidos, continuaron vigentes la norma de calidad del aire y las disposiciones sobre 

emisiones expedidas mediante el Decreto 02 de 1982.  

En el caso del régimen de emisiones, en 1996 fue reglamentado mediante la Resolución 005 

del Ministerio de Ambiente y el Ministerio de Transporte lo concerniente a las emisiones de 

fuentes móviles, asunto hasta entonces carente de una normatividad específica. Dicha norma 

sería reemplazada posteriormente por la Resolución 910 de 2008 del Ministerio de Ambiente, 

hoy vigente y que fuera modificada por la 1111 de 2013 de la misma entidad. En el mismo 

año 2008 también fue expedida la Resolución 909 de ese mismo ministerio, modificada por 

la Resolución 1309 de 2010, mediante la cual finalmente se reglamentó el asunto de las 

emisiones de fuentes fijas, después de cerca de 13 años de la expedición del Decreto 948 que 

así lo dispuso, lo que terminó con la vigencia transitoria de lo dispuesto en la materia por el 

Decreto 02 de 1982.   

A lo anterior debemos sumar la existencia de todo un paquete normativo relativo a la 

regulación de la calidad de los combustibles en el país, dentro del cual se encuentran normas 

como el Decreto 4299 de 2005, el cual establece los requisitos, obligaciones y el régimen 

sancionatorio, aplicables a los agentes de la cadena de distribución de combustibles líquidos 

derivados del petróleo; el Decreto 2629 de 2007, sobre biocombustibles, o la Ley 1205 de 

2008 sobre la calidad del diésel, cuyo régimen sancionatorio fuera desarrollado con 

posterioridad por la Resolución 180689 de 2010 del Ministerio de Minas y Energía.  

Por su parte la norma de inmisión o calidad del aire, de 1982, fue reemplazada por la 

Resolución 601 de 2006, la cual sería modificada posteriormente por la Resolución 610 de 

2010, y que continuaría vigente hasta el año 2017, siendo sustituida por la nueva norma 

contenida en la Resolución 2254 de 2017 entró en vigencia el primer día del mes de enero 

del año 2018.  Adicionalmente, en 2010, mediante la Resolución 650 del Ministerio de 

Ambiente, se emitió el Protocolo para el Monitoreo y Seguimiento de la calidad del Aire, que 

sería ajustado por la mencionada entidad a través de la Resolución 2154 de ese mismo año. 

La normativa en la materia ha tenido desde los años 70’ esa característica de avanzar a paso 

torpe detrás de los veloces adelantos científicos que posibilitan, por un lado, la existencia de 

mayor y mejor información sobre los efectos de la acción contaminante del ser humano sobre 
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la atmósfera y sus repercusiones; por el otro, la consecución de desarrollos tecnológicos que 

favorecen un mayor, y mejor control de las emisiones contaminantes. A propósito, expone 

Macías Gómez (1998): 

La regulación del aire es quizás uno de los elementos ambientales más complejos de analizar 

desde la perspectiva jurídica, dado el anacronismo que ha existido en la expedición de las 

normas, pues no había terminado de expedirse una norma cuando ya se promulgaba otra que 

la modificara. 

La necesidad de hacer cada vez más restrictivas las normas para controlar la contaminación 

atmosférica con miras a adaptarlas a la capacidad técnica disponible; los constantes 

desarrollos en la industria que propician la permanente mutación de las características de las 

fuentes fijas y el incremento de las sustancias contaminantes a monitorear la capacidad de 

producir automóviles y combustibles cada vez menos contaminantes; sumadas 

paradójicamente a la realidad de una atmósfera cada vez más contaminada, son entre otros, 

algunos de los factores que han propiciado esta desmesurada producción normativa.  

De esta manera se ha configurado en el país un estatuto sobre el aire de considerables 

proporciones, al interior del cual coexisten reglas de carácter general que pretenden orientar 

la acción estatal en la materia, junto a un importante número de resoluciones de contenido 

técnico destinadas a la regulación de cuestiones específicas que guardan estrecha relación 

con el control de la contaminación atmosférica.  

 

2.3.4. La normativa vigente sobre protección y calidad del aire 

 

Las normas vigentes, a propósito del asunto de la protección y el control de la calidad del 

aire en el país, se desprenden de lo establecido tanto en la Ley 99 de 1993, como en el Decreto 

948 de 1995 (actualmente compiladas en el marco del Decreto 1076 de 2015). Como pudimos 

ver, lo dispuesto en esas normas ha venido siendo reglamentado a partir de resoluciones 

varias veces modificadas, y/o reemplazadas con la intención de actualizar su contenido, pero 

en esencia la idea que las inspira sigue siendo la misma. 
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Básicamente, esta regulación gira en torno al control de dos escenarios de la contaminación 

atmosférica: el primero de ellos es el de las emisiones, y el otro es el de los niveles de 

inmisión. Este último se complementa con el establecimiento de un índice de calidad del aire 

que sirve como herramienta informativa, tanto para la ciudadanía en general, como para las 

autoridades ambientales, acerca de los niveles de contaminación presentes en el aire y sus 

potenciales efectos para la salud de los seres humanos. Por ende, a continuación, 

abordaremos la revisión de la configuración de las normas de emisión e inmisión vigentes y 

el índice de calidad del aire (ICA); con la intención de mostrar sus principales características, 

así como la forma en la que se han venido transformando estos estatutos a raíz de las múltiples 

modificaciones a la que han sido sometidos.  

Las normas de emisión y de inmisión o calidad del aire comportan una estructura básica 

similar. En primer lugar, determinan un estándar de contaminación permitido; como segunda 

medida, fijan unas metodologías para realizar las mediciones relativas al cumplimiento del 

estándar establecido; en tercer lugar, incorporan el otorgamiento de permisos de 

funcionamiento o certificaciones de cumplimiento destinados a quienes contaminan dentro 

del margen permitido, y por último, contemplan un régimen sancionatorio destinado a los 

infractores que exceden los parámetros de permisividad instituidos.  

 

2.3.4.1. Las normas sobre emisión 

 

El Decreto 948 de 1995 define como emisión: “la descarga de una sustancia o elemento al 

aire, en estado sólido, líquido o gaseoso, o en alguna combinación de éstos, proveniente de 

una fuente fija o móvil”. Las normas sobre emisión de sustancias contaminantes a la 

atmósfera se dividen en dos grupos; en el primero de ellos se ubican aquellas destinadas a la 

regulación de las emisiones provenientes de fuentes fijas, y en el segundo se encuentran las 

relacionadas con las emisiones procedentes de fuentes móviles. La norma vigente, en materia 

de emisiones de fuentes fijas, se encuentra contenida en la Resolución 909 de 2008; tiene por 

objeto el establecimiento de los estándares de emisión admisible y los procedimientos de 

medición a utilizarse para realizar las actividades de control. 
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En cuanto a dichos estándares, el reglamento contempla una serie de tablas de los valores 

permitidos de emisión de sustancias contaminantes asociadas al desarrollo de actividades 

industriales de diversa índole. Allí encontramos, por ejemplo, normas de emisión 

específicamente enfocadas a la industria petrolera, la fabricación de cerámica, el tratamiento 

térmico de residuos peligrosos, y la producción de cemento, entre otras; además de un 

extenso listado de sustancias a monitorear, según el objeto de producción de cada industria 

en cuestión.  

Los estándares establecidos para fuentes fijas se han transformado con relación a los 

consignados en el otrora vigente, Decreto 02 de 1982, con el fin de volverse cada vez más 

estrictos, restringiendo en mayor medida la cantidad de vertimientos contaminantes 

permitida. Asimismo, la norma actual tiene en cuenta los nuevos métodos de producción 

empleados en diversas industrias que posibilitan la emisión de una menor cantidad de 

sustancias contaminantes en contraste con una mayor capacidad de producción; de tal manera 

que establece límites aún más restrictivos a las nuevas industrias que a aquellas constituidas 

con anterioridad a su entrada en vigencia. En general las disposiciones sobre la materia se 

han hecho cada vez más robustas y abarcadoras, debido a la integración de nuevas sustancias 

e industrias a monitorear y al establecimiento de reglas cada vez más específicas para cada 

fuente de emisión.  

Con respecto a los métodos empleados para la evaluación del cumplimiento de los parámetros 

contemplados en la Resolución 909, los cuales fueron desarrollados posteriormente en el 

marco de la Resolución 935 de 2011, cabe anotar que se trata, en general, de una serie de 

procedimientos estandarizados basados en lo promulgado al respecto por parte de la EPA, en 

los Estados Unidos; su aplicación en el ámbito local, se ha visto afectada especialmente por 

la falta de preparación del personal encargado de llevar a cabo las mediciones lo que 

repercute negativamente sobre la calidad de la información recolectada y, por ende, sobre el 

control efectivo de las emisiones (Vargas, Cortés, Gómez, Saldarriaga, y Rojas, 2009). 

Lo anterior se complementa con lo dispuesto en el Decreto 948 de 1995, a propósito de uno 

de los elementos esenciales del control a las fuentes fijas en el país; la expedición de permisos 

de emisión por parte de las autoridades ambientales. Cada vez que una persona, ya sea natural 

o, jurídica, pretende adelantar una actividad que implica potenciales emisiones 
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contaminantes a la atmósfera debe solicitar el correspondiente aval de la entidad encargada 

de verificar que las emisiones se encuentren dentro de los márgenes legalmente establecidos. 

Quienes cumplen con la normativa son habilitados para proseguir con sus actividades, 

mientras que quienes no lo hacen, se enfrentan a la posibilidad de recibir sanciones que van, 

desde la imposición de multas, hasta el cierre de establecimientos.  

Bien es cierto que las fuentes fijas representan un porcentaje inferior al 20% de la emisión 

de sustancias contaminantes a la atmósfera en el país. Sin embargo, esto no quiere decir que 

su importancia sea menor, en comparación con las fuentes móviles, pues, aunque su 

participación en la problemática general sea menor, es de las fuentes fijas de donde provienen 

la mayor cantidad de emisiones de algunas sustancias en especial, como por ejemplo los 

óxidos de azufre (University College London y Universidad de los Andes, 2013).  

Por su parte, el estatuto sobre emisiones provenientes de fuentes móviles no contempla una 

estructura muy diferente; pues también es posible apreciar el establecimiento de un estándar 

de emisiones permitidas, la determinación de unos métodos de medición, la institución de 

unos mecanismos de control asociados a la expedición, ya no de “permisos”, sino de 

“certificados” y, por supuesto, la existencia de sanciones para el infractor.  

Para el caso, la Resolución 910 de 2008, del Ministerio de Ambiente, adoptó una serie de 

parámetros normativos provenientes de la Unión Europea y los Estados Unidos, destinados 

al establecimiento de niveles máximos permitidos de emisión de contaminantes a cumplir 

por parte de las fuentes móviles terrestres y, adicionalmente, allí también se consignó lo 

relativo a los requisitos y certificaciones a los que se encuentran sujetas, tanto para ser 

comercializadas, como para poder transitar por el territorio nacional.  

Además de contener los límites máximos de emisión para fuentes móviles, la resolución 

también establece una clasificación de las mismas, de acuerdo con la cual se debe proceder 

a su evaluación en el marco de diversas pruebas (estática, dinámica, etc…); con el fin de 

observar si cumplen o no, con los requisitos establecidos, llegar a determinar si se permite o 

se impide su libre tránsito por las vías. Los vehículos que cumplen con la regulación vigente 

son objeto de certificación, por lo que se encuentran habilitados para circular sin ningún 

inconveniente. Por el contrario, tanto la comercialización, como el tránsito de los vehículos 

infractores puede ser impedido y sus propietarios, sometidos a sanciones de tipo pecuniario. 
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En el caso de las certificaciones expedidas referentes a la emisión de sustancias 

contaminantes para fuentes móviles, existe un elemento especial al que no quisiéramos dejar 

de hacer referencia puntual. Se trata del visto bueno por cumplimiento de lo establecido en 

el Protocolo de Montreal, el cual consiste en un aval relacionado con los vehículos cuyos 

sistemas de refrigeración y aire acondicionado cumplen con lo establecido en dicho tratado 

a apropósito de las sustancias agotadoras de ozono SAO; elemento de suma importancia, 

pues garantiza que las emisiones provenientes de estos vehículos no tendrán repercusiones 

negativas en desmedro de la capa de ozono. Lo anterior resulta un poco alentador, ya que 

este pequeño aspecto evidencia un compromiso de parte de Colombia, al menos en el espectro 

normativo, con relación al cumplimiento de lo acordado en el marco del Convenio de Viena 

para la Protección de la Capa de Ozono. 

Finalmente, esta norma también incorpora mecanismos de vigilancia y control como los 

operativos a cargo de las autoridades ambientales, a realizarse con la finalidad de evaluar el 

cumplimiento de los parámetros de emisión, complementando así lo ya consignado, tanto en 

la Ley 99 de 1993, como en el Decreto 948 de 1995, sobre el particular.  

Antes de la entrada en vigencia de la norma actual, la Resolución 910 de 2008, el asunto de 

las fuentes móviles se encontraba reglamentado dentro de la Resolución 005 de 1996. En este 

caso, las principales diferencias entre ambos estatutos se centran en dos aspectos, 

especialmente: el primero de ellos consiste en la introducción de una calificación más estricta 

de las fuentes móviles de acuerdo con factores como el combustible que utilizan, su peso, y 

el año de su fabricación, entre otros; el segundo responde al endurecimiento del estándar de 

contaminación permitida. Con la intención de ejemplificar lo anteriormente manifestado, 

ponemos aquí de presente un cuadro comparativo que trata el caso de la norma sobre 

opacidad de las emisiones de fuentes móviles que hacen uso de combustibles diésel, en 

condiciones de aceleración libre: 
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Tabla 3. Niveles permisibles de opacidad de humos para fuentes móviles a diésel en Colombia 

Resolución 005 de 1996 

Ministerios de Ambiente y 

Transporte 

Resolución 910 de 2008 

Ministerio de Ambiente 

Año o modelo 

del vehículo 

Opacidad 

permitida 

Año o modelo 

del vehículo 

Opacidad 

permitida 

1980 y anterior 70% 1970 y anterior 50% 

1981-1985 65% 1971 - 1984 45% 

1986 - 1990 60% 
1985 - 1997 40% 

1991 - 1995 55% 

1996-2000 50% 
1998 y posterior 35% 

2001 y posterior 40% 
 

Elaborada por el autor a partir de los datos consignados en la normativa citada. 

 

Sin duda, tras observar la tabla anterior podemos afirmar que la norma se transformó para 

hacerse más rigurosa, imponiendo el cumplimiento de unos niveles menores de opacidad 

permitida. De igual forma, tal y como ocurrió con el parámetro de opacidad para vehículos 

diésel, los estándares se hicieron más exigentes tratándose de emisiones de monóxido de 

carbono e hidrocarburos para vehículos a gasolina y, adicionalmente, se introdujo una 

regulación especial para vehículos a gas y motocicletas.  

No obstante, el estándar establecido en el ámbito normativo para el caso de las emisiones de 

fuentes móviles dista de ser el ideal; en la actualidad, las normas EURO, estatuto europeo 

diseñado para el control de emisiones de provenientes de fuentes móviles, se encuentran en 

su sexta generación, mientras tanto en el país seguimos con vehículos y combustibles propios 

de los parámetros EURO IV. La necesaria actualización de estos estatutos implicaría una 

ostensible mejoría en la calidad del aire, derivada de la llegada de vehículos de combustión 

interna menos contaminantes; además, requiere de un compromiso importante de la industria 

petrolera con relación a la producción de los combustibles de mejor calidad, con menores 

contenidos de azufre y adecuados para estos nuevos autos.  

En conclusión, se puede decir que más allá de la pertinencia de la introducción de nuevas 

modificaciones a las normas en comento, debe haber un énfasis en la necesidad de conseguir, 

por lo menos, el cumplimiento de lo ya establecido; considerando que buena parte del 
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problema de contaminación atmosférica que nos aqueja deviene de la no aplicación de los 

parámetros vigentes. 

 

2.3.4.2. La norma de inmisión  

 

La norma de inmisión hace referencia al conjunto de disposiciones que establecen los niveles 

permitidos de concentración de agentes contaminantes en la atmósfera, a partir de la 

distinción de un grupo de sustancias que se toman como criterio para determinar la calidad 

del aire. A nivel internacional, la Organización Mundial de la Salud, ha sido la entidad 

encargada, desde la década de los 70’ del siglo pasado, de emitir una serie de guías que son 

actualizadas periódicamente, con la intención de orientar a los países hacia la protección de 

la salud humana frente a los efectos nocivos de esta clase de polución. 

La más reciente guía sobre la calidad del aire, publicada por la OMS, corresponde al año 

2005, allí se recomiendan unos niveles de concentración de contaminantes aptos para 

garantizar el bienestar y la salud humana de la gran mayoría las personas (OMS, 2006). 

Tabla 4. Niveles permisibles de concentración de contaminantes 

Sustancias 

Contaminantes 
Tiempo de Exposición 

Nivel máximo de 

concentración 

recomendado 

(µg/m³) 

PM 10 
Anual 20 

24 horas 50 

PM 2.5 
Anual 10 

24 horas 25 

SO2 
24 horas 20 

10 minutos 500 

NO2 
Anual 40 

1 hora 200 

O3 8 horas 100 

 
Elaborada por el autor con base en información de las Guías la calidad del aire de la 

Organización Mundial de la Salud (OMS, 2006). 
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El origen de la información que otorga sustento a las restricciones contenidas en la norma de 

inmisión colombiana se ubica justamente en los documentos emitidos sobre el tema por parte 

de la Organización Mundial de la Salud. Colombia, históricamente, ha venido adoptando las 

regulaciones sugeridas por la OMS de manera paulatina; por esta razón, la norma nacional 

de inmisión ha cambiado varias veces. A continuación, presentamos una tabla donde 

consignamos los niveles máximos autorizados de concentración de contaminantes criterio, 

según las normas que han venido regulando la calidad del aire en Colombia, en los últimos 

años.  

 
Tabla 5. Niveles máximos de concentración de contaminantes criterio en el aire según la norma (µg/m³) 

Sustancias 

Contaminantes 

(µg/m³) 

Tiempo de 

Exposición 

Decreto 

02 de 

1982 

Resolución 

601 de 

2006 

Resolución 

610 de 

2010 

Resolución 2254 de 2017 

Antes 

del 1 

de julio 

de 

2018 

Después 

del 1 de 

julio de 

2018 

A 

partir 

del año 

2030 

PST 
Anual 100 100 100 n/a n/a n/a 

24 horas 400 300 300 n/a n/a n/a 

PM 10 
Anual n/a 70 50 50 50 30 

24 horas n/a 150 100 100 75 75 

PM 2.5 
Anual n/a n/a 25 25 25 15 

24 horas n/a n/a 50 50 37 37 

SO2 

Anual 100 80 80 n/a n/a n/a 

24 horas n/a 250 250 50 50 20 

3 horas n/a 750 750 n/a n/a n/a 

1 hora n/a n/a n/a 100 100 100 

NO2 

Anual 100 100 100 60 60 40 

24 horas n/a 150 150 n/a n/a n/a 

1 hora n/a 200 200 200 200 200 

O3 
8 horas n/a 80 80 100 100 100 

1 hora 170 120 120 n/a n/a n/a 

CO 
8 horas 15.000 10.000 10.000 5.000 5.000 5.000 

1 hora 50.000 40.000 40.000 35.000 35.000 35.000 

 
Elaborada por el autor a partir de los datos consignados en la normativa citada. 

 

La información aquí presentada nos muestra de manera clara cómo, en las últimas décadas, 

la tendencia generalizada en las normas de calidad del aire o normas de inmisión en el país, 

ha estado encaminada a establecer pautas cada vez más restrictivas para la concentración de 
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sustancias contaminantes a la atmósfera.  De esta manera, por ejemplo, la concentración 

máxima permisible de NO2 para el periodo de un año pasó de 100 µg/m³ en el Decreto 02 de 

1982, a proyectarse en 40 µg/m³ del año 2030 en adelante, de acuerdo con lo dispuesto por 

la ahora vigente Resolución 2254 de 2017.  

El objetivo, evidentemente, consiste en acercarse cada vez más a los números recomendados 

por la OMS, lo cual aclara un asunto curioso: mientras la mayoría de las cifras de 

concentraciones de las sustancias en cuestión tienden a ser cada vez más pequeñas, la 

concentración máxima permitida de ozono (O3) para el periodo de 8 horas aumentó, pasando 

de 80 µg/m³ a 100 µg/m³, como resultado de la más reciente actualización. La razón es que 

la norma nacional resultaba ser más restrictiva que la recomendación proveniente de la 

entidad internacional y, por lo tanto, se estimó pertinente modificarla.  

Además de imponer mayores límites a los niveles de concentración de determinadas 

sustancias en el aire, las normas de inmisión también han venido modificándose en pro de 

descartar la medición de ciertos contaminantes. En la tabla presentada se evidencia cómo, a 

partir de la expedición de la Resolución 2254 de 2017, las partículas suspendidas totales 

(PST) dejaron de considerarse como un contaminante criterio.  

Por otra parte, mientras algunos fueron descartados, otros han sido incorporados, como es el 

caso del material particulado de tamaño menor a 2.5 micras (PM 2.5), incluido formalmente 

dentro de la lista de contaminantes criterio a partir de la Resolución 610 de 2010. Lo anterior 

se dio como respuesta a que las investigaciones científicas sobre la materia evidenciaron que 

no era necesario realizar una restricción que involucrara a todo el particulado suspendido en 

el aire; sino que, contemplando el daño potencial para la salud humana, el cual se suscribió 

a las partículas de tamaño menor a 10 micras (PM10) y especialmente al PM2.5, su monitoreo 

y control debería primar, haciéndose innecesario el seguimiento constante al PST.  

Sin duda, el permanente avance científico y técnico en torno a este asunto, logra que se deban 

estar ajustando múltiples aspectos de la norma. Otra muestra de ello es la forma en la que 

han variado las mediciones relacionadas con el criterio de temporalidad, el caso del dióxido 

de azufre (SO2) es bastante ilustrativo al respecto. A lo largo de las últimas décadas, la 

concentración de este compuesto químico ha sido objeto de regulación en atención a su 

medición anual, diaria, de 3 horas, y de una hora. El criterio de anualidad y el de 3 horas han 
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sido descartados por la última norma, permaneciendo los dos restantes; pues al parecer, 

representan la posibilidad de un control más eficiente según el concepto de los expertos.  

Aun cuando el último ajuste a la norma nacional presenta avances importantes en la 

regulación de la materia, llegando a equipararse en algunos casos con lo sugerido por la OMS 

para ciertos contaminantes, aún subsiste una diferencia importante con lo propuesto por el 

organismo multilateral en torno a la concentración de PM 10 y PM 2.5; incluso en la 

proyección que se hace de la norma para el año 2030.  

Valga la pena mencionar que el Sistema de Información Sobre Calidad del Aire SISAIRE ha 

venido mostrando cómo los límites establecidos son permanentemente sobrepasados en 

algunas zonas del país donde se realiza el respectivo monitoreo, tal y como lo dejamos 

consignado cuando abordamos el tema en la última sección del primer capítulo de este 

escrito.  

 

2.3.4.3. El índice de calidad del aire (ICA) 

 

El complemento a la norma de inmisión o norma de calidad del aire viene de la mano de lo 

que se conoce como el índice de calidad del aire o ICA; el cual consiste, de acuerdo con lo 

señalado en el artículo 18 de la Resolución 2254 de 2017, en un “valor adimensional para 

reportar el estado de la calidad del aire en función de un código de colores al que están 

asociados unos efectos generales que deben ser tenidos en cuenta para reducir la exposición 

a altas concentraciones por parte de la población”. Veamos: 

 

Tabla 6. Índice de estado de la calidad del aire y sus efectos 

Rango Color 

Estado de la 

calidad del 

aire 

Efectos 

0 - 50 Verde Buena 
La contaminación atmosférica supone un riesgo 

bajo para la salud. 

51 - 100 Amarillo Aceptable 
Posibles síntomas respiratorios en grupos 

poblacionales sensibles 

101 – 150 Naranja 
Dañina para la 

salud de 

Los grupos poblacionales sensibles pueden 

presentar efectos sobre la salud. 



100 
 

grupos 

sensibles 

1) Ozono troposférico: Las personas con 

enfermedades pulmonares; niños, adultos 

mayores y las que constantemente realizan 

actividad física al aire libre, deben reducir su 

exposición a los contaminantes del aire. 

2)Material Particulado: Las personas con 

enfermedad cardiaca o pulmonar, los adultos 

mayores y los niños se consideran sensibles y 

por lo tanto en mayor riesgo. 

151 - 200 Rojo 
Dañina para la 

salud 

Todos los individuos pueden comenzar a 

experimentar efectos sobre la salud. Los grupos 

sensibles pueden experimentar efectos más 

graves. 

201 - 300 Púrpura 
Muy dañina 

para la salud 

Estado de alerta que significa que todos pueden 

experimentar efectos más graves para la salud. 

301 - 500 Marrón Peligroso 

Advertencia sanitaria. Toda la población puede 

presentar efectos adversos graves en la salud 

humana y están propensos a verse afectados por 

graves efectos sobre la salud. 

Recuperada de: Resolución 2254 de 2017; Artículo 19. 

 

Los parámetros consignados en el ICA pretenden servir como instrumento para informar, 

tanto a las autoridades ambientales, como a la población en general sobre los riesgos a los 

que se expone en un determinado evento donde se presente polución en el aire. Así, este 

índice también se constituye como una herramienta en manos del Estado y más 

específicamente de las entidades encargadas de velar por la protección de la atmósfera para 

tomar decisiones tendientes a superar eventos de emergencia asociados a situaciones de 

contaminación, tal y como ha ocurrido recientemente en las ciudades de Medellín y Bogotá.  

Nótese cómo bajo esta perspectiva, la calidad del aire y los niveles de precaución están 

determinados, de acuerdo con consideraciones estrictamente sanitarias; lo cual, refuerza la 

idea de un andamiaje normativo relativo a la calidad del aire en Colombia que se ha 

desarrollado desde una perspectiva que adopta la salud humana como el parámetro por 

excelencia a partir del cual se determina cuando el aire se encuentra en buenas condiciones 

y cuándo los niveles de contaminación representan un riesgo.  

Así, se dejan de lado consideraciones de tipo ambiental, más integradoras, holísticas y más 

acordes con las características mismas del asunto que se pretende regular, poniendo a la 

especie humana en el centro, como si se tratase de la única que se podría ver potencialmente 
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afectada por el deterioro en la calidad del aire, aun en contravía de lo dispuesto por la propia 

normativa vigente. 

La forma en la que se determinan el rango y el color y, por ende, el estado de la calidad del 

aire es a partir de unos puntos de corte asociados a la concentración de contaminantes criterio 

en la atmósfera; los cuales establecen los grados de concentración a tener en cuenta para 

declarar los niveles de alerta consignados en el ICA.  A continuación, presentamos la tabla 

consignada en el artículo 20 de la Resolución 2254 de 2017, donde se encuentran registrados 

estos-valores: 

 

Tabla 7. ICA vigente 2018 

 

Recuperada de: Resolución 2254 de 2017; Artículo 19. 

 

Se puede observar que quedan claros los niveles de concentración de contaminantes, criterio 

a partir de los cuales se determina la calidad del aire en Colombia. Varias son las críticas que 

se le hacen a esta herramienta, además de su ya mencionada perspectiva antropocéntrica; 

entre ellas resalta aquella que hace alusión a que el establecimiento de unos estándares, que 

tienen en cuenta los contaminantes de forma individual, no da cuenta de los eventos 

potencialmente nocivos que pueden presentarse como resultado de la interacción entre estas 
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sustancias en la atmósfera y su eventual transformación por efecto de la influencia de otros 

factores como la radiación solar.  

Adicionalmente, vale la pena mencionar que este modelo resulta permisivo con la existencia 

de bajas concentraciones de contaminantes durante largos periodos de tiempo; asunto 

problemático, si tenemos en cuenta lo ya mencionado en el primer capítulo de este escrito. 

Tanto la norma de inmisión, como el ICA se han transformado, en las últimas décadas, 

haciéndose cada vez menos permisivos con la concentración de sustancias contaminantes en 

el aire; de esa manera, han resultado útiles para el abordaje de los episodios de contaminación 

que vienen empezado a tener lugar en las grandes ciudades colombianas. Sin embargo, al 

igual que las normas que las antecedieron, aún permanecen ancladas a la idea de una 

regulación que desconoce los elementos ambientales y se centra en el ser humano como único 

sujeto de protección, lo que en últimas se constituye como uno de los factores que impiden 

el que estos preceptos normativos se manifiesten verdaderamente en la protección del aire y 

en la garantía de su buena calidad. 

 

2.4. El estatuto del aire, lejos de la garantía del derecho al aire limpio  

 

Hasta ahora, en esta sección hemos realizado un acercamiento a las principales características 

del estatuto para la protección del aire con el que cuenta Colombia para hacer frente al 

fenómeno de contaminación de la atmósfera, tanto en la dimensión local, como en el espectro 

global, en el cual tienen lugar varios fenómenos, como el del cambio climático y el deterioro 

de la capa de ozono. En adelante expondremos las razones por las cuales consideramos que 

dicho andamiaje normativo se encuentra lejos de la posibilidad de concretarse en una efectiva 

garantía del derecho al aire limpio. 

Retomando lo planteado en la primera parte de este segundo capítulo, debemos mencionar 

que, en gran parte los problemas de los que adolece el estatuto del aire en Colombia 

corresponden a los mismos que enunciamos cuando hablamos acerca de las características 

del derecho de la administración del ambiente surgido en el mundo a partir de la década de 

los 70’ del siglo pasado. La multiplicación de normas en el marco de un orden disperso, una 
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administración que carece de los medios adecuados para ejercer el control del cumplimiento 

de lo dispuesto y sanciones o penas que aun cuando se hayan incluidas en la legislación poco 

o nada se aplican (Ost, 1996), son justamente rasgos característicos del sistema de normas 

que pretende la atención de la cuestión del cuidado de la atmósfera en el país. 

Consideramos aquí que esto es así, dado que en el fundamento de esta estructura de normas 

subsisten dos elementos claves que se ubican en el eje de la problemática; por un lado, una 

persistente mirada antropocéntrica y sanitarista que dificulta la comprensión holística de la 

cuestión de la preservación de una atmósfera libre de contaminantes, más allá de valoraciones 

sobre el bienestar humano a corto plazo (Gudynas, 2014); en segundo lugar, un modelo 

jurídico servil al sistema económico dominante, enmarcado en lo que Leff denomina “la 

institucionalización de la racionalidad económica”, que no concibe a la naturaleza más que 

como un enorme depósito de objetos listos para ser apropiados e ingresados al comercio 

(Leff, Ecología y Capital. Racionalidad ambiental, democracia participativa y desarrollo., 

1998). Ambos elementos en el fondo propician que el estatuto para la protección de la 

atmósfera parezca más un régimen enfocado a la expedición de permisos para contaminar. 

 

2.4.1. La efectividad en entredicho 

 

Diversos son los factores que implican dificultades a la hora de conseguir la aplicación de lo 

dispuesto en las normas que pretenden la protección de la atmósfera, repercutiendo 

negativamente sobre su eficacia; entre ellas resaltamos la amplitud y dispersión del marco 

normativo; la obsolescencia y el anacronismo de lo preceptuado; la reducida capacidad 

estatal destinada al conseguir su cumplimiento y la tolerancia administrativa en relación con 

su vulneración.  

 

2.4.1.1. Amplitud y dispersión del estatuto del aire 

 

Como hemos visto, el estatuto sobre la protección del aire en el país está constituido por un 

amplio grupo de normas emitidas por diversas entidades, las cuales, en algunos casos, 
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parecen encontrarse desconectadas unas de otras, a pesar de estar enfocadas a la atención de 

la misma problemática. Es posible encontrar normas relacionadas con el asunto, tanto en la 

Constitución, como en leyes expedidas por el Congreso de la República, en decretos del 

poder ejecutivo, en resoluciones del Ministerio de Ambiente o del Ministerio de Minas, y en 

actos administrativos expedidos por las entidades territoriales, entre otras.  

Algunas de las anteriores enfocadas en el control de emisiones, otras a los niveles de 

inmisión, o asociadas a la calidad de los combustibles, también al establecimiento de 

sanciones para infractores, a la promoción de la sustitución de fuentes energéticas, etcétera. 

Todas ellas reformadas en varias ocasiones a lo largo de los últimos 30 años esencialmente 

con la finalidad de adaptarlas a las posibilidades que ofrece el permanente avance de la 

técnica para el control de este tipo de contaminación.  

Si bien es cierto que, recientemente, el Estado colombiano ha hecho esfuerzos por enfrentar 

el problema de la dispersión de las normas en el país a través de la introducción de decretos 

compilatorios como el Decreto 1076 de 2015 que recoge las disposiciones relativas al sector 

ambiente; la atención de fenómenos como el de la contaminación atmosférica requieren de 

una mayor articulación, tanto de las normas relacionadas con el tema, como de la acción de 

las entidades encargadas de atender el asunto. 

A propósito, se ha reconocido una discontinuidad entre las políticas e iniciativas legislativas 

impulsadas desde el nivel nacional y los lineamientos sobre la base de los cuales se trabaja 

el tema en al interior de las entidades del orden ambiental y sectorial (University College 

London y Universidad de los Andes, 2013). Lo anterior, aun cuando el Conpes 3344 de 2005 

proyectó recomendaciones puntuales para la articulación de las acciones encaminadas al 

control de la contaminación del aire en el territorio nacional por parte de las entidades 

públicas, lo que desembocó en la reglamentación de la Comisión Técnica Nacional 

Intersectorial para la Prevención y el Control de la Contaminación del Aire, CONAIRE, a 

través del Decreto 244 de 2006, cuyas recomendaciones fueron recogidas en el documento 

de “Política de Prevención y Control de la Contaminación del Aire” emitido por el Ministerio 

de Ambiente en el año 2010, y no han surtido el efecto deseado en cuanto a la disminución 

de la problemática en cuestión (MAVD, 2010).  
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Una mirada de mediano plazo sobre las normas que han venido regulando el asunto en el país 

nos muestra claramente que para cada nuevo tipo de sustancia contaminante detectada, se 

expide un nuevo instrumento legal dedicado a su control; además, que a medida que el 

desarrollo de la técnica permite un control más exacto y riguroso, se modifican los preceptos 

existentes para adaptarlos a dicha posibilidad. Así fue como pasamos del monitoreo genérico 

de PST, a las actuales mediciones de PM10 y PM 2.5 relacionadas con el material 

particulado, y también se explica la modificación de la Resolución 909 de 2008 relativa a las 

emisiones de fuentes fijas realizada a través de la Resolución 802 de 2014, con el fin de 

establecer nuevos parámetros para el tratamiento térmico de productos de cerámica y arcilla.  

Nos encontramos entonces, frente a un andamiaje normativo de creciente tamaño, que bajo 

la lógica expuesta no pareciera tender a disminuir. Si con cada nueva sustancia contaminante 

emitida al aire se introduce un nuevo grupo de preceptos para su regulación (así sea de manera 

tardía), el número de normas dedicadas a la protección de la atmósfera continuará 

aumentando.  

 

2.4.1.2. La obsolescencia o anacronismo de lo preceptuado 

 

Cuando aludimos a la obsolescencia o anacronismo de las normas expedidas para la 

protección del aire, nos referimos al evento en virtud del cual el avance del conocimiento 

técnico y científico a propósito de los contaminantes criterio, los instrumentos para la 

medición de concentraciones, la introducción de nuevas herramientas dedicadas a la 

disminución de emisiones, etcétera; propician la transformación permanente de dichas 

normas. Así se produce lo que Jordano Fraga designa como el desfase temporal de una norma, 

que la desvincula de la realidad social en la que pretende ser aplicada (Jordano Fraga, 1995).  

Más atrás hemos hecho alusión a esta clase de sucesos en el caso colombiano, de manera que 

no volveremos sobre el repaso de los ejemplos ya presentados; pues estimamos que sí existe 

un campo en el que se hace evidente este fenómeno, es justamente en aquel que se dedica a 

atender la problemática de la contaminación del aire.   
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Como se dijo, la obsolescencia de estas normas tiene como resultado que no se encuentren 

adaptadas al contexto en la cual pretenden aplicarse, situación que hace necesaria su 

permanente reforma. De esta manera, si al hecho de la existencia de una importante cantidad 

de instrumentos normativos dispersos tendientes a regular la materia, le sumamos el asunto 

de la permanente actualización a la que estos son sometidos, tenemos como resultado un 

galimatías que termina por dificultar seriamente la aplicación de lo dispuesto por parte de las 

entidades y funcionarios encargados de hacerlo. Tengamos en cuenta que dichos cambios se 

presentan en periodos de tiempo cortos y, por lo general, no solo implican una transformación 

en los textos legales, sino también la correspondiente adaptación del engranaje institucional 

dedicado a garantizar su cumplimiento, asunto que no se resuelve de la noche a la mañana, y 

que implica serias dificultades para la implementación de las reformas introducidas, 

repercutiendo de manera negativa sobre la garantía del derecho al aire limpio.    

 

2.4.1.3. Falta de capacidad y tolerancia administrativas 

 

En Colombia existe una evidente falta de capacidad de las entidades públicas encargadas del 

manejo del tema para conseguir el cumplimiento de la normativa establecida, la cual se 

encuentra estrechamente relacionada con la cantidad de recursos que se destinan para 

alcanzar dicho objetivo. Es evidente que, en países como Colombia, la inversión para 

garantizar la efectiva implementación de la legislación ambiental está lejos de ser una 

prioridad, en gran parte, debido a que, a pesar de contar con todo un universo de disposiciones 

tendientes a garantizar la protección del ambiente, las problemáticas asociadas a su 

destrucción, lejos de disminuir, aumentan tanto en número y en gravedad. La efectividad de 

estas normas depende, en parte, de la existencia de una importante capacidad instalada para 

el monitoreo y control del cumplimiento de los parámetros dispuestos; si no se cuenta con 

los equipos técnicos y el personal suficientes en términos de cantidad y calidad para realizar 

un monitoreo adecuado. 

En algunas partes de este documento hemos manifestado las deficiencias que presenta el 

SISAIRE con relación al monitoreo de los contaminantes criterio, las cuales se derivan de la 
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falta de equipamiento idóneo o directamente de la ausencia total de esta clase de elementos 

en algunas zonas del país (IDEAM, 2016). En ese mismo sentido también nos hemos referido 

aquí las complicaciones que han sido reportadas con referencia a la falta de preparación del 

personal encargado de llevar a cabo las mediciones de los vertimientos atmosféricos en 

fuentes fijas (Vargas, Cortés, Gómez, Saldarriaga, y Rojas, 2009). En ambos casos se trata 

de factores que entorpecen de manera grave la aplicación de lo dispuesto. 

Adicionalmente, teniendo en cuenta que en la mayoría de los casos las normas que integran 

este estatuto contienen un lenguaje altamente técnico, se hace bastante difícil que una persona 

carente de formación específica en la materia pueda llegar a comprenderlas del todo; 

situación que, en últimas, repercute negativamente en el control ciudadano de su 

cumplimiento, dado que no resulta nada sencillo para un ciudadano cualquiera determinar 

cuándo un vehículo o una instalación industrial se encuentra incumpliendo las normas de 

emisión, puesto que normalmente carecería de los medios técnicos y el conocimiento para 

así establecerlo. De tal manera que la población depende por completo de la acción de las 

entidades encargadas de la fiscalización del cumplimiento de la normativa sobre el aire, 

debido a que son las únicas que en teoría están en capacidad de ejercer control sobre la 

observancia de lo dispuesto. 

El que los ciudadanos no puedan ejercer control sobre el acatamiento del estatuto del aire no 

es un asunto menor, pues descarga toda la responsabilidad en las autoridades ambientales, y 

si estas no cuentan con los medios adecuados para hacerlo de la forma que se requiere, 

entonces las normas pasan a convertirse en un mero accesorio de la formalidad jurídica, en 

letra muerta, pues al fin de cuentas, nadie las hace cumplir.   

En cuanto a la tolerancia administrativa, a propósito del incumplimiento de lo dispuesto al 

interior del estatuto del aire, se expresa en buena medida en el marco del ejercicio de los 

controles a las fuentes contaminantes por parte de las autoridades competentes; tanto en el 

escenario de las fuentes móviles, donde hace parte de la cotidianidad el hecho de ver 

circulando por las calles a vehículos de combustión interna que lanzan enormes nubes de 

material particulado al aire sin que se le preste mayor atención a la cuestión por parte de 

quienes deberían evitar que esto ocurra, como en el ámbito de las fuentes fijas donde como 
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ya se dijo los controles muchas veces están a cargo de personal infra-capacitado (Vargas, 

Cortés, Gómez, Saldarriaga, y Rojas, 2009). 

A lo anterior ha de sumarse el preocupante rol que desempeñan las entidades públicas 

encargadas de la expedición de licencias ambientales, cuando se trata del control al desarrollo 

de actividades que implican la emisión de sustancias contaminantes a la atmósfera. Recientes 

estudios sobre la actividad de las instituciones encargadas del tema, presentan serios 

cuestionamientos en punto a varios de los elementos, tanto jurídicos, como técnicos que 

caracterizan el proceso de licenciamiento ambiental en el país. 

En el ámbito jurídico se ha señalado la falta de sustento de los actos administrativos por 

medio de los cuales se otorgan las licencias como una de las principales deficiencias que se 

presentan en el marco del desarrollo de las funciones de dichos entes, a ello se suman la 

deficiente redacción, la falta de coordinación entre las autoridades ambientales, y la 

existencia de procesos sancionatorios débiles a través de los cuales se imponen multas que 

no responden a una adecuada valoración del daño ambiental.  

Por su parte, las complicaciones asociadas al asunto técnico, pueden considerarse como 

producto de la falta de rigor relacionado con el poco uso de referencias y citación de 

evidencias para la determinación del otorgamiento de una determinada licencia; un déficit en 

la calidad de la información con la que se cuenta para la toma de decisiones; el limitado uso 

de herramientas tecnológicas; la falta de experiencia del personal involucrado, y la exagerada 

asignación de tareas a los servidores públicos encargados de adelantar los procedimientos 

(Mesa Cuadros, 2011). 

El crecimiento del tamaño de la normativa destinada al control del asunto de la 

contaminación de la atmósfera contrasta con un proceso de licenciamiento ambiental 

inadecuadamente financiado, el cual no se encuentra acompañado de políticas para el 

fortalecimiento del actuar institucional en este campo, ni evidencia independencia frente a 

poderes económico-políticos que propician la degradación ambiental (Mesa Cuadros, 

Sánchez Supelano, Quesada Tovar, y Ortega Guerrero, 2013). En ese orden de ideas, 

consideramos acertado lo presentado por Mesa, al afirmar, con respecto a la expedición de 

licencias ambientales, que las entidades encargadas del asunto, en especial la Agencia 
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Nacional de Licencias Ambientales ANLA, se han constituido en agentes para la autorización 

de la depredación y contaminación del ambiente (Mesa Cuadros, 2011). 

 

2.4.2. El persistente antropocentrismo 

 

Tal y como se dijo con antelación, estimamos que uno de los elementos que explica el porqué 

de las prerrogativas estipuladas al interior del estatuto del aire no logran manifestarse en 

forma de una efectiva protección del derecho al aire limpio, radica en la existencia de una 

fundamentación jurídica anclada a un enfoque antropocéntrico que impide una comprensión 

más completa de las implicaciones que trae consigo el deterioro de la atmósfera y, por ende, 

la importancia de su cuidado, más allá de enfoques que se encasillan en el aspecto de la salud 

humana obviando todas las interacciones y complejidades. 

La racionalidad jurídica antropocéntrica no corresponde con la realidad de las relaciones 

complejas que pretende regular; por lo que reduce el problema de la contaminación del agua 

al acceso al líquido en condiciones de potabilidad por parte de la especie humana, olvidándo 

que los cuerpos de agua son también en sí mismos ecosistemas que albergan vida y que las 

interacciones naturales en las que se encuentra involucrado este elemento van mucho más 

allá de la necesidad humana de saciar la sed. Asimismo, pretende limitar el asunto de la 

calidad del aire al estándar requerido para garantizar la salud a los seres humanos, sin tener 

en cuenta las condiciones que garanticen la existencia digna de los otros seres vivos, o el 

mantenimiento del frágil equilibrio ambiental que nos permite la vida a todos (humanos y no 

humanos); se trata entonces de una visión obtusa que necesariamente debe ser ampliada. 

De esta manera, dicha tendencia racional, según la cual, el ser humano resulta ser el punto de 

partida de cualquier valoración (Gudynas, 2014), se constituye en un impedimento para 

conseguir una apreciación más holística de lo que es el aire y también se plantea como un 

obstáculo para las nuevas formas de entender el deber ser de la relación entre la especie 

humana y la naturaleza de la cual hace parte, incluida la atmósfera.  

El fundamento antropocéntrico se expresa en todo el sistema jurídico colombiano y, por 

supuesto, también lo hace al interior del estatuto del aire. Desde los instrumentos 
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internacionales incorporados a la legislación interna, pasando por los preceptos 

constitucionales de la carta de 1991, hasta los desarrollos legales que sucedieron a la Ley 99 

de 1993 y el posterior Decreto 948 de 1995, incluida la Resolución 2254 de 2017 que contiene 

la nueva norma de inmisión y que recién entró en vigencia para enero del año 2018; cada una 

de ellas responde a esta mirada incompleta del asunto en cuestión. 

La Declaración de Estocolmo expone, en su quinto punto, que “de todas las cosas en el 

mundo, los seres humanos son lo más valioso” (ONU, 1972). Por su parte la posterior 

Declaración de Río, en su principio número uno consignó que “Los seres humanos 

constituyen el centro de las preocupaciones relacionadas con el desarrollo sostenible. Tienen 

derecho a una vida saludable y productiva en armonía con la naturaleza” (ONU, 1992). La 

Constitución Colombiana recogería este mismo modelo de pensamiento al plantear que 

“Todas las personas tienen derecho a gozar de un ambiente sano”. Por lo anterior, la Ley 99 

de 1993 dispuso que, por ejemplo, “en la utilización de los recursos hídricos, el consumo 

humano tendrá prioridad sobre cualquier otro uso”, y también “la biodiversidad del país, por 

ser patrimonio nacional y de interés de la humanidad, deberá ser protegida prioritariamente 

y aprovechada en forma sostenible”. Además, continuó con la idea de concebir al aire, el 

agua y el suelo como recursos naturales, recursos valiosos, importantes para la pervivencia 

de la especie humana, más no por sí mismos. 

El Decreto 948 de 1995 plantea una idea mucho más moderada al señalar como objeto definir 

los mecanismos administrativos en manos de las autoridades ambientales para “mejorar y 

preservar la calidad del aire, y evitar y reducir el deterioro del medio ambiente, los recursos 

naturales renovables y la salud humana”. Se trata de una conceptualización que supera al ser 

humano como único sujeto de protección del estatuto del aire, incluyendo y resaltando la idea 

de evitar y reducir el deterioro del ambiente y, a pesar de no superar la objetivación de la 

naturaleza esbozada allí a través de la noción de “recursos naturales”, sí muestra un intento 

por conseguir una adecuación normativa más acorde con la realidad ambiental, compleja e 

interrelacionada.  

A pesar de ello, las normas que en adelante se encaminaron a la reglamentación de lo 

dispuesto en dicho decreto, parecen obviar aquellos elementos y son claramente las 

portadoras de preceptos que responden más a una perspectiva sanitarista antropocéntrica que 
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a una mirada ambiental del problema de la contaminación del aire. Quizá el mejor ejemplo 

de planteado se encuentre a en las normas de inmisión que han regido en el país; las cuales 

son el producto de la incorporación al estatuto interno sobre el aire de las recomendaciones 

emitidas a propósito de la concentración de sustancias contaminantes en la atmósfera por 

parte de la OMS (2006). Dicha entidad, basándose en estudios médicos realizados 

exclusivamente en seres humanos, emitió unas pautas encaminadas a salvaguardar nuestra 

especie con relación a la exposición a cierto tipo de sustancias emitidas en el aire que resultan 

bastante contaminantes. En Colombia se han acogido dichas recomendaciones de manera 

paulatina a través de lo que se conoce como la norma de inmisión o de calidad del aire, pero 

tal reglamento no contempla para el establecimiento de los estándares de concentración por 

contaminante criterio, o para la determinación de la calidad del aire a través del ICA, algún 

criterio diferente al de las posibles afectaciones que puede tener un determinado nivel de 

contaminación en la salud humana.   

Esto significa que las normas de inmisión expedidas en el país han sido enfocadas únicamente 

a la protección de la salud humana (Rodríguez Patarroyo, 2012), por lo tanto, se encuentran 

alejadas de otras consideraciones de tipo ambiental que debieran tenerse en cuenta, si lo que 

se pretende es “mejorar y preservar la calidad del aire, evitar y reducir el deterioro del medio 

ambiente”, tal y como reza el Decreto 948 de 1995. 

Si tenemos en cuenta que la más reciente norma de calidad del aire fue emitida a través de la 

Resolución 2254 de 2017 y empezó a regir a partir del primero de enero del año 2018; 

además, dicho reglamento, a pesar de su actualidad, se mantiene fundado en los criterios 

antes expuestos, podemos concluir que el estatuto sobre el aire en Colombia se encuentra aún 

hoy atado de manera evidente a una perspectiva de corte antropocéntrico, que lo determina y 

lo limita. 

Aun así, el escenario no es del todo monolítico, pues los avances provenientes de la 

jurisprudencia constitucional, asociados al reconocimiento de valor intrínseco a los 

elementos que integran la naturaleza, considerándolos susceptibles de ser protegidos per se 

y no necesariamente por resultar útiles para el desarrollo de la vida humana (Corte 

Constitucional, 2010), han significado el inicio de la introducción de nuevos conceptos 

capaces de inducir la superación de la fundamentación antropocéntrica que caracteriza las 
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normas ambientales en el país (Prada Cadavid, 2012). No obstante, aún hace falta un largo 

trecho por recorrer en términos de generar una transformación de esta lógica antropocéntrica, 

la cual, no solo tiene su nicho en el campo del derecho, sino que atraviesa de manera 

transversal el modelo de pensamiento humano que ha acompañado la configuración de 

nuestras sociedades desde la modernidad.  

Un estatuto del aire limitado por la racionalidad jurídica antropocéntrica es incapaz dar 

cuenta de los desafíos que impone el actual estado de deterioro de la atmósfera como 

resultado de las dinámicas asociadas a la contaminación del aire; contemplando que las 

consecuencias de este fenómeno, no solo ponen en riesgo el bienestar humano, sino también 

el sistema de interacciones que hace posible la vida en el planeta y, por ende, la existencia de 

otras especies cuya valía entendemos es independiente de consideraciones antropogénicas. 

Esta mirada estrecha deberá ser superada en aras de la configuración de un estatuto alrededor 

de la idea de un derecho al aire limpio que, más allá de las importantes consideraciones sobre 

la salud humana, integre una comprensión compleja de la diversa gama de interacciones 

ambientales en las que se involucra este elemento. Urge así, un estatuto del aire, alrededor 

del derecho al aire limpio, que vaya más allá del derecho humano a no enfermarse por respirar 

el aire contaminado por su especie; es decir, un andamiaje normativo enfocado a la efectiva 

protección de la vida en el planeta que en gran parte depende del bienestar de la atmósfera.  

 

2.4.3. La institucionalización jurídica de la racionalidad económica 

 

La actual crisis ambiental se encuentra profundamente ligada al paradigma económico 

dominante que, por tratarse de un elemento que subyace a toda la problemática de deterioro 

y depredación de la naturaleza, nos lleva a profundizar por qué estimamos que, junto al 

antropocentrismo, se ubica como uno de los dos principales obstáculos para la configuración 

de un estatuto del aire acorde con la realidad ambiental y la garantía del derecho al aire 

limpio. 

Hablamos de un modelo económico que concibe el ambiente como un mero conjunto de 

objetos destinados a la integración de circuitos de producción, sobre la base de dos elementos 
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que aquí hemos identificado como propios del antropocentrismo: en primer lugar, la idea de 

la superioridad del ser humano sobre todo aquello que lo rodea y, en segunda medida, la 

distinción entre sujeto y objeto. De esta manera se configura un escenario al interior del cual 

la naturaleza es cosificada, escindida, y absorbida como objeto por la economía, quedando 

reducida a la categoría de “recursos naturales” (Leff, 1998). 

El crecimiento expansivo e ilimitado de este modelo de producción ha venido generando 

cada vez mayores niveles de apropiación, consumo y transformación, en evidente detrimento 

del bienestar de la naturaleza. Se trata de una racionalidad económica que, tal y como lo 

señala Leff, destruye sus propias condiciones de sustentabilidad, en la medida en que 

desconoce las limitantes propias de la constitución ecológica del planeta (Leff, 2009).  

Mientras el escenario reclama acciones en torno a la transformación de la mirada dominante, 

el modelo responsable de la crisis propone la búsqueda de soluciones tecnológicas para las 

problemáticas ambientales, dentro de la racionalidad de la economía de mercado, tales como: 

el control y la regulación de los residuos provenientes de los altos niveles de producción y 

consumo de mercancías. Lo anterior, en la medida en que se pone en riesgo la productividad 

de “recursos naturales” en los ecosistemas y se degrada la vida de la población humana.  

Sin embargo, dicho control depende de la factibilidad tecnológica y la rentabilidad 

económica de la incorporación de tecnologías limpias, equipos descontaminantes, y procesos 

industriales que impliquen la recuperación y reutilización de desechos. Tal y como lo señala 

Leff, en esta perspectiva, los propósitos de un desarrollo sustentable aparecen como una re-

funcionalización ecológica de la racionalidad dominante, que no pretende resolver el fondo 

del asunto (Leff, 1998).  

Como se mencionó con anterioridad, en este contexto el derecho ha jugado un papel adecuado 

a la racionalidad económica dominante. En primera medida, el derecho moderno a través de 

la figura de la propiedad privada consagrada en el Código Civil Napoleónico de 1804, 

formalizó y garantizó las dinámicas de apropiación, libre transformación y comercio de la 

naturaleza, requeridas por el capitalismo para su efectiva reproducción. Más adelante, 

después del surgimiento de la crisis ambiental que se hizo evidente a partir del final de la 

década de 1960, emergió lo que hemos venido denominando el derecho de la administración 

del ambiente.  
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Un sistema de normas que implica una mayor intervención del Estado en la materia; el cual 

configura una apropiación más compleja y más reglamentada, de los elementos naturales, 

pero, que no abandona la concepción de la naturaleza-objeto y se mantiene como albacea de 

la idea de un ambiente que está allí para ser apropiado, transformado, y comerciado; ahora 

con la posibilidad de ser protegido al resultar ser una condición básica para la reproducción 

del capital (Ost, 1996).  

Con la idea de la “institucionalización jurídica de la racionalidad económica” nos referimos, 

precisamente, a la introducción de las concepciones propias de la racionalidad económica 

dominante en la configuración del aparato jurídico que se ha dado a partir de la modernidad, 

tanto en el escenario previo a al surgimiento de la actual crisis ambiental marcado por la idea 

de la propiedad como derecho absoluto, como tras la aparición del derecho de la 

administración del ambiente nacido en la década de los 70’ del siglo pasado.  

En ambos casos, este modelo racional ha determinado un aparato jurídico orientado a 

favorecer las dinámicas de reproducción del capital, enfocado al mantenimiento del modo de 

producción y a las formas de consumo que hemos identificado como causa fundamental del 

deterioro ambiental; sistemas de normas que, lejos de manifestarse en la protección de la 

naturaleza, configuran un andamiaje adecuado para la profundización de su deterioro (Ost, 

1996).  

Es al interior de ese aparato normativo adecuado a la apropiación desmedida y destructiva 

del ambiente, donde ubicamos el estatuto del aire vigente en Colombia. Como lo hemos 

venido mostrando, tanto el conjunto de normas que pretenden la protección de la atmósfera 

frente a los fenómenos globales nocivos derivados de la contaminación, como aquellas 

destinadas a la regulación de la calidad del aire en el ámbito local, se adecuan a las 

características de un modelo jurídico que no impone límites reales a la idea de un crecimiento 

económico expansivo e ilimitado. 

Un caso paradigmático desde el cual es posible apreciar la acción determinante de la 

racionalidad económica sobre la toma de medidas jurídicas para la protección de la atmósfera 

en el país es el del asbesto. Una exposición a largo plazo a las fibras del asbesto y su 

consecuencial acumulación en los pulmones conllevan a la aparición de diversas 
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enfermedades pulmonares, entre las que se destacan la asbestosis, el cáncer de pulmón y el 

mesotelioma maligno (Ossa Giraldo, Gómez Gallego, y Espinal Correa, 2014).  

Al contrario de la tendencia mundial a la disminución en la utilización de asbesto, en 

Colombia el uso de estos minerales muestra una clara tendencia al aumento año tras año. Por 

ejemplo, en 2011 su consumo en el país fue de alrededor de 20.000 toneladas; al año siguiente 

la industria utilizó aproximadamente 25.000 toneladas de asbesto en diversos procesos, lo 

que implica un incremento del 25% en un lapso bastante corto (Greenpeace, 2017).  

Pese a diversas iniciativas ciudadanas y a la lucha desplegada por las personas que han sido 

víctimas de los nefastos efectos del asbesto sobre la salud, aún no ha sido posible conseguir 

la prohibición de su uso en Colombia; lo anterior, como resultado del lobby desplegado en el 

Congreso de la República, por parte de las empresas que emplean estos materiales en sus 

procesos productivos y la acción cómplice de un órgano legislativo que ha decidido 

privilegiar intereses económicos por encima del derecho al aire limpio. Sin embargo, el 

asbesto no constituye el único caso preocupante. 

Aludimos aquí, a un sistema de normas que favorece a la industria petrolera por encima de 

la necesidad de reducir drásticamente las emisiones de gases de efecto invernadero a la 

atmósfera, pues no desestimula la comercialización de vehículos con motores de combustión 

interna, y permite la distribución de combustibles de baja calidad.  Lo mismo podríamos 

ocurre con respecto a la contaminación del aire a nivel local; la falta de pautas acordes con 

los retos que nos impone el creciente estado de deterioro de la calidad del aire en el país 

corresponden a la permisividad propia de un sistema de normas determinado por la 

racionalidad económica, donde aun cuando los estándares de emisiones e inmisión no son 

los ideales, resultan permanentemente desconocidos en el marco de una práctica 

administrativa tolerante con la vulneración de la normativa ambiental, más aún cuando su 

aplicación comporta una intervención sobre las dinámicas propias del modelo de producción. 

En este sentido, se calcula que alrededor de 5.9 millones de vehículos en Colombia evaden 

su obligación de realizar la revisión técnico-mecánica, en la cual se determina si los 

automóviles cumplen con las disposiciones vigentes sobre emisiones. Por dicha razón la 

Procuraduría General de la Nación lanzó en el año 2018 un S.O.S por la calidad del aire, ha 

reclamado a las autoridades el despliegue de las acciones requeridas para conseguir el 



116 
 

cumplimiento de las normas que regulan la materia en el país (Procuraduría General de la 

Nación, 2018). A esto se suma la falta de un monitoreo adecuado del cumplimiento de la 

norma de inmisión y los problemas asociados al control de fuentes fijas. 

Se trata, en general, de normas que pretenden la protección de la atmósfera, pero sin trastocar 

las dinámicas del modelo económico imperante. Como en el caso del Protocolo de Kyoto, 

donde se apostó por medidas propias de la racionalidad económica para regular la emisión 

de gases de efecto invernadero a través de transacciones sobre la absorción de emisiones de 

CO2 de los países industrializados, por parte de los países pobres en el marco de lo que se 

conoce como el mercado de bonos de carbono. Lo que implica una regulación basada en la 

comercialización de derechos de emisiones donde los países ricos transfieren el costo 

ambiental de sus prácticas a los países pobres (ricos en biodiversidad) que contaminan por 

debajo de sus cuotas, compensándolos con un monto monetario (Leff, 2005). 

Asimismo, se ha señalado que, si bien la COP 21 de París significó avances importantes, tales 

como establecer un objetivo cuantitativo de estabilización de la temperatura global 1.5°C - 

2°C, y determinar un mecanismo de coordinación internacional para conseguir dicho 

objetivo; la falta de un régimen de sanciones encaminado a conseguir el cumplimiento de lo 

acordado, y la ausencia de medidas disuasivas, podrían desembocar en una inconsistencia 

entre los objetivos acordados y la reducción de GEI que efectivamente se llegue a conseguir 

(Gelles, 2016).  

En ambos casos, la falta de medidas más ambiciosas se debe a la prioridad de los intereses 

económicos sobre el bienestar de la naturaleza, que es también el bienestar de las sociedades 

humanas. A propósito, señala Klein, la razón por la cual no reaccionamos a la altura de las 

circunstancias, tiene que ver con que las acciones requeridas para atender el problema del 

cambio climático, ponen directamente en cuestión nuestro paradigma económico dominante 

(Klein, 2015).  

De esta forma podemos evidenciar cómo, en torno al asunto del estatuto del aire, la influencia 

de la racionalidad económica tiene por lo menos dos expresiones muy puntuales. En primer 

lugar, implica la configuración de un sistema normativo permisivo con las prácticas 

contaminantes y depredadoras del ambiente; en segunda medida, propicia el 
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desconocimiento de aquellas disposiciones normativas que, aunque permisivas, suponen el 

único límite legal a dichas prácticas.  

Así pues, frente a la pregunta que nos hacíamos acerca de si es o no el estatuto del aire un 

sistema enfocado a la emisión de permisos para contaminar, la respuesta será afirmativa, 

aclarando a su vez que dicha permisividad se da en dos vías: una formal, relacionada con una 

normativa laxa que no se vería reflejada en una garantía adecuada del derecho al aire limpio, 

y una material, derivada de la acción tolerante de las autoridades hacia las prácticas 

contaminantes.  

Han pasado ya más de 40 años desde la realización de la Cumbre de Estocolmo, y aun así, el 

derecho de la administración del ambiente no ha mostrado resultados alentadores 

relacionados al control del fenómeno de contaminación atmosférica. Siguiendo a Ost, 

diremos que basta con evaluar la efectividad del derecho ambiental y de las políticas 

encaminadas al manejo del asunto para evidenciar cómo los cambios en la legislación y en 

las políticas públicas dentro del marco de la racionalidad imperante carecen de eficacia 

necesaria para dar solución a esta problemática (Ost, 1996).  

De manera que urge la construcción de un cambio alrededor de la transformación de los 

parámetros de la relación sociedad-naturaleza impuestos por la racionalidad economicista y 

antropocéntrica dominante. ¿Cómo propiciar dicho cambio?, ¿De qué manera responder 

desde el ámbito jurídico a la crisis proveniente del deterioro ambiental, y en especial de la 

contaminación del aire?, ¿Cómo integrar la dimensión ambiental al derecho al aire limpio?, 

¿Qué elementos debería contener el nuevo fundamento del derecho al aire limpio para 

adecuarse a los desafíos que impone el actual estado de deterioro de la atmósfera?  

Estas serán algunas de las preguntas que nos guiarán en el último capítulo, donde a partir del 

sondeo de las alternativas teóricas orientadas a la superación de las limitaciones propias del 

modelo actual, pretendemos realizar una serie de aportes para una nueva fundamentación del 

derecho al aire limpio desde una perspectiva ambiental que permita un abordaje integral del 

asunto de la protección de la atmósfera, y avance en el sentido de posibilitar su efectiva 

garantía.  
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3. Tercer Capítulo: Hacia un derecho al aire limpio en 

perspectiva ambiental 

 

A continuación, a partir del reconocimiento de la necesidad de avanzar más allá de las 

posibilidades que nos brinda la sesgada visión proveniente de la racionalidad dominante para 

la reformulación de los contenidos e implicaciones de los derechos ambientales,  en este caso 

particular del derecho al aire limpio; avanzaremos en la exploración de  alternativas útiles 

para conseguir una nueva fundamentación que vaya más allá de las directrices que emanan 

del modelo económico vigente, con la intención de alcanzar un nuevo enfoque: el ambiental, 

sistémico e integral, sobre el cual apoyarnos para realizar una serie de aportes concretos al 

sustrato de esta prerrogativa, la cual deberá constituirse como herramienta fundamental para 

salvaguardar la vida; estableciendo un límite para la contaminación al aire producida por los 

humanos. 

 

3.1. Ir más allá de la racionalidad dominante 

 

Inspiradas, entre otras cosas por la idea del fracaso del derecho de la administración del 

ambiente como instrumento para conjurar el creciente problema de deterioro ambiental en el 

globo, varias voces se han manifestado para proponer alternativas encaminadas a la 

consecución de un abordaje más adecuado de esta problemática. En este contexto es posible 

diferenciar la existencia de por lo menos dos grandes tendencias: por un lado, la racionalidad 

dominante pone sobre la mesa sus propuestas, orientadas a la exaltación de las bondades 

conservacionistas del mercado; por el otro, hay quienes abogan por la introducción de nuevos 

conceptos y nuevas miradas, a partir de perspectivas integradoras y complejas como aquellas 

provenientes de la ecología y de los postulados del biocentrismo.  

Las estrategias diseñadas en el marco de la racionalidad económica y antropocéntrica 

imperante defienden la inserción del ambiente a las dinámicas propias del modelo productivo 

como un mecanismo para conseguir su efectiva protección. De esta manera, la identificación 
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del valor económico de los elementos que integran la naturaleza se constituye en el primer 

paso para conseguir su ingreso al mercado abriéndole la puerta a la posibilidad reclamar 

pagos por su uso y conservación.  

Es precisamente en esta lógica que el “Ambientalismo de libre mercado” propugna por la 

mercantilización de todos los “recursos naturales”, pues entiende que el mercado ofrecerá las 

mejores oportunidades para gestionarlos, posibilitando incluso su conservación como en el 

caso de las reservas naturales de propiedad privada (Gudynas, 2014).  

Según expone Gudynas (2014), incluso desde el movimiento ambientalista, hay quienes han 

planteado la necesidad de probar que la conservación es un buen negocio y un eventual 

colapso ecológico llevarían necesariamente a una crisis económica. Lo anterior, 

considerando que el único idioma que entienden en la actualidad los tomadores de decisiones 

es el de los costos y beneficios monetarios, y que de esta manera sería posible llamar su 

atención sobre la materia. Así entonces, quizás sin proponérselo, han terminado por reforzar 

los criterios de utilidad y beneficio a los que la racionalidad dominante pretende reducir el 

problema de la destrucción del ambiente.  

En este orden de ideas, de acuerdo con lo señalado por el profesor Mesa, la propuesta del 

eco-capitalismo neoliberal se enfoca en el mercado de derechos de propiedad y, por lo tanto, 

en la privatización de la naturaleza como solución a los problemas ambientales. Esto a partir 

de tres pilares: la propiedad privada que implica la construcción, atribución, e intercambio 

de derechos de propiedad claramente definibles sobre el ambiente; el mercado que asegura 

su libre circulación, y, por último, la responsabilidad, que garantiza su perennidad y su uso 

conforme al bien común, entendiendo que todo perjuicio que se causa sobre un bien 

necesariamente conduce a una compensación tasable del daño. Así se descarta de plano la 

idea de una intervención del Estado encaminada a la imposición de límites al modelo 

económico y, por el contrario, se propugna por la desregulación de la materia (Mesa Cuadros, 

2013). 

Esta visión ha sido ampliamente cuestionada, pues parte de la concepción de una propiedad 

privada que se traduce en protección, aun cuando la realidad actual nos enseña un escenario 

diametralmente opuesto, donde dicha prerrogativa se expresa en la destrucción del ambiente 
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como resultado de la primacía de consideraciones economicistas en las decisiones tomadas 

por los propietarios.  

Adicionalmente, se han desestimado las supuestas ventajas que ofrece el libre mercado, pues 

sus reglas son determinadas por los jugadores más aventajados en el escenario de los 

intercambios económicos, de tal forma que la constante tendencia será enfocar la mirada en 

lo económicamente óptimo, por encima de lo ambientalmente adecuado. Finalmente, 

también se ha expuesto que la perspectiva de responsabilidad allí esbozada resulta 

reduccionista, en la medida en la que limita el asunto de las afectaciones ambientales a un 

problema de indemnizaciones monetarias entre culpable y víctima (Mesa Cuadros, 2013).  

Posturas más moderadas, pero que en últimas no abandonan las directrices de la racionalidad 

dominante, se han manifestado a través de iniciativas como la de la “economía verde”, 

discutida en la Cumbre de Río+20, y definida por el Programa de las Naciones Unidas para 

el Medio Ambiente, como aquella “que mejora el bienestar del ser humano y la equidad 

social, a la vez que reduce significativamente los riesgos ambientales y las escaseces 

ecológicas (…) que tiene bajas emisiones de carbono, utiliza los recursos de forma eficiente 

y es socialmente incluyente” (PNUMA, 2011).  

En la misma línea de lo que hemos venido señalando, la “economía verde” argumenta la 

necesidad de calcular el “capital natural” como estrategia para que en las corporaciones se 

despierte el interés por la preservación, al tiempo que propone la eficiencia en el uso de los 

recursos como respuesta a la apropiación desmedida de la naturaleza. De acuerdo con 

Bermann (2012), esta propuesta no cambia el sistema vigente, donde la economía ocupa un 

sitial privilegiado, y el ambiente queda reducido a la función de proveedor de recursos, 

profundizando así las lógicas de apropiación y consumo al tiempo que proporciona falsas 

ilusiones pretendiendo teñir de verde al capitalismo. 

En general, las propuestas que provienen de esta corriente, pretenden desconocer que la 

problemática ambiental se encuentra arraigada al modelo económico y de pensamiento que 

sustenta esta relación depredadora que se ha establecido desde la sociedad para con el 

ambiente; de ahí que defiendan que es el desarrollo tecnológico lo que finalmente nos va a 

brindar las herramientas necesarias para solventar la crisis. Quienes así lo consideran, olvidan 

que el desarrollo tecnológico no se da de manera espontánea, sino que su impulso e 
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implementación dependen de toda una serie de factores que son influenciados por las mismas 

lógicas que aquí hemos identificado como las causantes de la problemática en comento. Al 

respecto el siguiente párrafo del profesor Mesa Cuadros (2013), resulta revelador: 

Para los “tecnoentusiastas” neoliberales el desarrollo tecnológico es la mejor respuesta a 

los problemas ambientales, pero olvidan que el desarrollo tecnológico no es neutral ni ajeno 

a tomar partido por la maximización de la ganancia en corto plazo, en contra del interés 

general. Una prueba visible la podemos encontrar en los desarrollos, políticos, legislativos, 

administrativos, y económicos de las últimas décadas, tanto en los países industrializados 

como en los denominados “en desarrollo”, los cuales, en lugar de prevenir y evitar el daño 

ambiental, promueven el control y la mitigación como parte de su estrategia de llevar todo 

al mercado y a los intercambios, incluidos los mercados de contaminación y 

descontaminación (p. 185). 

En efecto, ahora se habla del lucrativo negocio de respirar aire limpio en China, donde ante 

un panorama de altos niveles de contaminación atmosférica antropogénica, se ha 

incrementado la venta de los tradicionales tapabocas, los purificadores diseñados para limpiar 

el aire en espacios cerrados, e incluso la comercialización de aire limpio enlatado (Agencia 

EFE, 2015); aire limpio enlatado y purificadores de aire para poder respirar aire limpio, 

mientras que las dinámicas que originan la contaminación de la atmósfera permanecen 

intactas y tienden a prolongarse de manera indefinida.  

Una respuesta desde el mercado para los problemas ambientales causados por la propia 

racionalidad económica sería; si usted no puede respirar aire limpio debido a la 

contaminación que se origina como resultado del lucrativo negocio del uso de combustibles 

fósiles como fuente energética, no se preocupe que nosotros mismos le vendemos lo 

necesario para que pueda respirar aire de calidad y de esa manera proteger su salud, ¿Qué tal 

les suena?  

Pero el modelo económico no solo impone sus propias “soluciones” en países lejanos; la 

preferencia del alcalde de turno en la ciudad de Bogotá por los proyectos de movilidad 

asociados al uso de buses diésel, y su desprecio por la posibilidad de incluir dentro de los 

pliegos licitatorios requerimientos asociados al uso tecnologías limpias para la adquisición 

de los articulados que reemplazarán a la flota actual en el sistema Transmilenio, 
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argumentando criterios de ahorro y rentabilidad, es una prueba más de cómo se determina la 

toma de decisiones, incluso en la órbita de la administración pública, relegando a un segundo 

plano el interés general (que en este caso se encuentra relacionado con la necesaria reducción 

de la contaminación por material particulado de tamaño menor a 10 micras en la ciudad) para 

privilegiar criterios de orden económico. Aquí las personas también han empezado a utilizar 

cada vez más el tapabocas, y quizás no tarden demasiado en empezar a llegar las primeras 

máquinas purificadoras de aire al mercado. 

Así, se hace evidente la contradicción que se genera cuando se pretende resolver las 

problemáticas ambientales a partir de una visión que desiste de la transformación de la 

racionalidad dominante y del modelo económico vigente, apuntando a solucionar el asunto a 

partir de desarrollos tecnológicos puntuales y decisiones conservacionistas que se quedan 

cortas frente al problema. De esta manera se hace innegable la necesidad de una búsqueda de 

alternativas cuyo surgimiento no se desprenda de las mismas lógicas antropocéntricas y 

utilitaristas que subyacen a la economía de la depredación, de tal manera que se consiga la 

incorporación de nuevas visiones que favorezcan la transformación de los criterios a partir 

de los cuales se da la relación entre la sociedad y la naturaleza. 

 

3.2. En busca de un enfoque alternativo 

 

Aclaramos de entrada, que en esta sección no pretendemos esbozar una revisión de las 

múltiples expresiones que buscan la transformación de la manera en la que se ha venido 

dando la relación sociedad-naturaleza. Somos conscientes de la diversidad que entrañan las 

propuestas generadas desde el ambientalismo y la ecología, por lo tanto, entendemos que 

dicho ejercicio supera ampliamente los objetivos del presente escrito. En ese orden de ideas, 

nuestro propósito aquí se limita a recoger algunos de los planteamientos de estas corrientes 

de pensamiento alternativas para extraer de allí elementos que nos permitan hacernos a un 

enfoque diverso, a partir del cual realizar nuestro aporte para la fundamentación de un 

derecho al aire limpio en perspectiva ambiental.  
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Anteriormente, hemos identificado a la racionalidad dominante como la causa esencial de la 

depredación a la que el ser humano ha sometido al ambiente, al tiempo que expusimos cómo 

el antropocentrismo y el modelo productivo se ubican en el eje de dicho discurso, por 

consiguiente, avanzaremos sobre la configuración de una mirada alternativa a partir de 

propuestas y conceptos que consideren la transformación de estos dos elementos. 

 

3.2.1. El giro biocéntrico 

 

En el último tiempo, el asunto de la ampliación de la comunidad moral, se ha situado como 

uno de los temas de mayor resonancia al interior de la reflexión en torno al quehacer de la 

humanidad frente a la grave crisis ambiental. Allí, por oposición a la mirada tradicional, la 

cual defiende la idea de un ser humano situado como único sujeto de valor, han venido 

surgiendo diferentes propuestas que pretenden el reconocimiento de valores intrínsecos a 

seres no humanos, a los ecosistemas, e incluso en algunos casos a la naturaleza en general; a 

estas visiones alternativas se les conoce con el nombre de biocentrismo.  

La mirada biocéntrica no es homogénea, por el contrario, son diversas las consideraciones 

conceptuales que se han hecho sobre el asunto por parte de los múltiples autores que han 

desarrollado el tema. Sin embargo, todas ellas tienen en común que apuntan al 

reconocimiento de valores propios en la vida, más allá de la vida humana.  Así, algunos 

autores como Peter Singer (1975), Tom Regan (1983), o Henry Salt (1999) defienden la idea 

de ampliar el ámbito moral y otorgar derechos a algunos, o a todos los animales, mientras 

otros como Leopold (1966), Callicott (1998), o Arne Naess (1976), sugieren abordajes desde 

miradas más holísticas que no se ubican ya en el terreno de los individuos o las especies, sino 

que pretenden el reconocimiento y la protección de valores ecosistémicos o de la biosfera en 

general.  

Las diferentes propuestas del biocentrismo pretenden ir más allá de aquellas consideraciones 

antropocéntricas y utilitaristas, las cuales buscan la protección de elementos naturales, no 

con la finalidad de salvaguardar a otras especies, o al funcionamiento general del sistema que 

soporta la vida en el planeta, sino como requisito para la pervivencia de la especie humana y 
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del modelo económico vigente. Por ende, esta mirada implica una transformación que va 

directo al corazón de la racionalidad dominante, pues priva al ser humano del privilegio de 

considerarse a sí mismo el único sujeto de valor, y lo ubica en el marco de una comunidad 

más amplia.  

Consideramos necesario abandonar la idea de la naturaleza concebida como un mero almacén 

de recursos destinados a satisfacer los deseos de los seres humanos y las demandas del 

mercado; así, resaltamos la importancia de una reestructuración de la relación entre la 

sociedad y el ambiente, a partir del reconocimiento de aquellos valores que residen de forma 

inherente en ambos. En este mismo sentido, rememorando lo planteado por Morin (2011), 

estimamos plausible retirarle al hombre el sitial de ser sobrenatural que le otorgó la 

modernidad para dejar a un lado el proyecto de conquista y posesión de la naturaleza, que tal 

y como lo expresa este autor:  

Se ha tornado ridículo a partir del momento en que nos hemos dado cuenta de que el 

inmenso cosmos, en su infinitud, queda fuera de nuestro alcance. Ha llegado a ser delirante 

a partir del momento en que nos hemos percatado de que el devenir prometeico de la 

tecnociencia conduce a la ruina de la biosfera y, por ende, al suicidio de la humanidad. La 

divinización del hombre en el mundo debe cesar. Ciertamente hemos de valorar al ser 

humano hombre, pero hoy sabemos que no podemos hacerlo sino valorando también la 

vida: el respeto profundo del hombre pasa por el respeto profundo de la vida (p. 270) 

Siguiendo a Gudynas (2014; p. 73), al interior del biocentrismo existe una igualdad, en la 

que todas las especies vivientes son importantes; por lo tanto, se entiende que merecen 

protección, sin importar si representan o no, algún tipo de utilidad para los seres humanos, o 

si son consideradas estéticamente relevantes, bellas o poco agraciadas.  No obstante, la 

existencia de la idea de igualdad entre especies no significa que no se reconozca la 

heterogeneidad, diversidad, e incluso las jerarquías que podrían darse al interior de los 

ecosistemas. De manera pues que la adopción de un enfoque biocéntrico no implica que se 

considere en igual medida a un gran depredador que a un rumiante, una bacteria, o un virus.   

Adicionalmente, vale la pena aclarar que cuando se plantea la existencia de valores 

intrínsecos en la naturaleza, no se niega que los seres humanos realicen la adjudicación de 

valores (incluso económicos); sino que se llega a un acuerdo en torno a que los demás seres, 
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e incluso los elementos, poseen unos que les son inherentes, independientemente de su 

utilidad para nuestra especie (Gudynas, 2014). Por supuesto, esto tiene implicaciones en el 

campo jurídico, por dicha razón, en concordancia con lo planteado por Taylor (1981), 

diremos que el biocentrismo impone obligaciones en relación con los seres a los cuales se les 

reconocen valores inherentes, y agregaremos que del mismo modo ocurrirá llegado el caso 

en que tales valores también les sean reconocidos a la naturaleza en general, o a elementos 

tales como el aire, o el agua. 

Nos apoyamos aquí en la idea de un giro biocéntrico, entendiendo que este representa una 

plataforma adecuada para superar las trabas que impone la visión tradicional antropocéntrica, 

utilitarista, e individualista. El cambio de enfoque impulsado por la idea del reconocimiento 

del valor propio, no solo a otros seres vivos, sino en general al engranaje de sistemas que 

hace posible la vida en el planeta, favorece la institución de límites a las acciones destructivas 

del ambiente que son desplegadas por parte de nuestra especie en el marco del modelo 

productivo vigente.  

Consideramos que a partir del reconocimiento de valores intrínsecos, es posible constituir 

obligaciones y derechos encaminados a la protección del ambiente y los seres vivos, los 

cuales, podrán consolidarse como límites efectivos para las dinámicas de explotación y 

depredación del ambiente, en la medida en que empiecen a ser observados por el conjunto de 

la sociedad.  

Así, mientras desde la perspectiva antropocéntrica el establecimiento de deberes y 

obligaciones en relación con el ambiente se llevan a cabo de acuerdo con criterios anclados 

a la idea del bienestar humano, como en el caso de las normas de inmisión a las cuales hemos 

hecho mención con anterioridad; en el escenario del biocentrismo, dichos deberes y 

obligaciones deberán compadecerse del reconocimiento de una comunidad moral más 

amplia, diversa y compleja. De esta forma, por ejemplo, el estándar a partir del cual se 

establece la calidad del aire, no podrá formularse desde consideraciones sanitaristas 

antropocéntricas, sino que deberá abrirse a la garantía del bienestar de la comunidad biótica, 

y a la salvaguarda del equilibrio y las interacciones de las que participan elementos abióticos, 

los cuales son fundamentales para garantizar la vida en el planeta, o al menos como la 
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conocemos. De manera que el derecho al aire limpio no podrá reducirse al derecho humano 

a respirar sin enfermarse como resultado de la contaminación. 

En este sentido, la mirada biocéntrica tendrá la implicación esencial de ampliar el espectro 

del derecho al aire limpio, integrando parámetros normativos que deberán corresponderse, 

no exclusivamente a la mirada sanitarista, sino a una comprensión compleja de los diversos 

escenarios que abarca el problema de la contaminación atmosférica, tanto en el ámbito local 

(donde ocurre el deterioro de la calidad del aire que interactúa con la vida en la superficie 

situación que influye de manera directa sobre los ciclos biogeoquímicos), como en el global 

(que hace referencia al proceso de circulación general de la atmósfera, la cual responde a la 

distribución de la energía proveniente de la radiación solar, influyendo de manera 

determinante sobre el efecto invernadero y la regulación de la temperatura en el planeta).  

Por consiguiente, se abre la puerta para la aparición de medidas jurídicas, tales como 

obligaciones, deberes y restricciones para los particulares y para el Estado con relación a un 

derecho al aire limpio que, más que un derecho de humanos y no humanos, es una 

prerrogativa que supera las lógicas individualistas y especistas para plantarse en el eje del 

asunto que consiste en el reconocimiento de la Tierra como un todo integrado, 

interconectado, complejo y sistémico; para el cual la conservación del aire en las condiciones 

adecuadas, resulta ser una prioridad dada su insoslayable importancia para la configuración 

de un ambiente adecuado para el desarrollo de la vida digna en el planeta.  

Entonces, las normas sobre el estándar de emisión e inmisión no podrán ya basarse 

exclusivamente en las guías provenientes de la OMS, las cuales  solo atienden a criterios de 

salud humana; sino que deberán integrar y hacer uso de las investigaciones que señalan los 

efectos que tiene el deterioro del aire para otros seres vivos, e incluso para el sistema vivo 

del planeta en general, haciéndose cada vez más exigentes y restrictivas en aras de 

proporcionar una efectiva garantía para el derecho al aire limpio y por ende para la vida en 

condiciones dignidad de los seres vivos.  

Asimismo, deberán integrarse a aquellas que pretenden controlar y mitigar los grandes 

fenómenos que hoy día se presentan como resultado de la contaminación antropogénica de 

la atmósfera a nivel global; de tal forma que exista una coordinación real entre las 

disposiciones asociadas al fenómeno de cambio climático, protección de la capa de ozono, 
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etcétera, con las normas de orden interno destinadas al manejo de emisiones antropogénicas, 

configurando de esa forma un andamiaje normativo mucho más acorde con la realidad de la 

problemática que enfrentamos en este sentido.  

De esta manera, el giro biocéntrico se presenta como una alternativa cierta a los criterios que 

le son esenciales a la racionalidad dominante que hemos ubicado como causa fundamental 

del deterioro atmosférico. Será entonces esta mirada, un componente básico de la 

fundamentación del derecho al aire limpio en la medida en que este se plantee como una 

prerrogativa destinada a la protección de la capa gaseosa que rodea al planeta y, por ende, a 

la salvaguarda de la interacción equilibrada entre los diversos sistemas concatenados que 

configuran el cimiento de la biosfera, teniendo como su valor fundamental el de la primacía 

de la preservación y favorecimiento de las condiciones ambientales adecuadas para el buen 

vivir, por encima de cualquier otro tipo de estimaciones, especialmente las económicas. Nos 

referimos aquí al concepto de buen vivir “Sumak Kawsay” en el sentido en que fuera tratado 

en la Constitución Política del Ecuador, entendiendo que se refiere a un sistema de vida que 

permite la armonía con la naturaleza, comprendiendo que todo lo que nos rodea es naturaleza 

y es vida, y a su vez, el ser humano forma parte de la naturaleza, para ampliar esta noción 

sugerimos revisar los planteado por Melo Cevallos (2015). 

Se trata de proteger el aire, considerando que el derecho al aire limpio, no solo se refiere a la 

garantía de la actividad de respiración de los seres humanos en condiciones salubres, sino 

que él mismo nos trasciende como especie para ubicarse como una prerrogativa destinada a 

la protección de las múltiples formas de vida que habitan en este cuerpo celeste que orbita 

alrededor del sol y que dependen del aire para existir. 

 

3.2.2. Racionalidad ambiental y desarrollo sustentable 

 

Tal y como lo hemos venido planteando, la racionalidad económica, entre otras cosas, gracias 

a la prevalencia de la mirada antropocéntrica, ha determinado un proceso productivo y de 

desarrollo tecnológico, encaminado a favorecer las dinámicas de acumulación del capital, en 

cuyo interior la naturaleza ha sido limitada a jugar el papel de proveedora de materias primas. 
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De igual forma, se ha establecido un control de la contaminación atmosférica y, en general 

de las actividades que causan daño al ambiente, que depende principalmente de la factibilidad 

tecnológica, y en especial de la rentabilidad económica de la incorporación de nuevas 

tecnologías, dispositivos descontaminantes, o procesos de reutilización productiva de 

residuos. 

El sometimiento de cualquier iniciativa que pretende la transformación de este modelo 

contaminante y destructor, a criterios de rendimiento económico cortoplacistas e 

individualistas, impide la concreción de un mejor escenario ambiental y, a la vez ha generado 

que el propósito de un desarrollo sustentable figure en este contexto, como una “simple re-

funcionalización ecológica de la racionalidad económica” (Leff, 1998, pág. 237). 

Siguiendo a Leff, es precisamente la crisis ambiental la que ha develado la 

“insustentabilidad” de la racionalidad económica, haciendo palpable la necesidad de una 

transformación que vaya a la base del problema, comprendiendo que no existe la posibilidad 

de una solución puramente tecnológica para la construcción de una economía sustentable, 

que rebase los límites de lo establecido y preste las bases para la configuración de una nueva 

realidad. “La racionalidad ambiental emerge así del cuestionamiento de la sobre-

economización del mundo, del desbordamiento de la racionalidad cosificadora de la 

modernidad, de los excesos del pensamiento objetivo y utilitarista” (Leff, 2004, pág. 10) 

La construcción de esta racionalidad ambiental parte de la crítica a la racionalidad dominante 

y el reconocimiento de sus limitaciones, en palabras de Leff (2004), “la racionalidad 

ambiental se construye deconstruyendo la racionalidad económica y científica de la 

modernidad” (p. 207). En ese sentido, involucra la revisión crítica del estado de cosas actual 

en materia ambiental, sus causas y consecuencias; así como el rescate de la diversidad de 

postulados que desde la cultura pretenden la significación de la naturaleza, como antídoto 

frente al discurso con pretensiones homogeneizadoras y de universalidad propio de la 

modernidad.  

Uno de los elementos de mayor relevancia para la construcción de la racionalidad ambiental 

corresponde al reconocimiento de que el proceso económico se desarrolla en el marco de un 

sistema ecológico complejo, abierto, pero limitado; por lo tanto, se encuentra condicionado 

por las dinámicas propias del funcionamiento mismo de dicho sistema. A propósito, el 
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profesor Leff (1998 y 2004), plantea la edificación de una nueva racionalidad productiva 

encaminada a la consecución de un balance entre producción neguentrópica y transformación 

entrópica. De esta manera, un eventual equilibrio entre los procesos naturales generadores de 

estabilidad en el sistema, contrarrestaría los niveles de entropía provenientes de las dinámicas 

productivas. Aquí, entendemos la entropía como la medida de desorden presente en un 

sistema, en otras palabras, la tendencia natural de un sistema a agotarse en la medida que 

hace uso de la energía de sus procesos e insumos. Para Leff, la entropía resulta ser la ley 

limite, la más económica de las leyes de la naturaleza (Torres-Carral, 2009).  Por oposición, 

la neguentropía hace alusión a aquello que contrarresta los efectos entrópicos (Leff, 2004). 

De igual forma, la racionalidad ambiental entiende la complejidad que entraña la 

configuración de la naturaleza y las interacciones que le dan forma, de tal manera que avala 

la idea de un abordaje integral y transdisciplinario de las cuestiones ambientales. No se trata 

de un asunto menor, pues lo reconocemos como uno de los elementos sine qua non de la 

construcción de un nuevo enfoque para dar cuenta de la problemática ambiental en general, 

y del asunto de la contaminación atmosférica en particular.  

Lo consideramos así, dado que es precisamente la integración de saberes de las distintas áreas 

del conocimiento lo que puede ampliar el espectro de la mirada economicista imperante, por 

eso mismo, en este trabajo no nos hemos limitado a un abordaje del tema exclusivamente 

desde la teoría jurídica, dado que el mismo resultaría estrecho e incapaz de permitirnos 

imaginar una regulación adecuada a propósito del tema del aire; aquí el conjunto de los 

saberes tienen algo por decir y, en la medida en la que se consiga una construcción 

epistemológica diversa e integradora, se avanzará hacia el establecimiento de una relación 

cada vez más armónica con el ambiente.  

Lo anterior, tal y como lo expone Leff (2004), conduce a la configuración de un paradigma 

productivo eco tecnológico, el cual se funda en la articulación de un sistema de recursos 

naturales con uno de significaciones culturales, y uno tecnológico orientado a la garantía de 

condiciones de sustentabilidad ecosistémica.  

Este sistema productivo se funda en el potencial sinérgico de sus relaciones; articula la 

dinámica de procesos ecológicos de los que dependen la productividad ecológica de la 

naturaleza, los procesos culturales de coevolución, innovación y apropiación de la 
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naturaleza, y los procesos tecnológicos que transforman los recursos naturales en 

satisfactores sociales (p. 225). 

Articulación y sinergia: dos conceptos que se plantean como alternativa a la idea de 

dominación y control propuesta por la modernidad; así, se busca conformación de maneras 

productivas que contemplen la complejidad del escenario en el que se desenvuelven y que 

reconozcan el valor de la diversidad existente en el terreno de las aproximaciones culturales 

a la idea de naturaleza. De esta manera, dicha renovada racionalidad podría favorecer el 

posicionamiento de una nueva economía que tendría como sustento los potenciales 

ecológicos del planeta, y la creación de una nueva globalidad económica construida a través 

del enlace de economías locales sustentables, y no como resultado de la imposición de 

parámetros por parte de grupos económicos poderosos, tal y como lo ha venido haciendo la 

racionalidad capitalista especialmente en los países del sur.   

La racionalidad ambiental produce una nueva teoría de la producción orientada a establecer 

un balance entre la producción neguentrópica de biomasa y recursos renovables y la 

ineluctable degradación entrópica en la transformación productiva de la naturaleza. Este 

paradigma ecotecnológico está regulado por racionalidades culturales diversas, es decir, 

por los procesos cognoscitivos y de significación cultural que permiten una apropiación 

colectiva de las nuevas teorías, técnicas y métodos por parte de las propias comunidades 

en un proceso descentralizado de producción. Es en el nivel local donde se definen las 

racionalidades ambientales de cada comunidad en función de los potenciales ecológicos y 

culturales de cada región. Allí se enraizan los potenciales ambientales de una nueva 

racionalidad productiva que orienta la coevolución ecológico-cultural a través de 

estrategias de manejo sustentable de los recursos naturales. Esta racionalidad productiva 

no tiene pretensiones de universalidad y hegemonía. Cada cultura deberá delimitar y dar 

sentido al sistema de recursos naturales y tecnológicos que constituyen sus formas de 

apropiación y transformación de la naturaleza. La construcción de una racionalidad 

ambiental plantea así la articulación de las economías regionales y locales al orden global 

(Leff, 2004; p. 225). 

Aun cuando Leff, hace énfasis en que la construcción de este nuevo paradigma productivo, 

fundado en la racionalidad ambiental, pasa más por la articulación de procesos políticos y 

sociales encaminados a la consecución de transformaciones productivas y de saber, que por 

la imposición de normas al capital y a los consumidores para reformar la economía.  
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De igual manera, reconoce que la configuración de la racionalidad ambiental, de un estilo 

alternativo de desarrollo, requieren de la incorporación de los valores del ambiente en la ética 

individual, en los derechos humanos y en las normas jurídicas que orientan y sancionan el 

comportamiento de los actores económicos y sociales; además, de la introducción de 

reformas al Estado que le permitan actuar de manera efectiva en la resolución de conflictos 

de interés en torno a la propiedad y el aprovechamiento de bienes ambientales.  

En este sentido, el citado autor señala que en el primer escenario de la institución de esta 

nueva racionalidad, la misma se presentaría como articuladora de las bases materiales, los 

instrumentos técnicos, las normas legales y las acciones sociales en una perspectiva 

integrada; de igual forma podría funcionar como un concepto heurístico para analizar y 

orientar los procesos y las acciones ecologistas dirigidas a alcanzar la sustentabilidad, la 

equidad social, y garantizar la diversidad cultural en un contexto democrático. 

De manera que el derecho se encuentra asociado a la construcción de esta nueva racionalidad 

y de un modelo de desarrollo sustentable, pues se integra al proceso de incorporación de 

criterios ambientales en el escenario de las normas de carácter jurídico que pretenden la 

regulación de conductas humanas que involucran la dimensión ambiental; asimismo, en las 

reformas del aparato estatal encaminadas a conseguir un tratamiento del asunto que se 

encuentre más acorde con las exigencias que impone la realidad contaminada y 

crecientemente entrópica en la que nos encontramos inmersos.  

En ese sentido, se reconoce que la cuestión ambiental plantea la necesidad de crear normas 

para los procesos económicos y tecnológicos que, sujetos a la lógica del mercado, han 

inducido la degradación ambiental; a través de la inclusión de nuevos principios valorativos 

capaces de escapar al economicismo y la mirada antropocéntrica, desde una perspectiva de 

carácter global, compleja e interdependiente (Leff, 1998) que a su vez permita el surgimiento 

de un nuevo momento de la relación entre la sociedad y la naturaleza. 

En suma, la racionalidad ambiental destaca el valor de la vida y, de acuerdo con esa premisa, 

propone una reconstrucción del mundo desde la otredad y la diversidad, al tiempo que 

aparece como gestora de un nuevo paradigma económico que reconoce a la entropía como 

ley del límite y pretende constituirse en una guía para la configuración de modelos de 

desarrollo sustentable. Se trata de una propuesta que avanza hacia la superación del modelo 
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de racionalidad económica dominante y que le reconoce al derecho un papel importante que 

jugar en torno a la incorporación de criterios ambientales al escenario normativo.  

Por lo tanto, consideramos fundamental tener en cuenta estos planteamientos a la hora de dar 

fundamento a los nuevos derechos, los derechos ambientales, que deberán funcionar como 

elementos emancipadores de la vida frente al reduccionismo economicista.  

En dicho panorama, el derecho al aire limpio aparece justamente como una herramienta 

destinada a participar de la construcción de esta nueva racionalidad encaminada a la 

consecución de un balance entre producción neguentrópica y transformación entrópica; 

puesto que entiende que las emisiones de sustancias contaminantes deberán ser limitadas y 

controladas al punto de no implicar una transformación de las condiciones de composición 

natural de la mezcla de gases que conforman la atmósfera que no pueda ser asumida por las 

dinámicas naturales que propician la existencia de equilibrio ambiental en el planeta. 

Lo anterior hace referencia a que el derecho al aire limpio es también el derecho del límite a 

las acciones que generan el deterioro del aire y, por ende, a partir del entendimiento de la 

resiliencia del ambiente con relación a las emisiones de sustancias contaminantes a la 

atmósfera deberán establecerse las correspondientes restricciones que impidan que se 

presente un desequilibrio entre la capacidad de la naturaleza para asimilarlas y la cantidad y 

calidad de las mismas. Situación que claramente no ocurre en la actualidad, por ejemplo, en 

el caso de las emisiones de CO2 cuya cantidad supera en un amplio margen la capacidad 

natural de los océanos y las plantas para capturarlo.  

Como respuesta a la sobre economización del mundo que se desprende de la racionalidad 

dominante, desde la orilla de la racionalidad ambiental y del derecho al aire limpio, 

hablaremos entonces del sometimiento de las consideraciones sobre el rendimiento 

económico a la primacía de la protección del aire limpio como un elemento esencial para la 

vida. Lo anterior, gracias al reconocimiento de que el sistema natural finito, frágil, complejo 

e interconectado en el que nos encontramos inmersos, impone una serie de condiciones al 

modelo de producción que se desarrolla en su interior. 

Siguiendo en esta línea, dicha prerrogativa ha de nutrirse de la idea de un paradigma 

productivo eco tecnológico orientado a la garantía de condiciones de sustentabilidad 
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ecosistémica. De tal forma que las actividades encaminadas a la producción de bienes 

encontrarán en el derecho al aire limpio una barrera para la emisión de sustancias nocivas al 

aire, lo que contribuirá a impedir la implementación de procesos productivos que atenten 

contra el equilibrio del sistema atmosférico y la calidad de vida de los seres vivos; 

favoreciendo el desarrollo de alternativas que no impliquen acciones en detrimento del 

elemento en cuestión. Además, este derecho no habrá de reducirse al asunto de las emisiones, 

sino que gracias al entendimiento de la complejidad que entraña el sistema de vida natural, 

tendrá que involucrarse en la protección de otros sistemas que influyen y se ven influidos por 

el aire. 

Por último, los conceptos de articulación y sinergia, a los que nos referimos con anterioridad 

se trasladan aquí, al campo del derecho para apoyar la idea de la construcción de un 

andamiaje normativo a propósito del aire adecuado a la realidad compleja e interconexa, no 

solo de la atmósfera, sino de los demás sistemas concatenados que dan forma al planeta, 

promoviendo una acción conjunta y coordinada entre la regulación a propósito del aire, la 

normativa ambiental en general, y la reglamentación de aquellas actividades productivas que 

ocasionan el deterioro de las calidades de este elemento. Entendiendo que una acción jurídica 

escindida en elementos naturales y completamente desarticulada no puede dar cuenta de la 

verdadera dimensión de la problemática en cuestión, tal y como lo hemos venido planteado 

a lo largo del texto.  

Todo ello, en busca de alcanzar modelos de desarrollo sustentables fundados en los 

potenciales ecológicos del planeta, que tal y como lo plantea Leff (2004), deberán partir de 

la diversidad cultural, y del reconocimiento del otro; para así, dar soporte a la construcción 

de una nueva racionalidad al interior de la cual la protección del aire habrá de jugar un papel 

fundamental. 

 

3.2.3. Los derechos ambientales en perspectiva de integralidad 

 

Consideramos relevante traer a consideración algunos de los planteamientos del profesor 

Mesa (2013) relacionados con la propuesta de los derechos ambientales en perspectiva de 
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integralidad, dado que las ideas que allí se expresan corresponden precisamente a la búsqueda 

de la superación de la visión sesgada y reduccionista propia del paradigma moderno en el 

ámbito jurídico. Así, partimos de reconocer que el tradicional fundamento formal de los 

derechos al que nos hemos referido en el segundo capítulo de este documento, resulta 

insuficiente para los tiempos actuales, más aún, cuando se trata de abordar asuntos 

ambientales; dicho escenario reclama la introducción de nuevas categorías que favorezcan la 

institución de visiones más sistémicas, capaces de dar luces sobre la construcción de un nuevo 

momento en relación con el deber ser de la relación entre los seres humanos y la naturaleza. 

Para este autor, los derechos ambientales son aquellos que se corresponden con la necesidad 

de proteger, acceder, usar, producir, intercambiar y conservar de forma adecuada los bienes 

naturales para beneficio de todos los seres, tanto humanos, como no humanos, presentes y 

futuros. En ese orden de ideas, resalta que los derechos ambientales, son verdaderos derechos, 

cuyo papel no se encuentra limitado al de meras figuras programáticas, sino que, por el 

contrario, se trata de prerrogativas exigibles y susceptibles de concretarse materialmente, aun 

cuando es evidente que en muchos casos los mismos cuerpos normativos que las contienen 

no contemplan mecanismos adecuados para su efectiva protección (Mesa Cuadros, 2013).  

Aquí, los derechos ambientales se relacionan íntimamente con la idea de imponer límites a 

las actividades humanas a través de las cuales se han desarrollado las condiciones vigentes 

de contaminación y depredación de la naturaleza (Mesa Cuadros, 2013).  Dichos límites se 

justifican precisamente desde el desolador panorama que ha venido dejándonos la idea de 

apropiación y crecimiento ilimitado que acompaña al modelo racional dominante; cuya 

pertinencia se corresponde con la necesidad de la toma de medidas efectivas para revertir 

esta situación en aras de generar condiciones adecuadas para la existencia en condiciones de 

dignidad, no solo de nuestra especie, sino de todos aquellos seres que al igual que nosotros 

hacen parte del sistema de vida del planeta. 

Un aspecto esencial que no podríamos dejar pasar es lo allí enunciado con respecto a que,  

más allá de la incorporación formal de los derechos ambientales, se hace imperiosa la 

necesidad de establecer garantías para su concreción (entendidas estas como aquellas técnicas 

previstas en el ordenamiento jurídico con el fin de reducir la distancia estructural entre 

normatividad y efectividad) entre las cuales podríamos encontrar a los principios generales 
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del derecho; los mecanismos de control y fiscalización del cumplimiento de lo dispuesto; así 

como las acciones jurídicas consagradas para hacer posible la exigibilidad de los derechos 

por parte de los ciudadanos. Todas las anteriores, direccionadas a alcanzar la materialización 

de las prerrogativas establecidas y, por lo tanto, a garantizar el goce efectivo de los 

mencionados derechos. 

En ese sentido, son tres los elementos que nos gustaría rescatar de la teoría de los derechos 

ambientales en perspectiva de integralidad por considerarlos de suma relevancia en el marco 

de esta búsqueda por un nuevo enfoque para la fundamentación del derecho al aire limpio, 

en búsqueda de su concreción material y su efectiva garantía. El primero de ellos tiene que 

ver con el rescate de lo público como lugar desde el cual enfocar la imposición de límites a 

las actividades que aportan a la crisis natural; el segundo, se relaciona con el papel que 

desempeñan los principios jurídicos a la hora de dar fundamento a los nuevos derechos desde 

una perspectiva ambiental, y el tercero se enfoca en el desarrollo de la idea de justicia 

ambiental.  

 

3.2.3.1. El rescate de lo público 

 

En el ámbito del derecho, y en particular del derecho ambiental, tiene lugar una fricción 

sostenida entre dos tendencias de pensamiento opuestas; una de ellas defiende la idea de la 

privatización en el marco de un discurso acorde con la racionalidad económica, mientras que 

la otra promueve la publificación como la medida más adecuada para dar respuesta a la 

creciente crisis. El mencionado debate ha venido decantándose en los últimos años hacia el 

lado de la privatización, de tal manera que han terminado por privilegiar intereses particulares 

por encima la idea del bien común. 

Acorde con lo expuesto, desde la mirada dominante, se resaltan las virtudes de la 

privatización y la desregulación tendientes a la limitación de la intervención del Estado en 

materia ambiental; al tiempo que se propugna por el establecimiento de un derecho ambiental 

negociado donde los actores privados acuerdan condiciones para la regulación de sus propias 

acciones contaminantes. Dicha situación  ha terminado por esbozar un contexto en el que los 
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agentes depredadores y contaminadores son quienes negocian y direccionan la creación de 

las normas ambientales, que se supone deberían regular su actividad, influyendo además 

sobre su interpretación, dado que cuentan con el poder económico y político para hacerlo. En 

este sentido Mesa expone: 

Los derechos “medioambientales” como respuesta del capitalismo en esta nueva fase de 

acumulación terminan además convirtiendo el “principio contaminador-pagador” en la 

farsa del contaminador que “negocia” la norma y “hace” la norma, pues puede pagar por 

ello; y si además puede “”interpretar” la norma al acomodo de sus intereses, cuando 

excepcionalmente pueda ser llevado a juicio, veremos también como las funciones públicas 

del ejercicio del poder terminan en un solo lugar, en un solo todopoderoso actor, el 

superpoder del capital (Mesa Cuadros, 2013; p. 122). 

A pesar de los múltiples intentos por cubrir de verde las acciones contra-natura desplegadas 

en el marco de las actividades productivas propias del modelo de desarrollo vigente, a través 

de la implementación de medidas, tales como los mercados de derechos de contaminación  

(cuya promoción proviene generalmente de sectores vinculados a empresas cuya actividad 

tiene efectos negativos sobre el bienestar ambiental), lo cierto es que la realidad ambiental 

nos sigue mostrando que las cosas no van por un camino adecuado para la preservación de la 

vida y, mucho menos de la vida en condiciones dignas.  

Como resultado de lo anterior, el derecho de la administración del ambiente, ha sido 

manipulado y direccionado desde el rincón de los intereses económicos privados, 

individuales y cortoplacistas, haciéndolo blando y poco efectivo para la llevar a cabo la 

intervención requerida para la garantía real de los derechos ambientales. En este panorama, 

la idea del rescate de una intervención estatal independiente de los poderes económicos, 

desde un derecho de lo público donde prime el interés general sobre las ambiciones 

particulares, se plantea como una alternativa plausible para alcanzar la verdadera protección 

y garantía de estas prerrogativas. 

La reformulación de la acción del Estado, en materia ambiental, a partir del fortalecimiento 

de la toma de medidas jurídicas desde la prevalencia de lo público por oposición a la 

propuesta neoliberal de la absoluta privatización de la naturaleza, emerge como una seria 

posibilidad de conseguir el rescate de una visión de los derechos donde prime el interés 
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colectivo sobre el particular; de esta manera se consiga una efectiva protección del ambiente 

como resultado de la imposición de límites que den al traste con la preponderancia del 

enfoque economicista que alienta la destrucción de la ecósfera.   

En este sentido, Mesa (2013) plantea la defensa de lo público y lo colectivo como criterios 

que posibilitan una visión más amplia de los derechos ambientales, en tanto nos permiten 

superar los límites propios de la tradicional mirada liberal al momento de establecer el 

fundamento de los nuevos derechos, dando relevancia a las iniciativas provenientes de lo 

comunitario, así como a la actividad de intervención del Estado en materia ambiental, la cual, 

en los últimos años, ha cedido espacio frente a las posturas privatizadoras e individualistas. 

Para el caso del aire, esto significaría una construcción jurídica que reconozca lo colectivo 

como un escenario adecuado para el establecimiento de los parámetros que orienten el 

cuidado de este elemento, rescatando el papel preponderante que han de desempeñar las 

decisiones de la sociedad guiadas por la idea del bien común y el cuidado del ambiente; las 

cuales deberán ser encausadas mediante una acción colectiva y estatal robusta y responsable.  

Dicha acción habrá de retirarle a los privados el privilegio de ejercer ellos mismos el control 

de sus propias actividades contaminantes, con miras a la consecución de una acción pública 

eficaz en defensa del derecho al aire limpio, derecho que cuenta con la cualidad de ser a la 

vez individual (pues puede predicarse de cada uno de los seres humanos y no humanos), 

colectivo (dado que reside en cabeza no solo de los individuos sino también de las 

comunidades) y ambiental (por cuanto supera el reduccionismo individualista y especista 

para ubicarse en el terreno de la protección del sistema de interacciones que moldea la vida 

en el planeta). 

 

3.2.3.2. Los principios ambientales de solidaridad y responsabilidad como 

fundamento de los nuevos derechos 

 

Además de la reivindicación de la intervención estatal conducente a la protección del 

ambiente, para Mesa (2013; p. 130) los principios jurídicos desempeñan un papel esencial en 

la fundamentación de los derechos ambientales. En este punto, nociones tales como la de 
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prevención, precaución, sostenibilidad, globalidad e interdependencia, adquieren relevancia 

en la medida en la que se constituyen como criterios orientadores para la generación de un 

nuevo momento en la gestión jurídica del asunto ambiental, actuando a la manera de “ideas 

fuerza”, como “valores o criterios (…) de fines mayores que ayudan al legislador, al ejecutivo 

y al juez a producir, aplicar e interpretar las normas”.   

A pesar de que todos los principios trabajados por el citado autor son importantes, dos de 

ellos sobresalen para posicionarse en el eje mismo de la fundamentación de los derechos 

ambientales; hacemos referencia a los principios de solidaridad y responsabilidad; desde los 

cuales se plantea la configuración de la matriz del deber ser de estas nuevas prerrogativas 

atendiendo siempre a la necesidad de conceptualizar y fundamentar de otra forma los 

derechos con miras a su concreción y protección efectivas.  

El principio de solidaridad ambiental corresponde con la idea de una vida que va más allá de 

la individualidad y que necesariamente implica a la colectividad, lo que en el campo del 

derecho se traduce en prerrogativas asignadas a sujetos colectivos. Siguiendo a Mesa (2013; 

p. 132), este principio se expresa en tres aspectos: el primero de ellos, relacionado con lo que 

denomina la solidaridad subjetiva, hace referencia a la incorporación de nuevos sujetos 

jurídicos; en otras palabras, a la ampliación del ámbito de moralidad al que ya nos hemos 

referido en otros momentos.  

El segundo elemento se denomina solidaridad en el tiempo, o solidaridad diacrónica y 

sincrónica; esta última hace referencia a aquella que se predica respecto de los humanos y no 

humanos que actualmente no tienen o no pueden tener derechos, o no son considerados 

materialmente sujetos de derecho. Por su parte, la solidaridad diacrónica alude a las 

generaciones futuras de seres vivos que aún no existen, pero que seguramente vendrán, y 

cuya posibilidad de existencia depende en gran medida de que las actuales generaciones 

transformen las lógicas que determinan las dinámicas de la actual relación entre la sociedad 

y el ambiente.  

Por último, se encuentra la idea de solidaridad en el espacio, la cual tiene que ver con la 

ampliación del espacio territorial de aplicación de los derechos, superando así lo límites del 

Estado-Nación en el entendido de que los derechos ambientales se enfrentan a escenarios de 

deterioro globales y que, por lo tanto, su aplicación no se puede ver limitada al interior de las 
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fronteras de los países industrializados del norte, sino que deben llegar también a los espacios 

del sur global donde prevalece la carencia de tales derechos. 

De esta manera, se plantea un principio de solidaridad ambiental profundamente ligado al 

respeto y el reconocimiento del otro, y de lo otro; una solidaridad que tiene en cuenta las 

relaciones de interdependencia que caracterizan a la ecósfera, donde se invita a una visión 

global de todos como responsables de todos, asumiendo los intereses del otro como propios. 

Por otra parte, el principio de responsabilidad considera que del aumento de nuestra 

capacidad de previsión y conocimiento en materia ambiental, se deriva igualmente un 

acrecentamiento de nuestras responsabilidades en este sentido. Nuestra conciencia acerca de 

los daños que somos capaces de producir al sistema de vida del planeta se ha incrementado 

ostensiblemente en la época reciente; de tal manera que esto nos convoca a actuar en 

consecuencia para afrontar con la suficiente contundencia la tarea de proteger y conservar el 

ambiente.  

En este entendido, la responsabilidad generacional con respecto a los seres humanos 

presentes y futuros, así como la responsabilidad interespecies a lo cual agregaríamos la 

responsabilidad para con la ecósfera en general, a través de la protección del ambiente y los 

elementos que lo conforman le compete, tanto al Estado, como a los particulares; es decir, 

nos compete a todos. No obstante, el que la responsabilidad sea compartida, no quiere decir 

que sea igual para todos los actores; por lo tanto, un primer componente de este principio 

corresponde a la institución de responsabilidades compartidas, pero diferenciadas.  

En concordancia con lo expuesto a propósito del principio de responsabilidad compartida, 

pero diferenciada por parte del profesor Mesa (2013), coincidimos en que, a pesar de que 

todos los seres humanos podemos generar impactos negativos sobre el ambiente, no todos lo 

hacemos o estamos en la capacidad de hacerlo en igual medida, de ahí que  en este escenario 

tengan relevancia preguntas tales como: ¿quiénes son los responsables de la crisis ambiental?, 

¿quiénes son los responsables del deterioro de la atmósfera?  

Tanto el Estado (por acción u omisión), como los particulares, en especial los grandes 

contaminadores serán responsables, de acuerdo con su nivel de aporte a las problemáticas 

mencionadas. Por lo tanto, habrá quienes ostenten un grado de responsabilidad mayor que 
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otros, puesto que contribuyen en mayor medida a las dinámicas que inducen el deterioro de 

la naturaleza. Así, por ejemplo, a pesar de que todos los países tengan un grado de 

responsabilidad con respecto a la conservación y protección del ambiente, y particularmente 

en este caso de la atmósfera, no resultaría plausible equiparar las cargas entre todos, pues 

existe una amplia diferencia entre la cantidad de emisiones contaminantes provenientes de 

los países industrializados y aquellas que son realizadas en los denominados “países en vía 

de desarrollo”.  

El principio de responsabilidad se complementa con un segundo aspecto que tiene que ver 

con la idea de un acompañamiento de este criterio al ciclo de vida útil de los productos, el 

cual ha sido denominado como “principio de la responsabilidad ambiental de la cuna a la 

tumba”. Este comprende que quien incorpore algo en el ambiente, debe hacerse responsable 

de ello desde el momento en el que ingresa, hasta el momento en el que el mismo deja de 

producir efectos ambientales negativos. A propósito, expone el profesor Mesa (2013), que: 

El principio de responsabilidad de la cuna a la tumba se hace más interesante por lo 

exigente cuando quiera que lo que se incorpora en el ambiente son elementos cuya 

degradación es muy extendida en el tiempo, por ejemplo contaminación por plásticos y 

peor aún, la contaminación nuclear, la cual se considera puede tardar diez mil años en 

desaparecer, lo que pone en peligro la vida, la salud y la supervivencia de por lo menos un 

número significativo de futuras generaciones, siendo previsible, entonces, que este último 

tipo de prácticas productivas sean consideradas inaceptables, habida cuenta que nadie (ni 

siquiera un Estado) tendría la capacidad de adquirir un seguro ecológico o ambiental que 

garantice la vida, la salud y la supervivencia de las próximas quinientas generaciones de 

humanos (si hablamos solo de derechos de las futuras generaciones de humanos) o de 

hablar de la salud del ambiente por un tiempo similar (si aceptamos que el ambiente tiene 

derechos) que es el tiempo en que tardarían en desaparecer los impactos ambientales 

negativos generados por la contaminación nuclear (p. 135) 

El anterior resulta ser un principio valioso a tener en cuenta para el tema que nos ocupa en 

este documento, pues si pusiéramos en práctica lo expuesto anteriormente, a propósito de la 

contaminación nuclear, al caso de las emisiones de agentes contaminantes a la atmósfera y, 

en especial, al asunto de la incorporación de gases de efecto invernadero al aire como ocurre 

con el CO2 ,principal causante del fenómeno de cambio climático al que nos vemos abocados 
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hoy en día, quienes han emitido y emiten esta clase de sustancias, se verían obligados a 

responder por los daños causados al ambiente y a los millones de seres vivos afectados por 

las consecuencias del incremento en los niveles del océano; el aumento de los eventos 

hidrometeorológicos en algunas zonas del mundo; los procesos de desertificación; entre otros 

efectos ambientales adversos que tienen lugar como resultado del incremento del efecto 

invernadero inducido por la contaminación antropogénica.  

 

3.2.3.3. La idea de justicia ambiental 

 

La idea de justicia ambiental no se encuentra aislada de lo que hemos venido planteando 

hasta el momento a propósito de la teoría de los derechos ambientales considerada por Mesa; 

por el contrario, se encuentra estrechamente vinculada a varias de las categorías a las que nos 

referimos de manera precedente. Precisamente, toma como uno de sus puntos de partida que 

los derechos deben ser todos y no solo unos en particular, siendo necesariamente ambientales, 

dado que su desenvolvimiento tiene lugar en el ambiente como un todo integral y complejo 

(Mesa Cuadros, 2013). 

La búsqueda por la justicia ambiental tiene aquí su origen, pues existen situaciones dignas de 

ser calificadas como injusticias ambientales, definidas como maneras injustas e inadecuadas 

“en las que alguien se apropia de la naturaleza o el ambiente que no les pertenece, sino que 

pertenece a varios, a muchos, a todos” (Mesa Cuadros, 2011, pág. 28). Una vez más, el aire 

aparece como un claro ejemplo de esta clase de circunstancias, de apropiaciones privadas, 

injustas y contaminantes de un algo que se supone pertenece a todos: el ambiente, pues, más 

que ser de nosotros, pareciera ser nuestro dueño, ya que somos nosotros, los seres vivos, 

quienes habitamos en él. 

Esta propuesta de justicia ambiental encuentra sustento en la ética ambiental, desde donde 

recoge la idea de la imposición de límites a las acciones humanas a partir del conocimiento 

y reconocimiento de las injusticias ambientales, de tal manera que este ejercicio permita la 

búsqueda de salidas a los graves problemas que aquejan al sistema de vida planetario del que 

hacemos parte.  
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Dichos límites, hallarían su fundamento en los principios de responsabilidad, tanto diacrónica 

(generaciones futuras de humanos y no humanos), como sincrónica (generaciones actuales 

que no tienen o no pueden acceder a los derechos), y de solidaridad (especialmente ligado a 

la idea de ampliación de la comunidad moral y por ende a la inclusión de nuevos sujetos más 

allá de los seres humanos), a través de los cuales es posible llenar de contenido nuevas 

exigencias a los seres humanos, tales como deberes y obligaciones relacionadas con las 

formas de acceso, uso, extracción y apropiación de elementos naturales (Mesa Cuadros, 

2011). 

De igual manera se esboza como eje de esta búsqueda por la justicia ambiental, la figura de 

un imperativo anclado en dos deberes primordiales de los humanos para con la naturaleza; 

en primera medida, el deber de promover y proteger la sostenibilidad ambiental; en segundo 

lugar, el deber de prevención y precaución frente a las consecuencias sociales y ambientales 

de las políticas que el modelo de producción dominante y sus promotores buscan generalizar. 

Ambos deberes dan forma al imperativo ambiental, ubicándose así en la base de esta teoría 

sobre la justicia, donde aquello que no se encuentra expresamente permitido en materia 

ambiental deberá entenderse prohibido.  

En consecuencia, tanto los criterios traídos de la ética ambiental, como la figura de un 

imperativo ambiental, según el cual “una actividad humana no puede considerarse 

moralmente aceptable si su práctica generalizada es incompatible con la conservación y/o 

preservación de un ambiente, un planeta tierra, una naturaleza o una ecósfera habitable” 

(Mesa Cuadros, 2011; p. 46), se acompañan para dar forma a una nueva idea de justicia 

alimentada por la necesidad de buscar salidas a las, cada vez más evidentes, problemáticas 

ambientales que tienen lugar en el mundo y que configuran al mismo tiempo escenarios de 

injusticia que por puesto merecen ser objeto de tratamiento desde el ámbito jurídico. 

Cada uno de los elementos que hemos venido exponiendo en el marco de esta búsqueda por 

un enfoque alternativo para dotar de renovada significación al derecho al aire limpio, amplían 

el panorama sobre lo que este debe significar en el concierto de las transformaciones 

tendientes a detener el deterioro ambiental y propiciar la configuración de un nuevo momento 

de la relación sociedad-naturaleza, a partir del reconocimiento de nuestro estrecho vínculo 

con aquello que nos rodea. 
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Desde el giro biocéntrico en la propuesta de Gudynas (2014), pasando por la idea de una 

racionalidad ambiental en Leff (1998), (2004), hasta los planteamientos propios de la teoría 

de los derechos ambientales en perspectiva de integralidad de Mesa (2013) y sus 

consideraciones sobre la justicia ambiental (2011); además de los varios aportes de gran 

importancia que se han recogido a lo largo del texto, nos sirven para hacernos a una mirada 

diferente, en pro de realizar algunos aportes para la fundamentación de este derecho desde 

una perspectiva ambiental, asunto del que nos ocuparemos en seguida.  

  

3.3. A manera de conclusión: Elementos para la construcción de un 

derecho al aire limpio en perspectiva ambiental 

 

La idea de un derecho al aire limpio en perspectiva ambiental es una invitación a la adopción 

de nuevos fundamentos a partir de los cuales se logren generar un renovado momento de la 

acción jurídica en punto a la problemática de la contaminación atmosférica. Por ello, a 

continuación, procederemos a señalar aquellos que, a nuestro juicio, resultan ser elementos 

imprescindibles para la construcción de un derecho capaz de dar cuenta de los desafíos que 

nos impone el actual estado de deterioro de la calidad del aire en el país, y en el planeta.  

Esta sección hace las veces de corolario del presente escrito, en cuanto presenta los 

planteamientos que se derivan de la exploración aquí realizada en torno a la búsqueda de 

elementos para apoyar la fundamentación del derecho al aire limpio a partir de una 

perspectiva ambiental, con miras al favorecimiento de la configuración de un marco jurídico 

capaz de dar cuenta de los desafíos que impone el actual estado de deterioro ambiental en el 

mundo. 

 

3.3.1. Reconocer el problema atmosférico en toda su magnitud 

 

En el transcurso de este texto hemos venido insistiendo en la idea de un planeta Tierra que 

es el resultado de la interacción de múltiples sistemas concatenados, entre los cuales 
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ubicamos a la atmósfera (Wilches-Chaux, 2009). De allí hemos partido para realizar una 

sucinta descripción de algunas de las múltiples formas en las que se produce la relación entre 

la vida y el aire, las maneras en las que se da la contaminación antropogénica de este elemento 

y sus repercusiones.  

Como resultado de ello, ha quedado claro que no es posible alcanzar una comprensión 

adecuada del asunto si no es a través de las ideas de globalidad, sistematicidad, y 

complejidad; dado que las consecuencias de la contaminación atmosférica no se limitan a los 

territorios en los cuales tienen lugar las emisiones, sino que, por el contrario, son capaces 

incluso de llegar a manifestarse de múltiples formas y en diversas escalas a nivel mundial 

(cambio climático, deposición ácida, acumulación de material particulado, etc.). 

Por lo anterior, consideramos que la cimentación del derecho al aire limpio a partir de una 

perspectiva ambiental pasa necesariamente por el reconocimiento del carácter global, 

sistémico, interactivo y complejo de este elemento natural; así como de las amenazas que 

sobre él se ciernen, cuestión que parece en efecto bastante obvia, pero cuya relevancia en 

ciertos casos no es tomada en cuenta con el suficiente rigor a la hora de establecer y hacer 

cumplir los límites impuestos a las actividades contaminantes que son desplegadas por 

algunos países e industrias en el ámbito internacional.  

La lucha en contra de la contaminación atmosférica y, por ende, en contra de los fenómenos 

nocivos que de ella se derivan, han de verterse en mecanismos internacionales muchos más 

robustos que los hasta ahora conseguidos; pues si la acción no se globaliza como ya lo ha 

hecho el problema, resultará insuficiente para atenderlo.  

A propósito, la falta de un régimen de sanciones encaminado a conseguir la observancia de 

lo acordado y de la ausencia de medidas disuasivas, como por ejemplo, los impuestos al 

carbono al interior de los acuerdos suscritos para combatir el cambio climático en el marco 

de la COP 21, celebrada en la ciudad de París. Además del reciente anuncio del gobierno de 

los Estados Unidos con relación a desconocer los compromisos allí adquiridos, sobre la 

reducción de emisiones de GEI; son clara muestra de aquello que no debe ocurrir, si lo que 

se pretende es salvaguardar atmósfera, lo que equivale a proteger el sistema de interacciones 

complejas que da forma al planeta, desembocando en el cuidado de la biosfera y de los seres 

vivos. 
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Por lo tanto, aunque rescatamos la importancia de las acciones locales direccionadas a la 

protección de la atmósfera, entendemos que estas deberán acompasarse a un esfuerzo de 

carácter mundial direccionado al mismo fin; el cual deberá ser estructurado en torno al 

reconocimiento de la verdadera magnitud de esta problemática, atendiendo a que este, como 

varios de los asuntos ambientales que nos convocan en la actualidad, tienen la característica 

de ser “globales, interconectados, interdependientes, y sistémicos” (Mesa Cuadros, 2013, 

pág. 131). Criterios que deberán servir para dejar de lado la primacía del interés económico 

e individualista con miras a conseguir la efectiva garantía y concreción del derecho al aire 

limpio.  

 

3.3.2. El aire limpio, un derecho más que humano 

 

El tradicional sesgo antropocéntrico y utilitarista que ubica al ser humano en un sitial 

privilegiado, posicionándolo como único sujeto, al tiempo que degrada a cualquier otro ser o 

elemento natural a la condición de objeto, impidiendo así el reconocimiento de valores 

intrínsecos a estos últimos; por ende condenándolos a una estimación que depende 

fundamentalmente de consideraciones basadas en criterios de utilidad económica, se ubica 

en la médula del proceso de deterioro al que ha sido sometido el ambiente por parte de nuestra 

especie (Gudynas, 2014). 

La “crisis del vínculo” que marca distancia entre el ser humano y la naturaleza de la que hace 

parte (Ost, 1996), aparece aquí como un elemento a solucionar en aras de disolver, o dotar 

de un nuevo sentido a aquellas prácticas humanas basadas en la idea de una naturaleza objeto, 

para las cuales el ambiente no resulta ser más que un almacén de recursos dispuestos allí para 

ser apropiados, transformados y comerciados.  

A propósito, respaldamos la propuesta de un cambio del eje valorativo, en virtud del cual el 

ser humano ha de abandonar el pedestal de privilegio que ocupó hasta ahora para abrir campo 

al reconocimiento de nuevos sujetos individuales, colectivos y ambientales, poseedores de 

derechos como resultado del reconocimiento de sus valores intrínsecos, de ese valor que por 

sí misma ostenta la vida. Lo anterior deriva en una ampliación de la comunidad moral que 
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posibilita la institución de nuevas figuras jurídicas dirigidas a la protección del ambiente y 

también la relectura de aquellas existentes en clave biocéntrica.  

La interconectividad e interdependencia de los elementos bióticos y abióticos que conforman 

nuestro mundo, hacen que aparezca como necesaria la introducción de una mirada holística 

a la hora de enfrentar asuntos tales como el de la contaminación atmosférica, pues sabemos 

que, si no cuidamos del frágil equilibrio que nos mantiene con vida y continuamos por la 

senda de privilegiar los intereses de unos pocos por encima de la posibilidad de existir de la 

mayoría de la comunidad biótica acabaremos por desaparecer. Sin importar que lleguemos a 

ser los últimos, si primero muere el rinoceronte y luego se extingue el jaguar; si las dantas 

perecieran, seguidas por el oso hormiguero y los pequeños insectos de los que se alimenta; 

si a ellos los siguieran el bosque húmedo y las selvas; en algún instante llegaría nuestra hora 

y, no contentos con haber determinado nuestro propio final, habríamos consumado el 

destrozo de aquel mundo natural que nos dio origen y nos albergó en su nicho de vida.  

En el segundo capítulo, vimos cómo en Colombia, poco a poco, vienen incorporándose 

criterios biocéntricos en el ordenamiento jurídico, a través de las providencias de las altas 

cortes, especialmente, gracias a la labor de la Corte Constitucional; quien recientemente en 

el marco de un fallo histórico, ha decidido elevar a la categoría de sujeto de derechos al Río 

Atrato. Dicha línea jurisprudencial fue continuada por la Corte Suprema de Justicia, quien 

para los primeros meses del año 2018, se manifestó señalando que la Amazonía goza del 

mismo estatus, “en aras de proteger ese ecosistema vital para el devenir global, tal como la 

Corte Constitucional declaró al río Atrato, se reconoce a la Amazonía Colombiana como 

entidad, ‘sujeto de derechos’, titular de la protección, de la conservación, mantenimiento y 

restauración a cargo del Estado y las entidades territoriales que la integran” (Corte Suprema 

de Justicia, 2018). 

En la búsqueda por alcanzar la adecuada protección de la atmósfera, con la finalidad de 

salvaguardar el funcionamiento del sistema de interacciones que permite la existencia de vida 

en el planeta y, por lo tanto, de proteger a los seres vivos de las graves consecuencias del 

deterioro de la calidad del aire inducida por la contaminación antropogénica, estimamos 

pertinente incluir como sujetos del derecho al aire limpio, no solo a los seres humanos, sino 

también a los demás seres que conviven con nosotros en la Tierra, e incluso al conjunto 
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mismo de la ecósfera. Lo anterior, teniendo en cuenta que, tanto los seres vivos, como el 

ambiente en general, son susceptibles de resultar gravemente afectados por la introducción 

de sustancias contaminantes a la capa gaseosa que envuelve planeta.  

Siguiendo a Gudynas (2014), el reconocimiento de estos nuevos sujetos de derecho, deberá 

desembocar en la imposición de renovados límites y obligaciones a los seres humanos con 

miras a conseguir la efectiva protección del aire.  Lo cual implicaría la renovación del 

andamiaje normativo construido con miras al control de la contaminación del mismo en el 

país, cuyos estándares, hasta el momento, se han desarrollado generalmente a partir de una 

perspectiva antropocéntrica, y economicista, que lo restringe de contemplar las repercusiones 

que puede tener la emisión de unas u otras sustancias contaminantes en las diversas especies.  

Aun cuando se encuentra enfocado únicamente a la protección de los seres humanos frente a 

los graves episodios de polución que hoy tienen lugar en el territorio nacional, sus 

disposiciones, o resultan insuficientes (como en el caso del asbesto), o son constantemente 

vulneradas dejando al descubierto su falta de efectividad para constituirse como una garantía 

real del derecho al aire limpio, incluso si se le evalúa a partir de una perspectiva meramente 

antropocéntrica. 

Las obligaciones y límites que se generan como resultado de la idea del derecho al aire 

limpio, han de tratar, como mínimo dos elementos esenciales: el primero de ellos, relativo al 

renovado control de las emisiones antropogénicas de sustancias contaminantes a la 

atmósfera; el segundo, a propósito de la recuperación y el potenciamiento de la capacidad 

natural que tienen la atmósfera y el planeta en general para absorber dichas emisiones 

preservando el aire en buenas condiciones y, por ende, el equilibrio ambiental.  

Este renovado control de emisiones y de niveles de inmisión de contaminantes deberá 

generarse desde la conciencia acerca de la primacía de la preservación de las condiciones 

ambientales necesarias para el desarrollo de la vida en dignidad frente a cualquier otro tipo 

de criterio, especialmente el económico; lo cual implica la adopción de una perspectiva 

biocéntrica que despeje cualquier duda sobre quiénes son los sujetos de protección del 

derecho en cuestión, dejando claro que, tanto los individuos, como la comunidad biótica, y 

por supuesto el sistema de interacciones a gran escala que nos permite existir, se ven 

igualmente afectados (aunque de manera diversa) por la trasgresión del derecho al aire limpio 
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que ocurre mediante la emisión desmedida y excesiva de sustancias contaminantes a la 

atmósfera, razón por la cual todos ellos deberán ser tenidos como sujetos titulares del derecho 

al aire limpio y por ende dignos del correspondiente amparo.  

Adicionalmente, dada la complejidad, interconexión y sistemicidad, estas nuevas 

obligaciones asociadas al control de la contaminación, no podrán limitarse únicamente a 

aquella polución que desde un primer momento se cierne directamente sobre el aire (como 

las emisiones provenientes de una chimenea), sino que también deberán contemplar la 

regulación de la concentración de sustancias nocivas en el aire que se deriva de la 

introducción de contaminantes en otros elementos tales como la tierra y el agua.  

Por su parte, la recuperación y el potenciamiento de la capacidad natural que tienen la 

atmósfera y el planeta para absorber las emisiones de sustancias contaminantes sin que se 

afecte el equilibrio ambiental, hace referencia a la necesidad de tomar medidas, no solamente 

frente al asunto puntual de las emisiones, sino en torno a aquellas dinámicas naturales que en 

condiciones normales se ocupan de regularizar las concentraciones de gases nocivos en la 

atmósfera y sus efectos sobre otros sistemas, como por ejemplo la captura de CO2 por parte 

de las plantas y el océano, o la retención de los rayos UV de la que se encarga el ozono 

troposférico.  

Por ende, la recuperación de los suelos y cuerpos de agua que se ven afectados por la 

deposición ácida, así como la reforestación de los grandes pulmones selváticos que han 

venido siendo arrasados por décadas en el país, hacen parte también de la construcción que 

se deriva de un derecho al aire limpio en perspectiva ambiental. De ahí que algunas de las 

mayores obligaciones que se extraen de lo anterior sean: en primer lugar, la de no continuar 

con la deforestación y la depredación de los ecosistemas que han logrado sobrevivir al embate 

de la “civilización”, y en segunda medida, el impulso a las iniciativas de cierre de la frontera 

agrícola, reforestación y reconversión del uso del suelo en relación con tierras improductivas 

que ya han sido despojadas de su capa vegetal, o aquellas destinadas a la ganadería extensiva.  

Considerando así, que no basta con controlar únicamente las emisiones que contaminan el 

aire para alcanzar la garantía del derecho al aire limpio, sino que depende de toda una serie 

de factores adicionales que se relacionan con la posibilidad de que los niveles de 

contaminación que se presenten, incluso como producto de fenómenos naturales, puedan ser 
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asumidos efectivamente por la acción misma de los mecanismos naturales que se encargan 

del equilibrio ambiental en la Tierra.  

Vemos entonces cómo de lo planteado, se extraen por lo menos dos grupos de obligaciones 

generales relacionadas con el derecho al aire limpio: en primera medida, las obligaciones de 

no hacer, ligadas a evitar al máximo la introducción de agentes contaminantes antropogénicos 

a la atmósfera; así como a poner freno  al deterioro de las condiciones ambientales que se 

encargan de absorberlos y mantener el balance entre los múltiples sistemas concatenados que 

coexisten en el planeta (detener la deforestación, la emisión de SAO, la contaminación de los 

cuerpos hídricos, etc…). En segundo lugar, las de hacer, las cuales deberán responder a la 

idea de recuperar y potenciar la mermada capacidad del planeta para asimilar las emisiones 

contaminantes y sus efectos, con miras al mantenimiento de las condiciones ambientales 

adecuadas para la materialización del buen vivir, condiciones que para el caso del aire 

deberán tener como punto de guía los niveles de concentración de gases en la atmósfera que 

se registraban en los momentos previos a la revolución industrial.  

En este orden ideas, el aire limpio deberá reivindicarse más que como un derecho humano, 

como uno de carácter ambiental, en el sentido de incluir, a manera de sujetos de derecho, 

tanto a los demás seres que habitan el planeta, como a la ecósfera o naturaleza en general; 

con miras al establecimiento de límites a la acción contaminante, impulsada desde la 

racionalidad económica, constituyéndose así en una herramienta para la transformación en 

búsqueda de un nuevo momento de la relación entre la sociedad y la naturaleza. 

 

3.3.3. La aplicación de principios ambientales y el derecho al aire limpio 

 

Entendiendo los principios ambientales como aquellos criterios o valores jurídicos que 

orientan la acción estatal, ayudando al legislador, al ejecutivo y al juez a la hora de producir, 

interpretar y aplicar las normas; teniendo en cuenta elementos tales como la solidaridad y la 

responsabilidad que han de constituirse como los principales límites a las acciones humanas, 

tanto en el ámbito público, como en el privado para la garantía y protección efectiva de los 

derechos y libertades establecidos en los preceptos básicos de la organización del Estado 
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(Mesa Cuadros, 2013), consideramos que su relación con la posibilidad de conseguir la 

materialización del derecho al aire limpio es estrecha, ya que su aplicación formaría parte 

importante de la configuración de un escenario renovado en materia de control de la 

contaminación del aire en Colombia.  

Los principios de solidaridad y responsabilidad diacrónica y sincrónica, a los que nos 

referimos en la sección anterior, necesariamente deberán ubicarse en la base del acercamiento 

jurídico al problema de las emisiones contaminantes y, por lo tanto, apoyar la idea ya 

mencionada de la ampliación de la comunidad moral a los no humanos; así como servir de 

herramienta para acercar el derecho al aire limpio a aquellos que en la actualidad no tienen o 

no pueden, y que igualmente reciben algunas de las más graves consecuencias de este 

fenómeno (inundaciones, sequías, enfermedades respiratorias, etc.).  

Asimismo, será necesario inducir la reflexión-acción permanente sobre el ambiente en el que 

vivirán las generaciones futuras y nuestra responsabilidad en torno a permitirles disfrutar de 

un aire limpio, de la mejor calidad que favorezca, no sólo su posibilidad de existir, sino de 

vivir en condiciones de dignidad. 

Además consideramos importante la aplicación de otros principios recogidos por Mesa 

(2013), tales como el de globalidad, complejidad, sistemicidad, integralidad e 

interdependencia ambiental, el cual se relaciona muy de cerca con lo ya planteado a propósito 

del reconocimiento de la magnitud del problema atmosférico y la insistencia en su carácter 

global y sistémico, elemento sin el cual las acciones encaminadas a la protección del aire 

carecerán de la necesaria visión integral que se requiere a la hora de abordar esta cuestión.  

De igual manera, ocurre para el caso de los principios de precaución y prevención 

ampliamente desarrollados en la doctrina, los cuales marcan claros límites al potencial 

despliegue de actividades nocivas para la calidad del aire favoreciendo la toma de medidas 

jurídicas efectivas para mitigar, prevenir e impedir la degradación de este elemento.  

Por último, sabiendo que son varios los principios ambientales aplicables al tema del aire y 

sin perder de vista la pertinencia que todos ellos revisten para el caso, nos gustaría resaltar el 

que Mesa (2013) denomina “principio de regulación jurídica integral”, el cual  aboga por un 

estatuto normativo pensado de manera sistémica que contenga elementos para la prevención, 
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defensa, conservación, mejoramiento y restauración del ambiente desde la integralidad, 

superando visiones regulatorias parciales.  

Dicho principio nos lleva a buscar un estatuto del aire acorde con las interrelaciones en las 

que toma parte este elemento; por lo tanto, deberá acompañarse de normas, no solo sobre 

emisión e inmisión, sino nutrirse también de los acuerdos internacionales suscritos para la 

lucha contra el cambio climático y el agujero en la capa de ozono, así como de disposiciones 

ambientales sobre el agua, la tierra y en especial sobre el tema forestal. Se trata entonces de 

la búsqueda de un estatuto del aire que cumpla una función de doble vía; es decir, que por 

una parte se complementa de otras regulaciones propias del derecho ambiental, al tiempo que 

proporciona en sí mismo un complemento para el derecho ambiental en general.  

En suma, los principios ambientales (tanto los que mencionamos de manera puntual, como 

aquellos los que han sido recogidos en normas, jurisprudencia y doctrina) desempeñan un 

papel esencial en la construcción de un derecho al aire limpio que abandone las restricciones 

y condicionantes propias de la modernidad y la racionalidad antropocéntrica y economicista, 

y que se constituya como una herramienta de cambio en el concierto de una acción jurídica 

ambiental integral encaminada a la protección de la vida digna de la comunidad biótica. 

 

3.3.4. El aire como elemento integrador 

 

Consideramos que uno de los elementos esenciales para la construcción de un derecho al aire 

limpio a partir de la perspectiva ambiental, parte del entendimiento del aire como un elemento 

integrador, e integrado. Integrado al sistema de interacciones que da forma a la Tierra, e 

integrador de diversos factores bióticos y abióticos que determinan las condiciones de 

existencia de los seres vivos.  

El aire se moviliza por diferentes lugares, alturas, interiores y exteriores, ingresa y sale de 

nuestros pulmones; participa del ciclo del agua; transporta alimento; dispersa semillas; 

equilibra la temperatura; se nutre de las plantas; etcétera. En resumidas cuentas, participa de 

un sinfín de procesos en los que ocurren diversas interconexiones entre múltiples 

componentes de la naturaleza, para los cuales su acción resulta indispensable; es decir, el aire 
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que se ubica entre unos y otros, de la misma manera en que el mar separa los continentes, es 

al mismo tiempo un factor de integración, y unidad. 

Por ello, la regulación de las actividades humanas que afectan su calidad debe ser igualmente 

integradora, dado que así como los vertimientos de contaminantes a la atmósfera son 

susceptibles de interactuar y alterar algunas condiciones del ciclo del agua, o las 

características del suelo, también la contaminación del elemento hídrico, o de la tierra 

repercuten sobre el bienestar de este, tal como la deforestación  que impacta la capacidad de 

captura natural del CO2 aportando al fenómeno de cambio climático. La interconexión entre 

sistemas en el planeta es impresionante, de tal forma que la idea de un derecho al aire limpio 

planteado desde una perspectiva ambiental involucra inexorablemente la configuración de un 

escenario jurídico simbiótico que propenda por el bienestar ambiental, a partir del 

reconocimiento de las interrelaciones que ocurren en la naturaleza, y favorezca la 

configuración de un marco normativo capaz de adaptarse a esta dinámica. 

Precisamente, como una de las consecuencias de este escenario jurídico simbiótico del que 

hablamos, surge la idea de un derecho al aire limpio que es a la vez individual y colectivo; 

pues su vulneración puede afectar, tanto a los sujetos individualmente considerados, como a 

una comunidad entera (incluida la comunidad biótica del planeta). Por lo tanto, su protección 

y reconocimiento deben predicarse de todo ser (humano o no humano) sin atención a 

discriminaciones que pongan en riesgo su existencia en condiciones de dignidad.  

De ahí que la defensa del derecho al aire limpio pueda ejercerse en casos donde se producen 

vulneraciones que recaen sobre individuos concretos o colectividades en general, como 

efectivamente ocurrió en los casos citados de fallos de tutela donde la Corte Constitucional 

amparó el derecho al ambiente sano de individuos afectados por la contaminación de aire, de 

la misma forma como el Consejo de Estado en una sentencia aludida previamente cobijó el 

derecho al ambiente sano de la comunidad habitante de la ciudad de Bogotá con relación a la 

emisión de material particulado proveniente de los buses diésel del servicio público de 

transporte.  

Como podemos ver, el aire como elemento integrador plantea escenarios complejos para la 

acción jurídica tendiente a su protección, que en varios casos puede llegar a exigir para su 

solución una mirada que tenga en cuenta la primacía de la realidad sobre las formas jurídicas 
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entendiendo que, en caso de contradicción, las últimas deberán adaptarse a las primeras y no 

al contrario; induciendo transformaciones en las maneras de abordar el asunto que deberán 

resolverse con miras a favorecer la protección de la vida y la diversidad que en ella se expresa. 

Entendemos aquí como aire limpio aquel que se corresponde con las concentraciones de 

compuestos que se registraban en la atmósfera de manera previa a la revolución industrial, lo 

cual implica que toda acción que se despliegue en el sentido de proteger este elemento, deberá 

encaminarse a favorecer la recuperación de dichos estándares, propendiendo la erradicación 

definitiva de niveles de emisión e inmisión de sustancias contaminantes que sobrepasen la 

capacidad de resiliencia con la que cuentan la atmósfera y el planeta, situación que 

actualmente pone en riesgo los equilibrios necesarios para la existencia de la vida que 

conocemos.  

Núcleo esencial que se apoya en otros a los que nos hemos venido refiriendo a lo largo del 

texto, entre los cuales sobresalen dos: en primera medida, aquel que se refiere al 

reconocimiento de la interconexión y sistemicidad que caracterizan la dinámica del aire al 

interior de la atmósfera y su relación con otros sistemas al interior del planeta, el cual implica 

que el derecho al aire limpio no podrá encontrarse inconexo con respecto a otros espacios del 

derecho ambiental y de los derechos en general, ya que es un andamiaje jurídico que pretenda 

el abordaje integral de esta problemática debe desenvolverse a partir de consideraciones 

simbióticas y articuladoras de las múltiples dimensiones que se ven involucradas cuando se 

trata el tema del aire.   

En segundo lugar, dentro de los núcleos del derecho al aire limpio en perspectiva ambiental, 

resaltamos también aquel que corresponde a la protección direccionada a la salvaguarda del 

aire limpio, no solo para los seres humanos, sino también para las demás manifestaciones de 

vida que aquí tienen lugar, considerándolas valiosas y, por ende, merecen respeto, 

independientemente, de las valoraciones de corte económico que algunos puedan lanzar en 

un determinado momento. Esto, aunado a la cuestión relativa a una responsabilidad y 

solidaridad en perspectiva sincrónica y la diacrónica, nos lleva a una proyección de este como 

un derecho que puede predicarse de los seres que habitamos el planeta; además, de aquellos 

que están por venir a ocupar el lugar que hoy ocupamos nosotros.  
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En este orden de ideas, el derecho al aire limpio, implica para las futuras generaciones la 

posibilidad de existir, no para sobrevivir a una atmósfera tóxica, sino para gozar del buen 

vivir. Si tenemos en cuenta que en la actualidad las condiciones de la atmósfera muestran un 

claro deterioro y, por lo tanto, la calidad del aire está lejos del que hemos señalado como el 

escenario ideal, recae sobre las generaciones actuales la obligación de entregarle a las 

venideras, un aire cada vez menos contaminado; obligación que deberá ser igualmente 

asumida por quienes vendrán para reemplazarnos y así sucesivamente, hasta el momento en 

el que la atmósfera haya recuperado sus condiciones de equilibrio natural.  

Siguiendo con la concreción de las ideas fuerza que caracterizan a este derecho al aire limpio 

en perspectiva ambiental, a continuación, abordaremos el último de los elementos que aquí 

hemos decidido plantear como ejes para el desarrollo de esta prerrogativa. 

 

3.3.5. Justicia ambiental y reparto equitativo de responsabilidades atmosféricas 

 

Retomando lo esbozado con anterioridad sobre la idea de justicia ambiental, afirmamos que 

esta se encuentra relacionada con la construcción de un derecho al aire limpio en perspectiva 

ambiental, pues, a partir de esta prerrogativa se pretende poner límites a las formas injustas 

en las que ocurre la apropiación de la atmósfera; así como hacer uso de los postulados del 

principio de responsabilidad ambiental para establecer con claridad que, aunque todos los 

humanos participamos de las dinámicas que inducen la contaminación del aire, no todos lo 

hacemos en igual medida; situación que nos invita a hacer un reparto de las responsabilidades 

atmosféricas entre individuos y colectivos que se compadezca de esa realidad acudiendo a 

criterios de equidad. 

Actualmente, sin lugar a dudas, observamos todo un panorama de apropiaciones injustas de 

los elementos naturales en el mundo, dentro de los cuales quizás el del aire sea uno de los 

casos más notorios, y el cambio climático uno de los ejemplos predilectos puesto que las 

emisiones de GEI provenientes, en su mayoría, de países industrializados han terminado por 

inducir una modificación en las temperaturas del todo el planeta situación que implica 
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consecuencias globales que deben ser afrontadas por todos (humanos y no humanos), como 

resultado de un fenómeno cuyas causas son esencialmente locales.  

Otros ejemplos, como el del agujero en la capa de ozono, en el cual las consecuencias se 

focalizan principalmente en una zona del planeta donde no ocurre la emisión de SAO, o las 

lluvias ácidas que se manifiestan en zonas aledañas a las fuentes de emisión de NOx y SOx, 

son bastante claros también a la hora de evidenciar los efectos de la apropiación indebida e 

injusta de la atmósfera por parte de algunos en detrimento de las condiciones básicas que 

posibilitan la vida de todos.   

Dichas situaciones no solo ocurren en el ámbito internacional, pues casos similares se dan 

también al interior de las fronteras del país, poniendo en evidencia dinámicas injustas de 

apropiación de la atmósfera; una muestra ello se puede encontrar en el caso de las 

afectaciones que se ciernen sobre la mayoría de la población que, en ciudades como Bogotá, 

aunque no posee vehículos de combustión interna si soporta las consecuencias de las 

emisiones contaminantes provenientes de los mismos.  

De similar manera ocurre para el caso de las emisiones industriales, ya que las actividades 

de producción realizadas allí, generan la introducción de material contaminante al aire 

desembocando en la apropiación de la atmósfera por parte de las empresas a costa del 

deterioro de la calidad de este elemento e incluso de la vida de los seres humanos, como pasa 

en el caso de las emisiones de asbesto.  

En este panorama, la justicia ambiental emerge como un instrumento para luchar contra la 

injusta apropiación de la atmósfera, fundamentándose en los deberes de promover y proteger 

la sostenibilidad ambiental; así como en los de prevenir y precaver las consecuencias sociales 

y ambientales de las políticas que el modelo de producción dominante y sus promotores 

buscan generalizar, propendiendo por la idea de imponer límites a todas aquellas formas 

indebidas e injustas en las que se presenta la apropiación del aire en la actualidad.   

En ese sentido, adoptamos y modificamos aquella frase antes citada cuando hablábamos del 

imperativo ambiental para adaptarla al caso del derecho al aire limpio y la justicia ambiental 

atmosférica; expresando que una actividad humana no podrá considerarse moralmente 

aceptable si su práctica generalizada es incompatible con la conservación y(o) preservación 
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de una atmósfera equilibrada y libre de contaminación. De esta forma, establecemos una idea 

fuerza que podría servir como guía para el establecimiento de medidas dirigidas al control 

del deterioro atmosférico y límites a las actividades humanas que lo propician. 

Ahora bien, en torno al asunto de la responsabilidad, debemos recordar que al referirnos a de 

la cantidad de CO2 que es emitido a la atmósfera por países como Estados Unidos y China, 

dijimos que, al comparar con las cifras registradas para el caso de Colombia, nuestro aporte 

a la principal causa que origina el cambio climático es mínimo. Con respecto a dichas 

diferencias, los acuerdos internacionales llevados a cabo en el marco de la lucha contra este 

fenómeno han reconocido niveles de responsabilidad diferenciados, estableciendo metas y 

obligaciones distintas entre los estados en atención a su grado de participación en las acciones 

que causan la problemática.  

Por consiguiente, aun cuando los tratados internacionales suscritos en esta materia no son (al 

menos por ahora) los mejores ejemplos efectividad y éxito, a la hora de hablar de la 

imposición de límites a las prácticas contaminantes y la salvaguarda de la atmósfera, sí 

presentan un ejemplo de cómo llevar a cabo la ejecución de un reparto equitativo de las 

responsabilidades atmosféricas, pues atienden a criterios diferenciadores para establecer el 

nivel de responsabilidad entre los actores involucrados y consideran obligaciones y 

compromisos con relación a las formas de acceso y uso de este elemento para cada caso.  

Volviendo al ejemplo nacional de las ciudades contaminadas por material particulado 

proveniente de los vehículos de combustión interna, allí no deberá ser entonces igual el grado 

de responsabilidad de quienes hacen uso del transporte público masivo para movilizarse, que 

el de aquellos que tienen vehículos privados; de la misma forma que no será el mismo para 

los propietarios de autobuses diésel versus los que tienen automóviles a gasolina o a gas, o 

quienes se movilizan en bicicleta y a pie. 

Así, la actividad del Estado y los particulares con respecto a la protección del aire en 

Colombia, deberá atender a esta clase de consideraciones en aras de determinar las 

responsabilidades de los diferentes actores contaminadores de acuerdo con su nivel de aporte 

al deterioro de la calidad del aire, instituyendo mayores deberes y obligaciones en cabeza de 

quienes más efectos negativos producen sobre la atmósfera; de tal forma que esto se revierta 

en una paulatina, pero continua reducción de los índices de contaminación en el país. De esta 
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manera, el reparto equitativo de responsabilidades atmosféricas sirve como una herramienta 

para llevar a cabo la imposición de límites a las actividades que afectan la calidad del aire, 

teniendo en cuenta que hay niveles de responsabilidad distintos y que los mayores 

responsables deberán soportar las mayores cargas restrictivas, mientras que quienes poco o 

nada contribuyen a la problemática lo harán en menor medida.  

Cada uno de los elementos planteados, desde la necesidad del reconocimiento del problema 

atmosférico en toda su magnitud, hasta el reparto equitativo de responsabilidades 

atmosféricas ligado a la idea de justicia ambiental; más que respuestas acabadas y 

concluyentes para alcanzar una fundamentación definitiva del derecho al aire limpio en 

perspectiva ambiental, configuran una serie de aportes y propuestas que aquí plasmamos con 

la intención de contribuir a la construcción de un escenario jurídico ambiental mejor adaptado 

a las condiciones de los eventos sobre los cuales pretende incidir.  

Por lo tanto, se genera una invitación a discutirlos y contemplando, entendiendo que a su la 

labor colectiva de construcción de conocimiento es un mecanismo adecuado para la constante 

elaboración, revisión, adaptación y reelaboración de aquellas prerrogativas que albergan la 

intención de regular asuntos que cuentan con la característica de ser tan dinámicos como el 

del aire. 

Asimismo, dichos aportes no deberán entenderse como desconectados de aquellos otros que 

hemos intentado recoger a lo largo del texto, puesto que cada una de las discusiones aquí 

planteadas, contienen criterios valiosos para la construcción de un nuevo momento de los 

derechos ambientales como instrumentos para la imposición de límites a las visiones y 

prácticas humanas que ocasionan el deterioro del ambiente en el planeta. 

Finalmente, la búsqueda de elementos para la renovación de la fundamentación del derecho 

al aire limpio a partir de una perspectiva ambiental, nos ha conducido a reconocer el 

importante papel que puede desempeñar el derecho en punto a la necesidad de detener el 

deterioro de la atmósfera a partir del dialogo con aquellas posturas que pretenden la 

transformación de las visiones antropocéntricas, individualistas y economicistas que se 

ubican en el sustrato de las acciones humanas que contribuyen a la destrucción de las 

condiciones ambientales favorables para el desarrollo de la vida en condiciones de dignidad. 

Por lo tanto, a pesar de encontrarnos lejos del ideal de un sistema jurídico capaz de dar cuenta 
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de los retos que nos impone el aire contaminado y sus múltiples consecuencias, no debemos 

perder de vista que tenemos en la disciplina jurídica un aliado a la hora de emprender la 

modificación de las formas de relacionarnos con la naturaleza que nos han traído al lugar 

donde nos encontramos ahora. 
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